
  


  
    
  


  
    ¿Existe el nacionalismo español? Para sus detractores es una realidad evidente; para sus defensores sería inexistente: mera lealtad a un Estado constituido y a su ley fundamental, un patriotismo cívico y virtuoso. Pero ¿a qué llamamos nacionalismo? ¿La aspiración a la homogeneización etnocultural de un colectivo territorial? Entonces, muchas de las facetas del discurso y praxis identitaria que identifica a España como nación no son nacionalistas. ¿O, por el contrario, la afirmación en el espacio público de que un colectivo territorialmente delimitado es sujeto de derechos políticos colectivos, y por tanto titular de la soberanía? Entonces sí existe un nacionalismo español, ideológica y culturalmente heterogéneo como todo nacionalismo. Pues bajo la afirmación de España como nación han coexistido y coexisten quienes la conciben como un todo culturalmente homogéneo y centralizado, y quienes consideran que esa nación es culturalmente plural, y políticamente descentralizada. Patriotas de una nación identificada con un Estado existente y de larga tradición imperial, que devienen en nacionalistas al subir el tono, o hacerse visibles en coyunturas de enfrentamiento político (o bélico). En este libro, se aborda una genealogía histórica de los diversos discursos nacionalistas españoles en la Edad contemporánea, sin olvidar sus precedentes. Todos ellos comparten la indivisibilidad de la soberanía, cuyo único sujeto es España, y la convicción de que la polis, la comunidad política española, no tiene acta fundacional en la Constitución de 1978, ni en la de 1812, sino que posee fundamentos históricos y culturales anteriores. A partir de ahí, ha habido patriotas demócratas y no demócratas, nacionalistas étnicos y cívicos, y combinaciones diversas de ambos elementos.
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  Nota previa


  Nota previa


  Este ensayo aspira a ser una exposición sintética y asequible para un público amplio de la evolución histórica del nacionalismo español en la contemporaneidad, llegando hasta el presente, aunque con especial atención al período 1975-2018. Su objetivo es ofrecer una reflexión breve de las principales líneas de desarrollo de un fenómeno complejo y pluriforme que, para una buena parte de los actores políticos y la intelectualidad española actual, simplemente no existe. Optamos por un estilo sintético y claro, un lenguaje directo y un tono de alta divulgación. Por ello, se ha reducido el aparato crítico al mínimo indispensable, se han eliminado notas y referencias bibliográficas, y se remite al público lector a una bibliografía seleccionada al final, en la que podrá hallar referencias e informaciones complementarias.


  Buena parte de los argumentos aquí expuestos han sido ya avanzados por el autor en diversos artículos académicos en diversos idiomas durante los últimos años, en volúmenes coordinados con los colegas Javier Moreno Luzón, Stéphane Michonneau y Francisco Sevillano, y en monografías dedicadas a los nacionalismos durante la guerra civil española (2006), al nacionalismo español desde la muerte de Franco (2010), y (en coautoría con Javier Moreno) la evolución de los símbolos nacionales en la España contemporánea (2017). Nos hemos beneficiado en buena medida de reflexiones anteriores, que hemos procurado actualizar y revisar. El tono crítico de esta obra se corresponde con la obligación de todo historiador que se precie: suscitar debates y proponer paradigmas e interpretaciones, aunque para ello nos veamos forzados a adoptar una visión panorámica y, por tanto, a sacrificar detalles y matices. Escribir sobre temas sensibles y objeto de pasión identitaria, como son los nacionalismos y las identidades nacionales, en un país donde las disputas acerca de esa materia están al rojo vivo, coloca al osado especialista con mucha frecuencia en medio de un fuego cruzado: los partidarios y los detractores de la identidad nacional analizada, en este caso la española, no siempre son capaces de dejar de lado las pasiones y mantener la frialdad y un tono académico y analítico. No es nuestra intención satisfacer a los parroquianos de una u otra identidad nacional; antes al contrario, una señal de acierto suele consistir en incomodarlos a todos. Para el buen historiador no hay mejor patria que la buena historia, y es esa la única a la que, con mejores o peores resultados, intentamos servir.


  Son numerosos los colegas con los que hemos compartido inquietudes historiográficas y teóricas acerca del estudio del nacionalismo español. Aun a riesgo de no poder citar a todos, queremos dejar constancia de que estas páginas deben mucho a los debates e intercambios de ideas mantenidos a lo largo de los tres últimos lustros con José Álvarez Junco, Ferran Archilés, Sebastian Balfour, Fernando Devoto, José María Faraldo, Ludger Mees, Stéphane Michonneau, Fernando Molina, Javier Moreno Luzón, Xosé Ramón Quintana —generoso lector de una primera versión de este manuscrito—, Alejandro Quiroga, Ismael Saz, Eric Storm, Enric Ucelay-Da Cal y Ramón Villares. Por supuesto, errores u omisiones son de mi única responsabilidad.


  Finalmente, este libro no habría visto la luz sin la tenacidad, profesionalidad y paciencia de mis sufridas editoras, Carmen Esteban y Raquel Reguera, quienes me convencieron de la pertinencia de publicar esta breve historia de título evocativo, y supieron tolerar mis varias demoras en entregar el manuscrito. Tampoco sin mi familia, que una vez más supo disculpar mis periódicas ausencias ante la pantalla del ordenador para acabar este texto. A todos ellos, muchas gracias.


  
    Os Ánxeles (Brión), julio de 2018


    XOSÉ M. NÚÑEZ SEIXAS
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  Introducción:


  ¿existe el nacionalismo español?


  La discusión teórica sobre la naturaleza y evolución de los nacionalismos en las ciencias sociales está lejos de la unanimidad interpretativa. Por ello, en este libro se partirá desde unas posiciones y opciones teóricas determinadas y explícitas, aunque no por ello dogmáticas, para evitar caer en un positivismo estéril y acrítico.


  Los paradigmas interpretativos acerca del nacionalismo siguen moviéndose entre dos polos, situándose la mayoría de los enfoques historiográficos en una posición de mayor o menor cercanía a cada uno de ellos. En un extremo, se situarían las teorías primordialistas (o, según la clásica definición de Anthony Smith, geológicas), que vendrían a ser la visión modernizada del clásico concepto orgánico-historicista o esencialista de nación, procedente de la tradición cultural alemana de fines del sigloXVIII y principios delXIX. Según esa interpretación, las naciones serían realidades objetivas legitimadas por la existencia previa de factores diacríticos, entre ellos una cultura, un espíritu peculiar (Volksgeist), una historia o unas características de tipo étnico, de las que surgiría el nacionalismo como un fenómeno político derivado de la existencia previa de una nación. En el otro extremo, se sitúan las teorías constructivistas o modernistas (gastronómicas, según Smith), que a su vez se corresponden en buena parte con el concepto revolucionario de nación inaugurado por las revoluciones norteamericana y francesa a fines del setecientos: la nación sería la comunidad política integrada voluntariamente por aquellos ciudadanos que así lo eligen; y el nacionalismo, una construcción política que obedece a discursos e intereses en juego.


  Aquí asumimos de manera consciente el presupuesto teórico de que el nacionalismo es gastronomía y no geología. Pero también que la naturaleza de las materias primas tiene influencia en la configuración final de la receta. Como ideología o conjunto de creencias políticas, como práctica cultural y como movimiento sociopolítico, el nacionalismo precede a la nación y la construye. Desde un enfoque constructivista matizado, definimos la nación como una comunidad imaginada, inherentemente soberana y delimitada territorialmente, integrada por un colectivo de individuos que se sienten vinculados entre sí, con base en factores muy variables y dependientes de la coyuntura concreta, desde la voluntad a la territorialidad o la historia común y el conjunto de características étnico-culturales relativamente objetivables que podemos denominar «etnicidad», es decir, que definen una conciencia social y prepolítica de la diferencia; y que, sobre todo, consideran que ese conjunto de individuos es el sujeto soberano de derechos políticos colectivos. Como ha escrito Anne-Marie Thiesse, todos los nacionalistas siguen un método Ikea a la hora de configurar de forma variable los elementos del mobiliario de su nación particular, desde mitos y características étnicas hasta símbolos y creencias.


  Aunque concedemos una relevancia fundamental a la construcción de las ideologías y entidades políticas, incluyendo las nacionalistas, por parte de los actores sociales de acuerdo con sus intereses, cosmovisión y preferencias selectivas, también cabe considerar que el nacionalismo implica una propuesta de identidad colectiva de dimensiones culturales y políticas, pues atañe a la definición del sujeto de derechos políticos colectivos y a la legitimidad del poder ejercido en ese territorio. Por tanto, el nacionalismo y la identidad nacional pueden basarse, apoyarse o verse condicionados o favorecidos por la existencia de discursos e identidades colectivas y prepolíticas de cierta aceptación social, estén aquéllas fundamentadas en lealtades institucionales de naturaleza territorial o en conciencias étnico-culturales anteriores a la Edad Contemporánea. Sin embargo, la existencia de esas identidades proto o prenacionales no presupone, ni determina, el surgimiento de nacionalismos propiamente dichos en la Edad Contemporánea. Los nacionalismos, en el sentido moderno del término, son resultado de la movilización política y cultural de los actores presentes en cada circunstancia histórica.


  En consecuencia, consideramos que la nación es una realidad social que existe científicamente sólo en la medida en que sus integrantes están convencidos de su existencia. La aparición de la nación como fenómeno histórico se vincula plenamente a la irrupción de la Edad Contemporánea, en la fase durante la que los antiguos principios legitimadores de la soberanía y el poder (lealtades dinásticas y señoriales, identificación religiosa, criterios de vecindad jurídica…) entran en crisis desde finales del sigloXVIII y han de ser sustituidos por nuevos principios. Como ya apuntamos, factores como la etnicidad (conjunto de rasgos que identificarían externamente a un colectivo y definirían una construcción social de su diferencia, como idioma, cultura, costumbres y tradiciones populares, etcétera), la identidad religiosa, instituciones comunes de gobierno territorial y memorias transmitidas a través de las generaciones, pueden actuar como elementos generadores de una identidad colectiva desde la Edad Media y la Edad Moderna y, a su vez, pueden operar como precondiciones favorables para el desarrollo de un nacionalismo en la Edad Contemporánea. Pero eso no implica que exista una identificación mecánica o monovalente entre etnia, comunidad política premoderna y nacionalismo.


  Además de ello, el proyecto nacional puede ser compartido por varios grupos sociales del colectivo definido como nación o serlo sólo en parte; puede asociarse a distintos intereses sociales, diferentes concepciones del mundo y de la sociedad, y por lo tanto a diferentes ideologías políticas. Pues el nacionalismo en sí es un ingrediente político-ideológico capaz de combinarse de forma extraordinariamente maleable con diferentes corpus ideológicos y con diversos intereses sociales. A lo largo de los siglosXIX, XX yXXI ha habido muchos nacionalismos de impronta conservadora, tradicionalista o reaccionaria; pero también los ha habido de cariz liberal, demócrata, marxista e incluso anarquista. Los nacionalismos, por lo tanto, se insertan en procesos dinámicos de construcción social de la identidad colectiva. Son los propios nacionalistas o patriotas los agentes proactivos que construyen las naciones, a menudo sobre la base de identidades colectivas y ámbitos de relación social preexistentes. Y no al contrario.


  Cierto es que la discusión académica acerca de la existencia de naciones y hasta de nacionalismos con anterioridad al último tercio del sigloXVIII sigue abierta. La mayoría de los nacionalistas y patriotas, y aun muchos especialistas, son de la opinión de que ya a fines de la Edad Media se pueden encontrar colectividades territoriales con vínculos nacionales: identidades que iban más allá de la lealtad dinástica, la confesión religiosa y la conciencia étnica. No obstante, mantenemos que no existieron naciones en el sentido actual con anterioridad al comienzo de la Edad Contemporánea, es decir, antes de la primera revolución liberal que se recubrió de un discurso nacionalista moderno: la que llevó a la independencia de los Estados Unidos de América.


  Al tratar sobre los nacionalismos en España desde una perspectiva histórica, tanto el nacionalismo español como los nacionalismos alternativos —catalanismo, galleguismo, nacionalismo vasco, nacionalismo cubano o puertorriqueño en el sigloXIX…—, cabe en primer lugar huir de cualquier tentación primordialista. No hay que suponer que dentro de las fronteras de la comunidad política hispana han existido desde tiempos remotos naciones predeterminadas. Por el contrario, a lo largo de los siglosXIX yXX se asiste a una realidad dinámica, con procesos de construcción nacional contrapuestos, dialécticos e incluso interactuantes. Existe una relación constante entre el desarrollo del nacionalismo español y el nacimiento y evolución de los nacionalismos periféricos: los éxitos del primero condicionan los fracasos de los segundos, y viceversa; pero tampoco cabe suponer que las identidades colectivas se reducen a un recipiente lleno o vacío de identidad «española» pura o de otra alternativa e igualmente pura, sino que se trata de desarrollos fluidos, en los que los procesos de identificación etnoterritorial o nacional siguieron dinámicas híbridas que implicaron, al menos durante amplios períodos, la creación de identidades múltiples. No se debe concebir la cuestión nacional en España como si cada nacionalismo o cada territorio fuese un compartimento estanco, como con frecuencia se ha supuesto implícitamente en la historiografía hispánica. Aunque pueda parecer obvio recordarlo, el desarrollo del nacionalismo español desde fines del sigloXIX condiciona el de los nacionalismos periféricos, al igual que acaece el proceso inverso.


  La existencia de un nacionalismo español en la Edad Contemporánea, y de modo particular en la España democrática posterior a la muerte del general Francisco Franco, es aún objeto de debate entre los científicos sociales y los propios políticos e intelectuales españoles en general. No se cuestiona la existencia de nacionalismos subestatales opuestos a la concepción de España como «patria común e indivisible de los españoles», como reza la Constitución de 1978; incluso aquéllos (vascos, catalanes, gallegos, etcétera) asumen y aceptan con orgullo en su mayoría su condición de nacionalistas. Pero la autodefinición de nacionalista español no acostumbra a ser reconocida por quienes defienden y asumen que España es una nación, independientemente de su ubicación en el espectro político partidario, a derecha o a izquierda.


  Todo depende, como señalábamos al principio, de qué entendamos por el término nacionalismo. Si compartimos la acepción, corriente en el ámbito germanófono y francófono, que identifica nacionalismo con exaltación de la concepción orgánico-historicista, etnicista y esencialista de la comunidad política frente al concepto cívico de la nación de ciudadanos; y, por tanto, como sinónimo de posiciones políticas que en último término son susceptibles de derivar en la defensa de la comunidad orgánica frente a la democracia y la voluntad ciudadana, no sólo habría pocos nacionalistas españoles. También habría menos nacionalistas gallegos, vascos o catalanes de lo que a priori podría parecer. Si definimos nacionalismo como la ideología y el movimiento sociopolítico que defiende y asume que un colectivo territorial definido es una nación, y por tanto depositario de derechos políticos colectivos que lo convierten en sujeto de soberanía, independientemente de los criterios (cívicos, étnicos o una mezcla de ambos) que definan quiénes son los miembros de pleno derecho de ese colectivo, entonces hay nacionalistas españoles sin ser necesariamente antidemócratas, al igual que los hay vascos o canarios.


  Aquí optamos por un concepto de nacionalismo más amplio y polivalente: la defensa y asunción de que un territorio determinado constituye el ámbito en el que un colectivo humano, definido como una nación, ejerce su soberanía y que, por lo tanto, es sujeto de derechos políticos colectivos. A partir de ahí, y según los criterios por los que se defina quién forma parte de la nación y quién no, hay nacionalismos cívicos o étnicos, aunque en la gran mayoría de los casos lo que encontraremos será una combinación de ambos tipos ideales, más o menos predominantes. Prácticamente ningún nacionalismo cívico en origen ha renunciado a dotarse de algún tipo de legitimidad añadida apelando a la Historia, a la cultura, al «espíritu popular», a las experiencias compartidas o, en fin, a un sustrato que cree identificación emocional, y no meramente contractual, entre los miembros de la nación. Del mismo modo, pocos nacionalismos étnicos en origen, y sobre todo en Europa occidental tras 1945, han preservado sus elementos originarios más incompatibles con la democracia y los valores cívicos, y han dejado de renovarse y evolucionar doctrinalmente.


  Optar por esta definición implica dos consecuencias teóricas. Primera, que utilizamos el término nacionalista sin connotaciones normativas. Lo que convierte en políticamente aceptable a un nacionalismo en el terreno normativo no es el territorio que asuma como sujeto de la soberanía, sino la compatibilidad de sus postulados con los valores democráticos, y no únicamente con la legalidad vigente.


  Una segunda consecuencia es que definir de este modo nacionalismo implica también que su presencia es detectable incluso en programas y tendencias políticas que asumen y defienden como un hecho indiscutido e indiscutible, a fuer de comúnmente aceptado, cuál es la nación a la que pertenecen. Ello no implica que ese componente ideológico sea visible, es decir, que ocupe necesariamente el centro de su agenda política y sus prioridades estratégicas. Permanece en estado latente, como conciencia y fidelidad a la nación y sus instituciones políticas, que se acepta como un marco de valores, prácticas culturales y tradiciones predeterminado. Para algunos autores, esto es sinónimo de patriotismo como categoría diferenciable de nacionalismo. Para otros, es simplemente una manifestación complementaria a aquél, por cuanto «el patriota republicano tiene que ser un nacionalista», en la medida en que sólo un entramado de valores comunitarios transmitidos a través de la socialización proporciona el cemento necesario que vincula al individuo a una comunidad política determinada y los valores universales que ésta debe y puede sustentar.


  Por el contrario, el componente nacionalista (definir qué nación es la que se defiende o asume) juega un papel protagonista en la agenda de aquellos partidos o movimientos sociopolíticos cuya nación de referencia no goza de un reconocimiento institucional considerado suficiente y, sobre todo, de soberanía. Pero en los nacionalismos de Estado, y que dan la nación por preexistente, el nacionalismo se manifiesta como componente visible en tres supuestos básicos: a) amenaza o agresión exterior, o desafío de nacionalismos alternativos en el interior de sus fronteras; b) irrupción en su territorio de poblaciones consideradas extranjeras; y c) elevación del vínculo comunitario nacional a categoría central de su cosmovisión, por encima de otras formas de identidad colectiva; lo que, en el último caso, acostumbra a llevar aparejada —aunque no siempre— una preferencia por ideologías antidemocráticas.


  Desde un punto de vista analítico, es necesario también huir de la caricaturización extrema de los conceptos aquí discutidos (nacionalismo o patriotismo español) que acostumbra a predominar en los medios de comunicación, entre buena parte de los forjadores de la opinión pública y publicada, y en una parte del mundo intelectual español. La asunción y defensa político-intelectual de que España es una única nación no presupone necesariamente y por sí sola —otra cosa es cómo se argumente y con qué contenidos concretos en materia de derechos y libertades se asocie— la vuelta a una cosmovisión autoritaria y excluyente propia del franquismo. Tampoco consideramos aquí que el concepto patriotismo, entendido como lealtad y orgullo de pertenecer a una nación ya existente que se asume como tal y que goza de un reconocimiento institucional considerado suficiente, sea necesariamente superior desde un punto de vista ético y democrático a la defensa de que una nación no reconocida como tal en forma de Estado. Del mismo modo que no es asumible que todos los nacionalistas subestatales son, en cualquier tiempo y circunstancia, activistas románticos imbuidos de creencias premodernas, que persiguen la construcción de una patria culturalmente homogénea y totalitaria en potencia, basada en esencias medievalizantes e identidades excluyentes, en un mito de los orígenes elevado a instancia absoluta y orientadora de su acción política. Es aún más discutible presentar el propio concepto de identidad nacional, sin atender a cuáles son sus elementos definidores en circunstancias concretas, como un postulado incompatible con la democracia, sobre todo cuando se trata de nacionalismos sin Estado. La terca realidad insiste en relativizar las dicotomías que se acostumbran a utilizar como modelos ideales, y que dividen a los nacionalismos o las identidades nacionales, desde los inicios de la Edad Contemporánea, en étnicos y cívicos. Pues existen nacionalistas cívicos y étnicos, aunque lo más frecuente es una mezcla más o menos diversa de ambos, tanto en el campo de los nacionalistas de Estado como en el de los nacionalistas sin Estado.


  En la España contemporánea existen y han existido una serie de partidos, programas y cosmovisiones intelectuales que comparten una serie de postulados básicos que, a nuestro juicio, son suficientes para considerarlos nacionalistas españoles. Es decir: 1) la idea de que España es una nación y por tanto único sujeto soberano con derechos políticos colectivos; 2) el reconocimiento de que la condición nacional de España no deriva exclusivamente del pacto cívico expresado en una Constitución (sea la de 1812, la de 1837, la de 1931 o la de 1978), sino que España, como comunidad unida por lazos afectivos y vínculos culturales, por experiencias compartidas y por una lealtad mutua entre sus integrantes, posee una existencia histórica común que data al menos desde el sigloXV; y que, por tanto, han aceptado o aceptan que el demos que constituye el ámbito territorial de ejercicio de la soberanía está predeterminado por factores entendidos como objetivos; y 3) la oposición de principio a la posibilidad teórica de una secesión pacífica y democrática con reglas claras de aquellas partes del territorio español donde pueda predominar, de forma claramente mayoritaria y continuada, una conciencia nacional diferente de la española.


  La defensa de estos postulados, según buena parte de sus promotores, no supone sin embargo la aceptación de la etiqueta de nacionalista. Por el contrario, con frecuencia se ha rechazado el término y se sustituye por el de patriota español, en particular en el contexto de la España democrática posterior a 1978. Patriotismo que, según algunas interpretaciones, constituiría sin más un sentimiento de fidelidad profunda y sincera a la nación a la que se pertenece. Bien porque, como ha definido el expresidente del Senado Juan José Laborda, el régimen democrático imperante en España tras 1978 permitiría identificarse con España como realidad constitucional de forma electiva viendo en ella una identidad concéntrica que engloba varios niveles de identificación territorial; o bien porque la existencia de esa nación estaría ya dada por un poso compartido de siglos de historia, cultura y convivencia en común, que de tan evidente no necesitaría mayor discusión, y que por tanto constituiría un imperativo ético de cualquier ciudadano español. España sería, según rezaba el manifiesto de la Fundación para la Defensa de la Nación Española (Fundación DENAES) constituida en 2005 y en la que se amalgaman personas de extrema derecha con otras con pasado de izquierdas, un «proyecto nacional, histórico, político y cultural de primer orden», uno de cuyos pilares es «el conocimiento de nuestra Historia»[1]. No obstante, el discurso político y público explícito imperante en la mayoría del arco político español ha mantenido este patriotismo de modo casi oculto hasta tiempos recientes.


  Esta paradoja también puede ilustrar la ambigüedad que el nacionalismo español reviste en cuanto nos intentamos acercar a él e identificarlo como un objeto de estudio tangible, en particular en el último medio siglo. De entrada porque, como cualquier otro nacionalismo de Estado desde el sigloXIX, y más si su ámbito territorial coincide a grandes rasgos con las fronteras de una comunidad política existente ya en la Edad Moderna, puede expresarse mediante una variedad creciente de formas difusas, pero socialmente influyentes, y como un componente de las políticas públicas del Estado, desde la educación hasta la emisión de sellos postales. Y, precisamente por asumir como territorio y como cuerpo social que es sujeto de derechos políticos colectivos una entidad que ya tenía una forma reconocida como comunidad política en tiempos premodernos, el nacionalismo español no siempre ha necesitado presentarse como tal, a través de organizaciones políticas y movimientos sociales identificados con un credo nacionalista visible. Por el contrario, puede identificarse con una convicción prepolítica, que impregna la agencia y los programas de diversos actores sociopolíticos, y al mismo tiempo ser un sentimiento de identidad socialmente extendido.


  Por lo tanto, la presencia de ese nacionalismo de Estado puede adoptar una forma diluida, evanescente si se quiere, pero convertirse en un elemento que está presente en una multiplicidad de fenómenos de la vida cotidiana, como una identidad asumida de modo semiconsciente por los individuos a lo largo de su proceso de socialización. Como un nacionalismo banal o trivial, de acuerdo con el término clásico acuñado por Michael Billig en 1995, que es registrable en todos los Estados nacionales desde el sigloXIX, pero que a menudo permanece oculto por la ausencia de un cuestionamiento interno o externo de la identidad nacional asumida como natural por todos, sea en Islandia o en Portugal.
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  De la monarquía católica a la nación


  imperial (siglos XVI-XIX)


  Se da la paradoja de que España, como comunidad política que abarca un mismo territorio, es uno de los Estados más antiguos de Europa, cuyo origen se dataría, en teoría, en el sigloXV, y que alcanzó una plasmación en forma de imperio durante la Edad Moderna. Pero precisamente en la época durante la que se consolidan los Estados nacionales europeos, es decir, durante la Edad Contemporánea (desde fines del sigloXVIII), y en particular a lo largo del sigloXIX, España experimentó varios problemas en el proceso de transformación en un Estado nacional, basado en una nueva legitimidad del poder político. Y ello pese a no sufrir amputaciones significativas en su territorio europeo desde el Tratado de los Pirineos (1659), por el que perdía el Rosellón y parte de la Cerdaña, y el posterior Tratado de Utrecht (1713), por el que cedía el peñón de Gibraltar y, por un tiempo, Menorca a Gran Bretaña.


  A principios del sigloXIX, España no era un Estado plurinacional, pero sí una comunidad política imperial y pluriétnica, como también lo eran Francia, el Reino Unido de Gran Bretaña y la gran mayoría de las monarquías europeas, con la probable excepción del Portugal continental. La diferencia respecto a otros Estados europeos a lo largo del sigloXIX radicó no tanto en la intensidad de la pervivencia de diversas identidades étnicas diferenciales en varios de sus territorios como en las lecturas políticas que se realizaron de la territorialización de la etnicidad y su alcance social. Lo que se debe poner en relación, aunque no de modo monocausal, con la incidencia social del proceso de construcción nacional española por parte del Estado mediante su acción político-institucional.


  ¿Qué carácter revestía la comunidad política hispana desde fines del sigloXV, tras la incorporación de los últimos territorios musulmanes por los Reyes Católicos (1492, conquista de Granada) y la anexión del reino de Navarra por Fernando el Católico (1513)? El panorama de las investigaciones acerca de los protonacionalismos hispánicos durante los siglosXVI, XVII yXVIII permite esbozar algunas conclusiones:


  1. La monarquía hispánica bajo los Austrias se fundamentaba de forma principal en dos criterios de legitimidad, a saber: fidelidad dinástica y defensa a ultranza de la unidad católica del Imperio, mientras cada «reino» o territorio conservaba sus costumbres y leyes particulares, tal y como éstas se habían desarrollado y codificado desde la Edad Media. La comunidad política hispánica era entendida de este modo como una Monarquía compuesta, lo que algunos autores han denominado paleonacionalismo habsbúrgico, herencia a su vez de varios protopatriotismos territoriales vinculados a los reinos medievales. Dentro de ese protonacionalismo, conviviría una tendencia centrífuga (fidelidad a los diferentes «reinos» o provincias) con otra de naturaleza centrípeta, marcada por la confesión católica y la lealtad a la Monarquía, que actuaba de árbitro entre diferentes estamentos y cuerpos. El poder de aquélla sería codificado por el pactismo, doctrina elaborada por los jesuitas y otros teóricos durante la Contrarreforma que se convirtió en la tendencia dominante en la cultura jurídica hispana delXVIII.


  El término «España», con origen en la Hispania romana, existía y era de uso corriente desde el sigloXVI. Su significado y valencia, empero, eran muy distintos de los actuales. Se trataba ante todo de una designación geográfica, usada con preferencia por observadores extraibéricos, y no una comunidad política con leyes uniformes. Al tiempo, la difusión de la llamada Leyenda Negra al norte de los Pirineos, que presentaba al Imperio español como un paraíso de la intolerancia religiosa, el fanatismo sectario y la ignorancia intelectual, contribuía igualmente a adscribir a todos los súbditos de la Monarquía española un conjunto de caracterizaciones psicobiológicas y estereotipos, no menos compensada por la cierta imagen doliente que de los españoles se forjaban en el sigloXVII algunos de los clásicos del Siglo de Oro que empezaban a lamentar la decadencia imperial tras la guerra de los Treinta Años, como mostraría, por ejemplo, la obra de Francisco de Quevedo. Esos estereotipos eran contrarrestados por la imagen que del exterior difundieron en España los soldados peninsulares del ejército imperial de vuelta en la Península.


  A pesar de la tolerancia y pervivencia de códigos legales, costumbres y leyes diferentes, a lo largo de los siglosXVI yXVII la Monarquía intentó «castellanizarse» crecientemente, en parte por los inconvenientes que el respeto a la tradición pactista de la Corona de Aragón causaba a la gobernanza del imperio, cada vez más necesitado de recursos e impuestos. Así, se reforzó y extendió el uso y prestigio del castellano como lengua culta y literaria común, usada por las élites, desde Barcelona a Lisboa. Durante los siglosXVI yXVII, especialmente entre 1556 y 1665, también se construyó culturalmente una identidad que algunos autores denominaron española, mediante la convergencia de discursos sobre la representación política y los orígenes del reino, de símbolos y mitos. En todo caso, fueron los intentos del conde-duque de Olivares por imponer un código legal unificado, idénticas obligaciones militares (Unión de Armas de 1621) y un mismo sistema impositivo, los que actuaron de factor detonante de las rebeliones portuguesa y catalana en 1640. La revuelta catalana, como es conocido, acabó en un fracaso, mientras que la lusitana llevó a la separación de Portugal de la Monarquía hispánica y su reconstitución como reino independiente, después de haber sido incorporado a la Corona hispánica por el rey FelipeII en 1580.


  2. Tras la guerra de Sucesión y el advenimiento de la dinastía borbónica en 1714, el nuevo monarca, FelipeV, suprimió mediante los Decretos de Nueva Planta los fueros de Aragón, Cataluña, Valencia y Mallorca (1707-1716) en castigo al apoyo mayoritario, aunque no unánime, de las élites de esos territorios a los Austrias durante el conflicto. Con ello, se intentó imponer de forma consciente desde el Estado una política de unificación jurídica más completa. Igualmente, se crearon museos y academias de ámbito español —por ejemplo, la Real Academia Española (1713), la Real Academia de la Historia (1738), o poco después la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando—. Yse puso en práctica una legislación intervencionista sobre el poder municipal y la Administración. Siguiendo en buena medida el modelo de la Francia del absolutismo, todas esas disposiciones aspiraban a asentar la autoridad del rey, y contribuyeron a reforzar un «protonacionalismo» o patriotismo institucional identificado con la Monarquía y el Estado absoluto.


  Sin embargo, aquí conviven dos interpretaciones. Una es la visión optimista, que tiende a destacar el papel reformador e interventor del Estado borbónico, que buscaba ante todo una mayor eficiencia administrativa y la limitación de los privilegios, como claro precedente de la nacionalización del Estado. Frente a ella se ha situado una visión más pesimista, según la cual la falta de eficacia codificadora, interventora y normativa del Estado borbónico habría predeterminado el fracaso posterior de la misma labor por el Estado liberal. Ese fracaso sería patente, por ejemplo, en la tardía e incompleta unificación de códigos jurídicos y en la diferencia, que a la postre sería decisiva, entre los buenos propósitos de los legisladores y su plasmación práctica.


  3. Tanto en los territorios ultramarinos de la monarquía como en la metrópoli el concepto de español fue adquiriendo rasgos específicos a lo largo del sigloXVII. En ello influía un elemento, como ha señalado Tamar Herzog: la vecindad. La condición de súbdito de la monarquía se podía adquirir mediante el arraigamiento en una comunidad y la aceptación del resto de los vecinos, y no necesariamente dependía del origen geográfico o del lugar de nacimiento. Al criterio de la lealtad dinástica y la confesión religiosa se añadió de forma progresiva el de la naturalización de los vecinos, que podía incluir a foráneos que se consideraba que se identificaban con la comunidad política hispana.


  4. Durante el siglo XVIII pervivió en varios territorios —sobre todo en las provincias vascas, donde las élites que controlaban las Juntas Generales vieron recompensada su opción por los Borbones con la pervivencia de las instituciones forales, pero también en los territorios del antiguo Reino de Aragón— y en diversos círculos intelectuales y políticos la concepción «austracista» de la comunidad política hispánica. Es decir, la idea de España como una unión dinástica y religiosa de diferentes cuerpos jurídicos y reinos particulares que salvaguardaban sus tradiciones e instituciones políticas y jurídicas. No se trataba, empero, de una corriente mayoritaria. Buena parte de las élites catalanas, por ejemplo, se acomodaron con fluidez a la nueva situación política y participaron de las ventajas de la incorporación de la Corona de Aragón a los beneficios del comercio con América.


  Sin embargo, al mismo tiempo también se abrió paso de forma progresiva una nueva concepción protonacionalista, de la que participaron varios pensadores, sobre todo ilustrados. De acuerdo con ella, España como comunidad política era un conjunto de individuos más o menos homogéneo situado bajo la autoridad del monarca ilustrado, cuya función sería ante todo procurar el bienestar para sus súbditos, la cohesión entre ellos, y que, según algunos tratadistas, habrían cedido al monarca una parte de sus derechos, en una línea de interpretación que recordaba al Leviathan de Hobbes. Según esa concepción, el cuerpo político hispano debía dotarse de unas leyes comunes y uniformes, poseía una Historia gloriosa y era defendido de los ataques «extranjeros» —por ejemplo, la polémica contra la peyorativa consideración de España por los enciclopedistas franceses en 1782, que dio lugar a las enérgicas respuestas de José Cadalso o Forner—. En varios de los escritos de los intelectuales ilustrados, el concepto de nación como comunidad política que debía tener cierta uniformidad de lengua, legislación, costumbres, cultos y ritos comenzó a abrirse paso, ya que de este modo se «perfeccionaría» el cuerpo político bajo la autoridad regia. Así, Cadalso, Antoni de Capmany o Francisco J.Masdeu propugnaban ya antes de 1800 que España había de contar con una Historia común y glorificada para asentar su legitimidad presente, para lo que se exaltaban figuras del pasado como el rey altomedieval Don Pelayo o el caudillo militar castellano del sigloXIII Guzmán el Bueno. Y la Real Academia de la Historia acometió desde 1773 la labor de elaborar un diccionario histórico-geográfico para «conocer los orígenes de nuestra nación».


  A lo largo de la segunda mitad del sigloXVIII las acepciones de los conceptos nación y patria comenzaron a separarse, reservándose el primer término para designar al cuerpo político de la Monarquía, y el segundo para el lugar de origen. Con todo, ambos conceptos todavía coexistieron de modo caótico durante un tiempo, con significados distintos. Así se puede apreciar en la obra del erudito y polígrafo fray Benito J.Feijóo, el conde de Campomanes o la actuación de las Sociedades Económicas o Patrióticas de Amigos del País a partir de 1748. Igualmente, aumentó el recurso al tipismo como argumento opositor a las reformas administrativas borbónicas, patente asimismo en la difusión iconográfica de tipos «populares» españoles como el baturro aragonés o las majas (como así se puede comprobar en los cuadros de Tiépolo o Goya), el motín de Esquilache de 1766 —revuelta contra el marqués del mismo nombre, ministro italiano de CarlosIII, alentada por sus opositores con el pretexto de la impopularidad que había causado la prohibición de algunas vestimentas tradicionales—, y la expansión geográfica y social de la afición por la tauromaquia.


  Esas concepciones preliberales de los ilustrados, en todo caso, sólo carecían de un elemento que se añadiría en el siglo siguiente: la atribución al conjunto de los ciudadanos de la soberanía política propiamente dicha. El legado del preliberalismo protonacionalista se combinaría a comienzos del sigloXIX con el corpus ideológico del primer liberalismo español. Por su parte, la pervivencia intelectual del austracismo se combinará preferentemente con el minoritario pero existente nacionalismo orgánico-historicista del primer Romanticismo hispano en los albores del sigloXIX.


  5. En este sentido, buena parte de las argumentaciones mítico-historicistas que empezaron a elaborarse y circular desde el sigloXVI para probar la superior ascendencia cristiana de los vizcaínos con el fin de justificar su derecho a la hidalguía universal y defender su acceso a la Administración del Estado frente a los conversos —cristianos descendientes de judíos convertidos a la fuerza—, que dio lugar a construcciones como el tubalismo (la justificación de la hidalguía de los vizcaínos sobre la base de descender de un hijo de Noé) experimentaron una profunda renovación. Dentro de esa reactualización de los mitos fueristas, se apelaba al antiguo concepto «austracista» de España, con el fin de defender y legitimar la pervivencia de los fueros dentro de una Monarquía que tendía a la uniformización jurídica. Elaboraron así temas e ideas que se trasladaron al carlismo y conservadurismo decimonónicos, y que más tarde tuvieron una funcionalidad creciente para legitimar y fundamentar históricamente nacionalismos de signo alternativo y opuesto al español.


  En definitiva, existían desde la Edad Moderna diversas concepciones sobre el término «España» como comunidad política, y acerca de los «españoles» como colectivo (al igual que circulaban acepciones distintas de lo que eran los alemanes o italianos como colectivo, aunque no existiesen como Estados unificados). No obstante, ninguna de ellas, fuese la concepción austracista propia de la Monarquía de los Habsburgo o fuese la monárquico-ilustrada propia de los Borbones del sigloXVIII, se identificaba con la idea de nación moderna. El basamento teórico de la idea de España como comunidad política seguía fundamentándose en la lealtad dinástica, la religión católica, la vecindad y la identificación con la institución monárquica (es decir, el cuerpo social, jurídico y político situado bajo la autoridad del monarca). Pero hacia fines del sigloXVIII buena parte de esas concepciones convivieron con un incipiente protonacionalismo español.


  La que sería después bautizada como guerra de Independencia contra el ejército napoleónico entre 1808 y 1813 se ofrece para la mayor parte de la investigación histórica como el acta de nacimiento del nacionalismo español contemporáneo. A pesar de la propia naturaleza del conflicto —una guerra civil entre españoles patriotas y josefinos o afrancesados, además de un enfrentamiento entre grandes potencias europeas que se dirimía en suelo peninsular—, fue reinventado posteriormente por la historiografía liberal a lo largo del sigloXIX, con el propósito de convertirlo en un mito fundacional del moderno nacionalismo español. En esta etapa reinaba además una gran ambigüedad semántica y política, como se aprecia al analizar los conceptos de nación —usados tanto en el sentido moderno como en el tradicional dieciochesco— y patria —referidos indistintamente tanto al conjunto de la Monarquía como a la «patria local»— que proliferaron en el bando patriota a lo largo de los años de guerra. La movilización nacionalista durante el conflicto se tradujo además en su carácter localista y en la dificultad de hacer combatir a las tropas patriotas más allá de su comarca o región de origen. Algo que también tendría expresión en el carácter predominantemente local de los símbolos de la resistencia antifrancesa, desde el propio Dos de Mayo madrileño al Tambor del Bruc o la reconquista de Vigo.


  Los primeros liberales españoles, reunidos en las Cortes de Cádiz (1810-1812), elaboraron una concepción moderna de la Nación española como colectividad soberana de los ciudadanos dotados de una ley común, y que asimismo incorporaba planteamientos orgánico-historicistas: se suponía que España era una comunidad forjada por la historia y la cultura, además de aceptar el carácter confesional de la nación. Desde un principio fue notorio el profundo historicismo de ese primer nacionalismo liberal, basado en la idealización de la resistencia a las dinastías de origen foráneo de los comuneros castellanos del sigloXVI o del Justicia de Aragón, de la Edad Media hispana con sus libertades locales opuestas al absolutismo monárquico y las Cortes medievales, particularmente aragonesas. Todo ello sería el germen de una suerte de liberalismo histórico español, que así asentaba su legitimidad y se diferenciaba del de los invasores franceses. Ese historicismo era patente en la obra, por ejemplo, de Francisco Martínez Marina (Teoría de las cortes o grandes juntas nacionales de los reinos de León y Castilla, 1813). El mismo Discurso Preliminar de la Constitución gaditana establecía que «los españoles fueron en tiempo de los godos una nación libre e independiente, formando un mismo y único imperio».


  Con todo, lo cierto era que el primer liberalismo hispano también bebió en las fuentes del liberalismo francés, desde el abate Sieyès hasta la interpretación liberal de la idea de voluntad general de Jean-Jacques Rousseau, si bien no se identificaba de forma tajante con el Tercer Estado. Así se plasmó en el texto constitucional de 1812 (artículo 1: «La soberanía reside esencialmente en la Nación», que era, según se señalaba en el artículo 2, «la reunión de todos los Españoles de ambos hemisferios», aunque no hacía mención a la forma de gobierno). También se mostró de modo evidente en los debates constitucionales gaditanos la preferencia por una unidad de leyes, gobierno y administración para el Estado liberal español, desechando la mayoría de los diputados el sentimiento «provincialista», considerado un vestigio del pasado. Y ante el problema que planteaba la integración de los territorios ultramarinos de la monarquía, cuyos delegados superarían en número a los metropolitanos, se optó por la desigualdad de tratamiento y de criterios de representación entre los ciudadanos de la España europea y los de las colonias. Esa solución no sería aceptada por los representantes americanos, sembrándose así las semillas del proceso de emancipación o independencia progresiva de los territorios americanos a partir de sus propias juntas de gobierno provisionales, creadas para suplir el vacío de poder que dejaba la ocupación del trono español por Napoleón.


  Las representaciones liberales de lo que era la nación española, sin embargo, sólo fueron compartidas por una minoría fundamentalmente urbana y burguesa, para la cual el titular de la soberanía pasaba a ser el conjunto de los ciudadanos, «cualquiera que sea su género de gobierno, y sin la menor relación al rey, aunque el gobierno sea monárquico; pues que si algún día dexa de serlo volviéndose despótico o democrático, no dexará por eso de existir la nación y sus derechos», según afirmaba el Semanario Patriótico en octubre de 1811.


  Las concepciones acerca de la comunidad política española en el pensamiento servil y después (desde 1833) en el carlismo perpetuaron el protonacionalismo habsbúrgico o austracista de los siglosXVI yXVII, adaptándolo a las nuevas condiciones políticas. A él añadieron renovados componentes ideológicos orgánico-historicistas introducidos por el primer romanticismo literario hispano. De acuerdo con ellos, España poseía una esencia histórica o espíritu nacional (Volksgeist) ancestral, en el que se mezclaban ingredientes de integrismo católico y una vuelta a los valores del Barroco. Esa visión se vio reforzada por la asunción matizada, en clave positiva, de los estereotipos acerca de los españoles que habían sido esbozados por escritores y viajeros foráneos, en particular los románticos franceses y británicos, que destacaron el pseudoorientalismo y exotismo del carácter nacional español, patente en recreaciones como la Carmen de Prospère Merimée (1845), perpetuada por la ópera del mismo nombre compuesta treinta años después por Georges Bizet. El carácter español se distinguiría así por el arcaísmo, el valor, el honor y el misticismo, en su lectura foránea. Pero esa interpretación también influyó en el modo en que los propios españoles se contemplaban a sí mismos.


  La combinación de austracismo y primer nacionalismo organicista romántico dio lugar a una síntesis en la que se hacían compatibles la unidad de la Monarquía hispana con el respeto de la diversidad regional de gusto foral. La religión y la fidelidad al monarca unirían a los españoles, y a todos ellos sería común ese carácter nacional indómito y guerrero elaborado por los románticos. Combinación que impregnará en lo sucesivo al carlismo, y al tradicionalismo, así como a amplios sectores del liberalismo moderado.


  El impacto de la pérdida de las colonias americanas en 1820-1824 fue mucho menor al que tendría en 1898. El nacionalismo español era por entonces profundamente eurocéntrico. Y, salvo sectores mercantiles que tenían relación estrecha con los territorios ultramarinos, la independencia de las colonias fue vista por la mayoría de la población como la pérdida de algunos territorios por el rey, sin que ello afectase al cuerpo político español y al ciudadano común. La noción de «imperio» desapareció, en apariencia, de la esfera pública española. El término fue incluso sustituido por el más ambiguo de «territorios de ultramar» o «ultramar». Los despojos de lo que había sido un poderoso imperio ultramarino (Cuba, Puerto Rico y las Filipinas, así como los archipiélagos de las Carolinas, las Marianas y las Palaos) constituían una serie de islas alejadas entre sí. Con todo, la presencia militar y administrativa del Estado español en ellas se reforzó de forma considerable. Puerto Rico y Cuba también experimentaron un creciente proceso de integración económica con los territorios metropolitanos de la Corona española. Sin embargo, los territorios ultramarinos no eran tratados en pie de igualdad con las provincias de la metrópoli. El Estado isabelino, y después la Monarquía de la Restauración, sometió Cuba, Puerto Rico y Filipinas a un permanente estado de excepción. Tras 1874 se volvió a la práctica ya afirmada en 1833-1837: los principios básicos del liberalismo no podían ser aplicados en sociedades cuya estructura racial era completamente distinta de la reinante en Europa, y donde la igualdad entre los hombres podría provocar la rebelión de los esclavos de origen africano. El mismo principio servía para excluir de representación política en Madrid a las Filipinas, donde además se mantuvieron características propias de las sociedades del Antiguo Régimen, como los monopolios, las prestaciones de trabajo obligatorio para los nativos y la coexistencia de regímenes fiscales distintos para cada grupo de población.


  Los habitantes de las últimas colonias americanas y del Pacífico tampoco gozaron de paridad de derechos políticos. La esclavitud no fue abolida en el Caribe español hasta 1886: su mantenimiento era contemplado como la última trinchera de la defensa de la civilización católica y el orden social en la isla y en el conjunto del imperio, así como de la identidad hispánica: una Cuba negra dejaría de ser española. Existía también, con todo, una facción «federalista», que propugnaba la adopción de un sistema de gobiernos parlamentarios autónomos en los territorios de ultramar. Por otro lado, la estrecha relación entre la sociedad metropolitana y la sociedad colonial, sobre todo en el caso cubano, afectaba al modo en que era contemplada la identidad nacional española, que pasó a ser vista como una nación con colonias y como una comunidad política integrada por varios territorios con entidad propia. El modelo de Estado-nación que vinculaba a España con sus colonias hasta 1898 consistía en una reelaboración de la antigua concepción que había surgido durante la Ilustración, y que preconizaba la existencia de un vínculo cultural y orgánico entre la metrópoli y sus territorios ultramarinos. Cuba y Puerto Rico eran algo más que colonias: eran consideradas partes integrales de la nación española. Desde mediados del sigloXIX, las élites políticas españolas empezaron a abrigar la concepción de que las islas no sólo estaban ligadas a España por lazos económicos, sino también por un pasado compartido. Existía por ello un amplio consenso entre las élites liberales y tradicionalistas en que las colonias no eran territorios aparte, sino elementos constitutivos de la nación española, aunque se basase en una dualidad entre España peninsular y «de ultramar», dos sociedades que mantenían una suerte de yuxtaposición, en la que la dominación era menos importante que la intersección.


  Los historiadores liberales consideraban además que España, como comunidad nacional, se había recreado en las colonias, integrándolas en su propia narrativa metropolitana. También sostuvieron que el crisol de razas propiciado por el Imperio español en América, al contrario que en el caso británico, había favorecido el mestizaje de conquistadores, colonos e indígenas, dando lugar a nuevas comunidades raciales. Éstas podían considerarse a su vez una continuación de lo que había sido la fusión de pueblos y razas producida en el solar ibérico a lo largo de los siglos. La formación de los pueblos cubano o puertorriqueño habría sido similar a la mezcla que había tenido lugar en la Edad Media entre los diversos ingredientes celtas, romanos y godos en la península ibérica. Los antropólogos españoles aplicaron así a la España ultramarina un modelo explicativo semejante al que habían utilizado para interpretar la diversidad racial y etnocultural de la España metropolitana. Los españoles nunca habían constituido una raza pura, sino que eran el resultado de la mezcla de pueblos en una tierra de paso. Y ese proceso habría tenido continuidad en América.


  Los exiliados liberales españoles en Londres o París entre 1814 y 1833, a la vista de los ejemplos británico o francés, sí adquirieron una cierta conciencia de que era preciso nacionalizar y relegitimar el nuevo proyecto de comunidad política mediante una reelaboración y revalorización del pasado y una recuperación del espíritu popular. De ahí la labor literaria de escritores como José de Espronceda, el duque de Rivas o, con matices, Mariano José de Larra. Y de ahí también la predisposición de las élites intelectuales del liberalismo a lo largo del segundo tercio del sigloXIX a difundir un programa de exaltación de la Historia de España. Dentro de ese programa publicístico e iconográfico cabe entender la publicación de varias Historias nacionales de España, en particular la Historia general de España de Modesto Lafuente en varios volúmenes (1850-1867), la difusión de los motivos históricos en obras pictóricas de tema patriótico, la creación de museos y bibliotecas nacionales, la fijación de una iconografía de la nación por parte de la prensa periódica, la labor de la Real Academia de la Historia, y un largo etcétera.


  El período isabelino que se inauguró en 1833 supuso la construcción de un nuevo Estado liberal, y por lo tanto la articulación de un Estado nacional. Pero este Estado nacional iba a mostrar a lo largo de su proceso de construcción una serie de problemas estructurales. Para varios autores, desde Juan J.Linz a Javier Corcuera y Borja de Riquer, la debilidad relativa de la difusión social de un sentimiento más o menos articulado de pertenencia a una nación política identificada con el Estado tenía raíces en las insuficiencias de las políticas públicas puestas en práctica por el Estado liberal entre 1833 y 1876. Los factores de ese fracaso, o cuando menos de la limitada penetración de la acción nacionalizadora e institucional del Estado, preludio de su crisis de legitimidad en el sigloXX, serían principalmente cuatro.


  En primer lugar, el bajo grado de desarrollo industrial, localizado además en regiones determinadas —zonas del País Vasco, de Cataluña, de Asturias—, que tuvo como consecuencia el surgimiento de importantes desequilibrios territoriales en lo referente a la distribución de recursos, que no se correspondían con la localización de los centros de decisión política e incluso con la extracción geográfica de las élites políticas dirigentes del Estado y de la Administración.


  En segundo lugar, la territorialización de las divisiones políticas internas que acompañaron al proceso de construcción del Estado liberal español. A la dialéctica constante entre absolutistas (desde 1833, carlistas) y liberales, se añadió la consiguiente división del propio liberalismo entre moderados-centralistas y progresistas que, por reacción contra aquéllos, se hicieron más partidarios del provincialismo. Eso tenía que ver con la idealización de los fueros y libertades locales por el liberalismo progresista, pero también con el hecho de que aquél tenía su mayor coto político de influencia en la esfera municipal. Surgió así una asociación implícita entre descentralización, libertades locales y profundización de la democracia representativa; y el fenómeno pendular de que los carlistas pasaron a defender los fueros regionales en un principio como arma propagandística y movilizadora, desde 1834, aproximadamente, y sobre todo en Navarra y País Vasco; y más tarde, desde 1846, en Cataluña. Progresivamente, el carlismo contemplaría en la reivindicación de las formas tradicionales de autogobierno regional una defensa de lo que habría sido la Nación española preliberal y austracista. Esas formas tradicionales se veían favorecidas, además, por la larga pervivencia de costumbres jurídicas regionales y locales, sobre todo en el ámbito del derecho civil, así como derechos forales, que sólo de modo lento e incompleto se fueron unificando por el Estado. La primera compilación del Código Civil español —con varios anexos relativos a derechos forales— tuvo que esperar a 1889, tras el Código Penal (1827), el Mercantil (1848) o la Ley de Enjuiciamiento (1870).


  En tercer lugar, una eficacia discutible de los instrumentos que habrían de conformar el proceso de nacionalización española del sigloXIX, y que se vinculaban directamente con las insuficiencias modernizadoras del Estado liberal. Lo que se relacionaba a su vez con cuatro aspectos principales: 1) un sistema político oligárquico, caciquil y poco representativo, que instauró un centralismo legal y administrativo sin un paralelo efecto modernizador sobre la sociedad y la economía; 2) un sistema de educación nacional escasamente dotado, incapaz de alfabetizar masivamente a la población en un único idioma y difundir una serie de valores cívico-patrióticos y simbólicos que a su vez uniformasen culturalmente a la población española, a lo que se unía la fuerte tutela que la Iglesia católica ejercía sobre los contenidos de la enseñanza estatal, que inhibía el fomento de valores laicos asociados a la idea de nación como referente último de legitimidad del Estado; 3) un ejército clasista, poco igualitario e incapaz de generar un barniz de adoctrinamiento patriótico sobre los reclutas; y 4) una incompleta unificación simbólica del Estado nacional, paralela a las divergencias acerca del modelo de Historia nacional a construir, enseñar y propagar.


  Aunque la difusión de símbolos nacionales informales, desde zarzuelas patrióticas hasta símbolos populares, desempeñó un papel importante, la historiografía reciente también ha matizado la imagen de un fracaso en la propagación social de símbolos e imaginarios nacionales formales. Ciertamente, no existió en España una estatuomanía comparable a la de la Francia de la IIIRepública, el IIImperio alemán o la Italia unificada. Los monumentos públicos de contenido nacional a menudo apelaban al orgullo local, a las glorias regionales y autóctonas, fuesen conquistadores y misioneros de los siglosXVI yXVII, fuesen generales o héroes de la guerra contra Napoleón.


  En cuanto a los símbolos formales de la emergente nación liberal, en un principio fueron heredados de la monarquía ilustrada y adaptados al nuevo contexto político. La bandera rojigualda fue institucionalizada para uso inicial de la Marina de guerra por parte del rey CarlosIII en 1785, y conoció desde entonces una ampliación y difusión de sus funciones. Por su parte, la Marcha Real, en origen una marcha militar para rendir honores al rey cuyo uso había sido reglado en 1768, tuvo una aceptación social más lenta y una expansión más irregular, a lo que contribuía el hecho de que, al no tener letra oficial, poseía una escasa capacidad de generar empatía y emoción colectiva. No obstante, había más cantos patrióticos, buena parte de ellos surgidos durante la guerra antinapoleónica. Primero, la Marcha de Cádiz, con origen en una zarzuela; el Himno de Riego, oficializado por el Trienio Liberal en 1822, coexistió con la Marcha Real, y fue el preferido por los liberales, demócratas y republicanos. Otras canciones de tono más informal y desenfadado, como el pasodoble Banderita, en origen el número central de la zarzuela humorística Las corsarias, y dedicada a los soldados que combatían en el norte de África, conocieron gran propularidad a partir de 1919.


  Además, otras prácticas sociales, vinculadas al ocio, tuvieron también una impronta nacionalizadora y conocieron una creciente difusión territorial, como era el caso de la tauromaquia. Pero a la nación liberal le seguía faltando una capital monumental, al menos hasta principios el sigloXX. Madrid, urbe de carácter provinciano y poco lucido, carecía de los conjuntos urbanos y los complejos monumentales característicos de París o Londres.


  Ciertamente, las élites intelectuales codificaron un relato histórico y literario de la identidad española, desde los mitos de Numancia y Sagunto hasta la idealización del reino visigodo como primer reino «español», pasando por figuras como Don Pelayo, el Cid Campeador o una visión providencialista, teleológica y uniforme de la Reconquista, y la recuperación de arquetipos literarios como el Quijote en clave nacional, sobre todo a partir de la conmemoración del tercer centenario de su publicación (1905). Mientras que para los liberales, y después para los demócratas y los republicanos, la Edad de Oro española había sido la Edad Media, las Cortes y los fueros, para los tradicionalistas y carlistas, y para buena parte de los liberales moderados y los conservadores finiseculares, el período de auge de la nación estaba representado por los Reyes Católicos y el Imperio de los Austrias. Para los primeros, el período de la decadencia por antonomasia de la nación había sido el Imperio de los Habsburgo, por haber reprimido la revuelta de los comuneros de Castilla (1521) y haber impuesto una dinastía foránea en el trono español, que la llevó a derrochar recursos y hombres en la defensa de sus intereses en Europa y América. Para liberales moderados, católicos tradicionalistas y conservadores, el período de la decadencia española se identificaba con el reinado de los últimos Austrias, y en particular con la llegada de la dinastía borbónica y su política centralista, de abolición de fueros y privilegios territoriales, y el reformismo borbónico «extranjerizante» delXVIII.


  Incluso la mitificación de la guerra antinapoleónica como guerra de la Independencia tuvo una difusión social relativamente débil durante el sigloXIX. El Dos de Mayo no pasó de ser en la práctica una fiesta local en Madrid con escasos fastos; no obstante, varias localidades erigieron monumentos a sus gestas locales contra las tropas napoleónicas, fuesen batallas como Ponte Sampaio (Pontevedra) o Vitoria, fuesen líderes militares (Palafox en Zaragoza, Álvarez de Castro en Girona) o guerrilleros, cuya frecuencia aumentó en particular a partir del primer centenario de la guerra en 1908.


  Por otro lado, la nueva división provincial del Estado en 49 provincias (50 desde 1927) sólo de modo muy lento pudo desgastar las lealtades sociales a los antiguos marcos territoriales (las «provincias» del Antiguo Régimen, las provincias eclesiásticas, las comunidades locales, parroquias, etc.). En parte por ello, a lo largo del sigloXX tuvo lugar una pervivencia ideológica del modelo territorial tradicional tanto entre los partidarios del absolutismo (carlistas) como entre los progresistas y demócratas. Los «girondinos» españoles, en cambio, se situaron preferentemente hacia la izquierda. Pero los liberales progresistas, demócratas y republicanos dispusieron de poco tiempo y oportunidades para desarrollar un programa nacionalizador alternativo. La nostalgia por las «libertades provinciales» encarnadas en las asambleas del Antiguo Régimen, Cortes medievales y fueros territoriales fueron vistas por el liberalismo radical, progresista y, más tarde, el republicanismo como la forma más eficaz de recuperar una auténtica tradición democrática hispánica. De ahí que el republicanismo español naciese con una fuerte dosis de historicismo, y se caracterizase por su propensión a aceptar la diversidad cultural, pero sobre todo institucional y política hispánica. Desde el Sexenio democrático (1868-1874), y sobre todo el breve e inestable período republicano de 1873, el federalismo se incorporó al discurso nacional incipiente de la izquierda como fórmula preferida de articulación del Estado.


  Pero, a su vez, el federalismo hispano encerraba una gran heterogeneidad de propuestas políticas y de lecturas nacionalistas. De la matriz republicana y su modelo de estructuración de España surgieron diferentes interpretaciones, andando el tiempo, que se combinaron con la recepción de otras influencias ideológicas, empezando por la doctrina de Pierre-Joseph Proudhon. En primer lugar, la federación basada en el pacto sinalagmático, desde los municipios a la nación, aunque teniendo en cuenta las huellas de la cultura y la historia a la hora de definir las unidades a federar. En segundo lugar, la tendencia inspirada por el legado teórico del líder republicano catalán Francesc Pi i Margall (Las nacionalidades, 1877), basada en la consideración de los «antiguos Reinos» y unidades definidas por la historia y la etnicidad como Estados federados, que a su vez conformarían la nación española. Otra parte del republicanismo, sin embargo, evolucionó desde finales del sigloXIX en una dirección opuesta. Según sus postulados, era necesario crear un Estado fuerte, sin concesiones a los «carlistas», los fueristas y todo tipo de reminiscencias del Antiguo Régimen, con el fin de afianzar la labor de reforma y laicización del Estado.


  Estas lecturas de la cuestión territorial pasaron igualmente a la izquierda obrera articulada desde fines del sigloXIX, que a lo largo de su andadura en el sigloXX osciló entre ambos polos: o el federalismo como modo de contribuir a la democratización más efectiva del Estado —opción que cristalizaría sobre todo en el obrerismo catalán—, o un férreo unitarismo con, como mucho, algunas dosis de descentralización, y en el que un Estado fuerte se debía convertir en el instrumento necesario para transformar la sociedad. En este caso, la descentralización que, en primer lugar, debía principiar por el nivel municipal. Sin embargo, el diálogo político tanto con el republicanismo federal —especialmente presente e influyente en el obrerismo catalán y levantino— como con los nacionalismos periféricos que nacieron a fines del sigloXIX acabaría por introducir, a su vez, diversas dosis de hibridación en las culturas políticas y en los modelos de Estado que propugnaron los diferentes republicanismos locales y regionales que se desarrollaron en Cataluña, en Galicia y hasta en el País Vasco, pero también en Valencia o Aragón.


  Se unieron a lo anterior, además, dos factores. Por un lado, el influjo de la filosofía krausista, caracterizada por un organicismo inmanente y una concepción de la sociedad como un agregado armónico de cuerpos territoriales y de identidades, que acababa por predisponerlo a la aceptación de las autonomías político-administrativas dentro de una España regional. Por otro lado, la influencia teórica del regeneracionismo finisecular. Si la obra de los teóricos del regeneracionismo como Joaquín Costa o Ricardo Macías Picavea admitía muy distintas lecturas, que abarcaban desde una interpretación prorrepublicana hasta una de cariz reformista y autoritario, también desde el punto de vista de la articulación territorial del Estado el regeneracionismo era susceptible de alentar una idea básica: la anhelada reforma y revitalización de la patria sólo podría ser alcanzada a través de la potenciación cultural y política de las esferas regional y local. Todos ellos incidían en la diversidad dentro de la unidad, con diferentes gradaciones y lecturas (administrativas, políticas y culturales) de la diferencia. Pero si la diversidad española había de tener una traducción política en forma de instituciones de autogobierno territorial, la estructura de ese Estado federal o descentralizado tendría que ser simétrica, o tendencialmente simétrica. España era, en definitiva, un agregado de diversos terruños locales y patrias chicas regionales.


  En cuarto y último lugar, también se ha señalado que un factor no desdeñable fue la falta de un enemigo exterior claramente definido a lo largo del sigloXIX, desde la guerra antinapoleónica de 1808-1813. España se convirtió en un país aparentemente sin enemigos y sin grandes aspiraciones anexionistas, sin grandes empresas exteriores ni temores de ser anexionado, a pesar de la oposición a Gran Bretaña, que se manifestó sólo de manera intermitente en las alusiones irredentistas a la españolidad de Gibraltar. España también llegó tarde y participó sólo de modo secundario en la carrera colonial de la segunda mitad del sigloXIX. Así se manifestó con ocasión de las iniciativas exteriores del Gobierno de la Unión Liberal en 1859-1862, que comprendieron la guerra de África o de Marruecos (1859-1860); la reincorporación de Santo Domingo (1861-1865); la expedición a México (1861-1862); la llamada guerra del Pacífico con Chile, Perú, Ecuador y Bolivia (1865-1866); y la expedición a la Cochinchina (1857-1863). De todas ellas, fue sobre todo la exitosa campaña africana de 1859-1860 la contienda que logró concitar y conciliar entusiasmo patriótico en las élites y los sectores populares por igual, y en todos los territorios peninsulares, incluyendo Cataluña —que contribuyó con un contingente de voluntarios—. Las retóricas nacionalistas de católicos —que veían en la campaña una misión evangelizadora— y republicanos —que contemplaban en ella ante todo una función civilizadora— apelaban al honor nacional, a la resurrección de los tiempos gloriosos del Imperio español, al idealismo hispano y a la nueva cara que se presentaba ante las potencias europeas. Y el general catalán Juan Prim se convirtió en un icono del redivivo honor patrio.


  En 1885 tuvieron lugar de nuevo varias manifestaciones callejeras, presididas por la ubicua bandera rojigualda, en diversas ciudades españolas con motivo de la disputa sobre las islas Carolinas con el Imperio alemán. De manera paralela, los anhelos de separación cubanos eran vistos cada vez más como una amputación del territorio nacional. Las guerras exteriores contribuyeron a enriquecer y renovar el repertorio de mitos nacionales españoles, que incorporaron nuevos símbolos y lugares de memoria, desde el almirante Casto Méndez Núñez hasta las batallas africanas de Wad-Ras y Tetuán, recordadas en los callejeros de las principales ciudades peninsulares. Los conflictos coloniales crearon también varios estereotipos sobre el otro e iconos de alteridad nacional, o reforzaron y diversificaron los significados y valencias de los ya existentes. El otro pasaba a ser en ocasiones el moro (Marruecos) o los rebeldes cubanos (los mambises), supuestamente de color y esclavos cimarrones. Todos ellos serían herederos de los enemigos tradicionales de España contra los que se había librado la Reconquista medieval. El moro, en particular, fue resucitado en diversos momentos como una suerte de espejo invertido del proceso de construcción nacional español. Así fue contemplado también el corto conflicto con Marruecos en 1893-1894, provocado por un incidente fronterizo en Melilla. Las regiones de España estarían ahora unidas y comprometidas con la ayuda a sus hermanos que vivían en la frontera de la civilización.
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      FIGURA 1. El general Prim en la Guerra de África, por Francesc Sans (1865). Museu Nacional d’Art de Catalunya.

    

  


  En definitiva, las guerras coloniales decimonónicas contemplaron auténticas expresiones masivas de nacionalismo popular y callejero, en los que se exhibieron con profusión los signos patrióticos, sobre todo a cargo de los grupos estudiantiles y de clase media de orientación progresista y republicana, lo que demostraba la eficacia nacionalizadora de las contiendas exteriores. En esos mismos círculos se ideó una bandera tricolor al estilo francés o italiano que, con el morado, recordaba el mito liberal de los comuneros de Castilla del sigloXVI, héroes en las batallas contra la tiranía. No obstante, esa recién estrenada enseña se empleó casi siempre como estandarte de partido, no como emblema de la nación, y el republicanismo fue compatible con la rojigualda hasta bien entrado el novecientos.


  ¿Fue, realmente, una débil nacionalización? Aunque la investigación empírica acerca del proceso de nacionalización española durante el sigloXIX ha conocido un considerable desarrollo en las dos últimas décadas, la historiografía española sigue hoy dividida sobre este punto. Al paradigma de la débil nacionalización, que tiene la ventaja de constituir un esquema de interpretación compacto y coherente, todavía no se ha opuesto una explicación global y capaz de aprehender la complejidad de la construcción de identidades territoriales en la España del sigloXIX y primer tercio del sigloXX. Con todo, se han señalado diversos matices muy relevantes. En primer lugar, que, comparado con la mayoría de los procesos de construcción nacional europeos en el último cuarto del sigloXIX, el caso español no era necesariamente tan excepcional. En segundo lugar, que la dimensión imperial y postimperial de la construcción de una identidad nacional española se caracterizó por las contradicciones y la lenta adaptación de un modelo de agregación territorial y fidelidad dinástica a otro en el que la nación ciudadana convivía con colonias, como Cuba y Puerto Rico, que pasaron a ser consideradas cada vez más una extensión de la propia identidad, una España ultramarina. En tercer lugar, que no necesariamente toda exaltación de la identidad local y regional constituía en sí misma una amenaza a la consolidación de una identidad española, sino que a menudo constituía una vía complementaria —y no contrapuesta— de nacionalización, mediante el fomento del arraigo local de la identidad nacional. En cuarto lugar, como se ha señalado, las investigaciones empíricas también han puesto de manifiesto que la identidad española tenía fundamento en prácticas sociales extendidas, formas de ocio y sociabilidad, y contaba con símbolos difundidos, informales y (hasta cierto punto) formales. En muchas zonas de España la sociedad civil fue capaz de generar, mediante vías y mecanismos más informales, un sentimiento de españolidad al compás de la movilización política subsiguiente a la revolución liberal. Lo que también explicaría el arraigo de una conciencia más o menos definida de nación española entre amplios sectores de la población mallorquina, valenciana o gallega ya a fines del sigloXIX, a pesar del escaso conocimiento popular de la lengua castellana y la escasa eficacia modernizadora del Estado en cada uno de esos territorios.
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      FIGURA 2. Manifestantes ante la presidencia del Consejo de Ministros con motivo de la crisis de las islas Carolinas (1885). La Ilustración Española y Americana, 30 de agosto de 1885.

    

  


  Como se ha indicado, los liberales moderados fueron mayormente partidarios de la centralización, y procedieron a la creación e implantación de las provincias, diseñadas tras varios ensayos por el proyecto de Javier de Burgos en 1833. Seguían el modelo francés, pero sólo en parte. Pues las provincias españolas, a diferencia de los departamentos franceses, no destrozaron de forma arbitraria los límites de las regiones «históricas» o provincias del Antiguo Régimen, sino que se superpusieron a aquellos límites, y, en muchos casos, simplemente los mimetizaron. Por otro lado, la derrota de los carlistas, partidarios del principio de la unidad en la variedad, no acabó con los fueros, que persistieron bajo formas renovadas tras la Ley de Abolición Foral en 1839 y la Ley Paccionada de Navarra de 1841. Por el contrario, se creó una permanente situación de excepcionalidad que no desagradaba a esos mismos liberales moderados, en la medida en que el modelo representativo de las provincias vascas parecía a muchos de ellos un perfecto ejemplo de «armonía preliberal» y orden social, una suerte de liberalismo autóctono y prerrevolucionario.


  De hecho, si el pensamiento conservador y liberal-moderado español optó por un modelo centralizador, no lo hizo nunca de modo decidido y uniforme. Además de la «cuña» vasco-navarra, los fueros y conciertos económicos de las provincias vascas y Navarra, que introducía un elemento de asimetría territorial permanente en todos los diseños de estructuración territorial del Estado por parte conservadora, también existía en su seno una patente desconfianza hacia el centralismo laminador de las diferencias. Esa suspicacia se expresaba a su vez en una nostalgia reactualizada del viejo principio preliberal de la Monarquía compuesta o austracista, que sería reformulado de distintas maneras desde finales del sigloXIX. Por ejemplo, la teoría de la monarquía federativa de un regionalista gallego católico-tradicionalista como Alfredo Brañas o, con matices, de un líder notorio del tradicionalismo como Juan Vázquez de Mella.


  Sin embargo, la estructuración provincial fue un elemento que persistió a lo largo de la España contemporánea, y fue respetado por conservadores y liberales, republicanos y monárquicos. Aunque ni unos ni otros gustaban de las provincias, por distintas razones —imitación francesa y artificial para unos, instrumentos de manipulación caciquil para otros—, para el Estado las provincias fueron un instrumento más seguro y controlable para el centralismo que las regiones, entidades mesoterritoriales dotadas de cierto pasado y legitimidad histórica, cuando no de algunos rasgos culturales específicos. Las provincias, por el contrario, no constituían en su gran mayoría una plataforma posible de reivindicación historicista de derechos políticos perdidos y presentes. Y, por otro lado, el órgano creó la función, y la nueva demarcación su propia legitimidad. Las provincias de nueva planta y sus instituciones también contribuyeron a reforzar, reformular y crear identidades mesoterritoriales que en muchos casos erosionaron los vínculos regionales, no tan «naturales» como a priori se pensaba. Los diversos niveles institucionales desarrollaron a su vez una tarea de construcción nacional al servicio de la España liberal, pero también de construcción de la región y de construcción de la provincia. Y las ciudades, o al menos algunas de ellas —Bilbao, Sevilla, Valencia…—, se convirtieron a su vez en lugares de memoria y generadores de identidad colectiva de ámbito local por sí mismas, bien como nuevas capitales provinciales, bien como epítomes de la identidad regional, o bien (en algunos casos) como alternativa a una capitalidad provincial frustrada —como eran los casos, entre otros, de Cartagena respecto a Murcia, Gijón frente a Oviedo, o Vigo ante Pontevedra—. Los procesos de articulación de identidades territoriales en la España contemporánea estuvieron sujetos, pues, a geometrías variables y dinámicas contrapuestas, pero también complementarias, de concurrencia.


  La segunda guerra de independencia cubana (1895-1898) marcó el principio del fin del Imperio español clásico. Pero si las reivindicaciones caribeñas de autogobierno fueron recibidas con hostilidad en la metrópoli, también fue porque obligaban a replantear el concepto básico de nación española que servía de fundamento legitimador a la Monarquía de la Restauración desde 1874. Si España era una unidad orgánica, forjada por una Historia común, la religión católica y el papel de la Monarquía, en la que la diversidad etnoterritorial sólo era tolerada en un nivel prepolítico, la concesión de un régimen de autonomía específico a las islas caribeñas, consideradas parte de la nación, podría tener consecuencias insospechadas en los territorios no castellanos de la propia metrópoli. Había, empero, otras alternativas. Entre 1878 y 1895 algunos líderes republicanos habían intentado forjar una alianza política con los autonomistas y abolicionistas cubanos para incorporar una Cuba autónoma, incluyendo a los esclavos libertos, en un nuevo proyecto imperial, democrático y multirracial, que se oponía tanto al independentismo cubano como al statu quo colonial imperante, y que pretendía redefinir una nación española de carácter trasatlántico. El Partido Federal, liderado por Francesc Pi i Margall, sostenía en 1882 que la autonomía colonial era la mejor fórmula para mantener las provincias ultramarinas dentro de España: «nosotros uniremos España y Portugal, algo que tres siglos de Monarquía todavía no han conseguido, y mantendremos las colonias de Cuba y Puerto Rico». Sin embargo, la mayoría de los republicanos de la metrópoli fueron incapaces de compartir una visión tan ambiciosa e igualitaria. Desde 1895, el miedo al desorden racial los llevó a adoptar una imagen de los insurgentes cubanos como rudos esclavos negros que amenazaban la civilización blanca, visión compartida por numerosos republicanos federales que defendían una completa reestructuración del Estado.


  Por otro lado, la movilización y el compromiso de los colonos e inmigrantes peninsulares en la guerra cubana, y las tupidas e intrincadas relaciones sociales existentes entre la sociedad caribeña y la metropolitana, convirtieron la política cubana en un asunto de política interior española, y no sólo en un asunto distante de la periferia del imperio. La defensa del orden colonial se identificó con la integridad de la patria, una causa que debía unir a los españoles de cualquier origen social o geográfico. Más de un regionalista y hasta federalista catalán se tornaba en un férreo centralista cuando se trataba de discutir la reforma colonial o el libre comercio con Cuba y Puerto Rico. El argumento principal para denegar la igualdad de trato entre las regiones históricas o nacionalidades peninsulares y las ultramarinas era la civilización superior que reinaba en esas regiones peninsulares. Algunos de los más feroces opositores a la autonomía cubana no veían contradicción alguna entre ser centralistas frente a los mambises y defender la descentralización y el regionalismo dentro de la España metropolitana.


  En noviembre de 1897 Cuba y Puerto Rico recibieron un Estatuto de Autonomía colonial que reconocía a las islas como entidades político-jurídicas separadas dentro del Estado español, con un Parlamento autónomo bicameral y un consejo administrativo. Era un proyecto mucho más generoso que el que había sido rechazado de forma sistemática por los conservadores españoles y sus correligionarios en Cuba: la Unión Constitucional. En diciembre de 1897 se constituyó un gobierno regional provisional, y cuatro meses después se celebraron las primeras elecciones de diputados cubanos a las Cortes españolas en condiciones de sufragio censitario masculino. En abril de 1898 tuvieron lugar los comicios para elegir una Cámara cubana de representantes. En ambas elecciones obtuvieron la victoria los autonomistas moderados. Sin embargo, la intervención norteamericana en la guerra desde abril impidió que el autogobierno entrase plenamente en vigor. La autonomía llegó demasiado tarde para evitar la separación de las últimas colonias ultramarinas del Imperio español. Tras una corta guerra, el 4 de agosto el Gobierno de Madrid solicitó el cese de las hostilidades, y ocho días después firmó el armisticio en Washington, ratificado por el Tratado de París en diciembre. El 1 de enero de 1899 la soberanía española sobre Cuba y Puerto Rico dejó de existir. El clima de exaltación y propaganda nacionalista, de retórica imperialista y de «orgullo» histórico, provocaron una notable abundancia de actos patrióticos, dispersos por toda la geografía española. En ellos se registró una amplia participación popular, al menos de la burguesía profesional, de la intelectualidad y de las clases medias urbanas. Pero las noticias de la aplastante derrota de la flota española en Santiago de Cuba y Cavite dieron paso al estupor y después al pesimismo. El Imperio español había muerto.


  3. Rehacer la nación, nuevos adversarios (1898-1936)
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  Rehacer la nación, nuevos adversarios


  (1898-1936)


  La intensa movilización patriótica que recorrió España en 1898 se disipó tras la derrota contra los Estados Unidos, dando lugar a una ola de intenso desánimo social. La pérdida del imperio produjo tres efectos inmediatos:


  a) Un viraje pesimista, que llevó a plantearse el «problema de España» en términos esencialistas y metafísicos, y que condujo a la después denominada Generación intelectual del 98 a la búsqueda de la auténtica identidad hispánica en Castilla y sus esencias históricas —patente, por ejemplo, en la castellanofilia de la Historia de España y de la Civilización española de Altamira (1899-1911, 4vols.), y en la obra del escritor José Martínez Ruiz, Azorín, El alma castellana (1900)—, o bien a una recuperación del «casticismo» patente ya en algunas obras anteriores, como En torno al casticismo (1895), de Miguel de Unamuno. Todo ello se relacionaba con la búsqueda general del carácter nacional español y la definición de sus cualidades. Era el caso, por ejemplo, de Ángel Ganivet y su ensayo Idearium español (1897);


  b) Una creciente obsesión en el nuevo enemigo interior que empezaba a vislumbrarse con fuerza, los nacionalismos periféricos —sobre todo, desde 1901, el catalanismo político, más tarde el nacionalismo vasco y, en menor medida, el galleguismo político—, lo que acrecentó el pesimismo cultural inaugurado por la derrota y agravó el «problema de España»; y


  c) Una reexaltación del valor redentor del pueblo, definido como la parte sana de la Nación, que había de ser regenerada mediante la concienciación política y la difusión de la educación, continuando así con la tónica anterior del discurso republicano.


  El correlato de esa ola de pesimismo cultural fue el surgimiento de un especimen ideológico tan ambiguo como típicamente hispánico: el regeneracionismo. Este movimiento era algo anterior al desastre finisecular en lo que se refería a sus raíces intelectuales, y se podía datar al menos desde la publicación en 1890 de la obra de Lucas Mallada Los males de la patria y la futura revolución española. Pero la crisis finisecular no sólo fue un fenómeno de élites. A pesar de formular un diagnóstico acerca de los males de España y del sistema político de la Restauración, el regeneracionismo no estableció tan claramente cuáles podían ser las vías de reforma. En este aspecto, oscilaba entre el elitismo autoritario y la movilización social desde la base. Buena parte de su legado pasó al nacionalismo conservador a través del conservadurismo maurista —el intento por parte del líder conservador Antonio Maura entre 1913 y 1919 de regenerar y reformar el Estado desde arriba con el apoyo de las «clases neutras» o medias—, e incluso al fascismo autóctono, que nacería a principios de los años treinta. Pero su influjo igualmente se dejó sentir en el nacionalismo español liberal. Y fue asimismo decisivo en el reforzamiento o surgimiento de varios regionalismos, concebidos como forma específica de nacionalismo español, cuya función había de ser, a la vez que responder al «desafío» catalanista, regenerar el cuerpo enfermo de la Nación española desde sus partes más sanas: los municipios y las regiones.


  La pérdida de las colonias tuvo otra consecuencia. En Cuba y Puerto Rico se había desarrollado un nacionalismo español articulado como un fuerte movimiento social, con asociaciones propias, miles de voluntarios en armas y partidos como el Partido de Unión Constitucional Cubano (1878), llamado también «partido integrista» o «español». Muchos de los ecos de esa movilización españolista se transplantaron de forma directa a la antigua metrópoli, a través de indianos retornados y militares repatriados, tras 1898, e introdujeron una variante de nacionalismo integral, con querencias por el poder militar y una autoridad fuerte, cuya concepción de España se asemejaba a la de un cuartel: mando y jerarquía. Y que recelaba de cualquier concesión a los nuevos mambises de la península. El clima de exaltación patriótica finisecular dio cuerpo a un nacionalismo español hasta entonces socialmente difuso, pero existente.


  Durante el primer tercio del sigloXX el nacionalismo español sufrió importantes cambios, condicionados tanto por la nueva posición de España en el concierto europeo y mundial, en tanto que potencia media, como por la conciencia creciente del atraso socioeconómico e intelectual español que aquejó a buena parte de las élites del país. A eso contribuyó además la consolidación paulatina de movimientos nacionalistas opuestos a la idea de nación española, primero en Cataluña desde 1901, en el País Vasco desde la segunda década del siglo, y en Galicia de modo más débil a partir de 1916. Aunque los partidos mayoritarios que enarbolaron las banderas de los nacionalismos alternativos eran en su mayoría autonomistas o federalistas, lo cierto es que su actuación condicionó sobremanera el desarrollo y las respuestas del pensamiento nacionalista español. Su principal adversario, tanto antes como después de la primera guerra mundial, en la que España permaneció neutral, pasaron a ser los enemigos internos. Y a ellos se podía sumar la izquierda, en algunas versiones, así como los rebeldes rifeños que, tras la asunción por parte de España del Protectorado de Marruecos en 1907, plantearon resistencia armada al dominio español.


  Las dos tendencias principales del nacionalismo español decimonónico tuvieron continuidad durante las primeras décadas del nuevo siglo, tanto el nacionalismo tradicionalista-conservador decimonónico como el liberal-progresista. Ambas corrientes compartieron, con todo, una visión tendencialmente pesimista de la Historia reciente de España y, en particular, del sigloXIX, que era especialmente acusada en autores como Antonio Cánovas del Castillo, el polígrafo santanderino Marcelino Menéndez Pelayo o las primeras obras de los teóricos del regeneracionismo.


  El nacionalismo conservador recibió el aporte de la visión historicista, aunque de fondo liberal, de Cánovas y sobre todo de la síntesis elaborada por Menéndez Pelayo. El polígrafo santanderino elaboró una visión de la Historia nacional en la que predominaba el componente católico, y una interpretación de la Monarquía como fuerza unificadora de España desde la Edad Media, combinándose con el legado del «austracismo» y el nacionalismo orgánico-historicista de raíz romántica para configurar un nacionalismo católico, tradicionalista, fuertemente historicista y de raigambre fuerista y corporativa. Este último, a su vez, recibió diversos aportes intelectuales externos a lo largo de este período. En especial, el pensamiento autoritario, regionalista y monárquico-tradicionalista del pensador francés Charles Maurras, fundador de la Action Française, que se transmitió también al carlismo, al conservadurismo dinástico y al maurismo socialcatólico durante las dos primeras décadas del siglo. También se puso de manifiesto, con diversas variantes menores, en las concepciones de intelectuales y líderes políticos como Ramiro de Maeztu, los carlistas Juan Vázquez de Mella y Víctor Pradera, el conservador maurista Antonio Goicoechea, o el heterogéneo grupo intelectual de Acción Española durante la década de 1930, continuando en la derecha antirrepublicana durante la Segunda República: desde la Comunión Tradicionalista hasta el calvosotelismo de Renovación Española, pasando por la Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA) de José M.ª Gil-Robles. Para esta última formación, España estaría definida por la Historia y un carácter nacional, la lucha secular frente a la anti-España representada por el liberalismo, la izquierda y la masonería, y sería compatible con un fuerismo moderado. Sin embargo, la CEDA, al igual que el conservador autoritario y monárquico José Calvo Sotelo, era reticente a aceptar el «panteísmo totalitario» del nacionalismo de inspiración fascista, y seguía desconfiando, como todo el pensamiento conservador, del origen liberal-revolucionario de la propia idea de nación.


  Esta corriente se hallaba también en la base del nacionalcatolicismo, el conjunto de ideas y valores compartidos que confería un barniz uniforme a la visión nacionalista de la derecha tradicionalista hispánica. Dentro de esta tendencia se tornó compatible una aceptación de las facetas asumibles del progreso capitalista con una visión del orden político y social de raíz antiliberal y autoritaria, así como con la creencia en un espíritu nacional español imperturbable y ajeno al paso del tiempo, al que se acomodaría la cosmovisión católica. Por su parte, el antisemitismo del nacionalismo tradicionalista español era un componente poco importante, aunque existente al nivel retórico, en buena parte por razones obvias (ausencia de una minoría judía significativa). Pero desde 1900 el «enemigo interior» por excelencia, además de la izquierda —y en especial el «bolchevismo» a partir de 1918—, la masonería y el liberalismo, pasarían a ser los nacionalismos periféricos, contra los que aquél desarrolló y reafirmó buena parte de su discurso.


  Por otro lado, el nacionalismo español de orientación liberal-democrática partía de la evolución del liberalismo progresista y demócrata español desde mediados del ochocientos. Sus postulados principales eran compartidos por un amplio espectro de actores políticos, desde los republicanos federales y unitarios hasta la llamada «izquierda burguesa» de los años treinta. Todos ellos habían asumido la visión del pasado nacional elaborada por la historiografía liberal del siglo anterior. A ese legado incorporaron nuevos elementos, como las elaboraciones culturales acerca del idioma y la Historia de España de la intelectualidad noventayochista, así como las interpretaciones castellanistas del filósofo José Ortega y Gasset (España invertebrada, 1921), su concepción de la estructuración territorial del Estado y su voluntad de construir una nación de ciudadanos conscientes con plenos derechos democráticos.


  Como hemos visto, el españolismo liberal-democrático sufrió una influencia fundamental del pensamiento krausista desde la década de 1860, que introdujo en él una cierta veta organicista y un énfasis en la regeneración individual a través de la educación como medio de reforma del cuerpo social. A largo plazo, contribuyó a fortalecer la impronta populista del nacionalismo republicano, en el que el pueblo pasaba a ser el depositario de las esencias intrahistóricas puramente liberal-democráticas de la nación española. Bastaría con despertarlo y hacerlo consciente de su potencial, de modo que el pueblo durmiente se convirtiese en nación de ciudadanos conscientes. El organicismo introducido por el krausismo también reforzó la tendencia a las fórmulas descentralizadoras, que combinaban de forma ecléctica el principio de la autonomía regional con el del autogobierno municipal, cuando no el pleno federalismo. Con todo, existían numerosos matices en las propuestas de reestructuración territorial del Estado. Mientras que algunos republicanos se mostraban abiertos a aceptar fórmulas descentralizadoras y a dialogar con el catalanismo progresista, los liberales dinásticos eran partidarios de reforzar el poder del Estado central y de intervenir de forma proactiva en ámbitos como la educación, el carácter nacionalizador del ejército o los símbolos. También la monarquía, en especial bajo AlfonsoXIII, asumió un rol más activo como símbolo de la nación y agente nacionalizador, patente en los viajes del monarca por la geografía española.


  El nacionalismo liberal-democrático español, por su parte, también entró en diálogo —y, a menudo, en conflicto— con los nacionalismos periféricos, frente a los que se reafirmó una versión más tendencialmente «jacobina», en particular en el republicanismo de inspiración populista o lerrouxismo, acaudillado por Alejandro Lerroux y forjado en la Barcelona de principios del sigloXX. Pero la mayoría de los que reflexionaron sobre el nacionalismo español a partir de la década de 1920 adoptaron las ideas acuñadas por Ortega y Gasset acerca de la nación española como proyecto histórico y comunidad de destino, con base en un proyecto definido esencialmente por Castilla, única capaz de «saber mandar», entre 1450 y 1500, en una época en que «tuvo España el honor de ser la primera nacionalidad que logra ser una», unidad que más tarde Ramón Menéndez Pidal iba a retrotraer hasta el sigloV. Tales concepciones, no ligadas a una concepción voluntarista de la nación, tenían un fuerte poso esencialista. Y esa interpretación historicista se combinaba con cierta voluntad de entendimiento con algunos nacionalismos periféricos, sobre todo con el catalanismo de impronta progresista, en el que se apreciaba una voluntad de reformar el Estado a través de la descentralización y la regeneración desde abajo de una nueva España, y que había conseguido impregnar con varias de sus reivindicaciones a buena parte de los republicanos actuantes en Cataluña.


  En esa posición se situaba el intelectual republicano Manuel Azaña, futuro ministro y presidente de la Segunda República, quien compartía la visión de la Historia propia del liberalismo progresista delXIX (una Edad de Oro hispánica anterior a 1521, en que la llegada de CarlosV y la represión de los comuneros marcaría un punto de decadencia), con la creencia orteguiana en la misión unificadora de Castilla, encargada de dar un proyecto vital a España que había de ser recuperado por la República tras reconocer en teoría —aunque no en la práctica— la libertad de las diferentes nacionalidades hispánicas. También abrazaron esa postura los partidos republicanos del primer tercio del sigloXX, que oscilaron entre un cada vez más débil recurso retórico a la tradición federalista del ochocientos y la defensa de la autonomía municipal. En la práctica, sólo la necesidad de contar con el catalanismo para cualquier posible proyecto republicano realista obligaba a posicionarse favorablemente frente a las reivindicaciones de autogobierno.


  El nacionalismo cultural de impronta liberal y republicana dejó una fuerte y renovada huella en la redefinición de los imaginarios nacionalistas españoles. Las élites liberales estaban fuertemente articuladas en torno a la Institución Libre de Enseñanza fundada en 1876, el tradicional Ateneo de Madrid, la Junta para Ampliación de Estudios (1907) o, desde 1910, el Centro de Estudios Históricos. A ellos se unían las elaboraciones de varios intelectuales que procedieron a «reinventar» España a partir de la exaltación o redescubrimiento de su esencia histórica, personificada, según ellos, en Castilla. El papel de la Generación del 98 a este respecto fue decisivo, aunque ambivalente por la gran heterogeneidad de propuestas. Y también tuvo un paralelo en las artes plásticas, preocupadas por inventar un prototipo de paisaje y tipos españoles, al menos desde finales del sigloXIX, que sustituía a la obsesión de la pintura historicista del ochocientos por recrear las principales gestas y mitos históricos de la nación española, desde la guerra de África hasta la resistencia contra Roma.


  A partir de la primera década del sigloXX, el hispanoamericanismo y la visibilidad de las propuestas catalanistas obligaron a otorgar un mayor papel al idioma como símbolo y marcador étnico de la nación española. En consecuencia, el castellano pasó a ser redefinido como un símbolo nacional, expresado en la invención de un canon literario y una tradición escrita, así como en un ingrediente fundamental del espíritu nacional español: «la expresión viva de esa conciencia de la Patria, que los separatistas catalanes tienen empeño en enturbiar». Hablar la «lengua de España» era condición «necesaria e indispensable para ser español», afirmaba el diario monárquico ABC en 1919. Si la antropología española consideraba que no procedía hablar de pureza racial en una nación fruto de un crisol de razas y pueblos distintos a lo largo de los siglos, los fundamentos más firmes de esa «raza» heterogénea sólo se podían hallar en el espíritu y la lengua.


  Varios intelectuales volcaron ahora sus esfuerzos en conferir al idioma castellano el papel de marcador étnico por antonomasia de la nación. Era el caso del historiador Rafael Altamira, influido por el teórico alemán Johann G.Fichte, quien, al definir la psicología colectiva del pueblo español, vio en la lengua «el espíritu de un pueblo». El castellano habría forjado la personalidad española, otorgándole sentido a la civilización hispánica compartida con otros países, y se había impuesto de forma natural, al compás de la progresiva hegemonía política y cultural de Castilla, durante la Baja Edad Media. En postulados similares incidió Miguel de Unamuno, quien afirmaba en verso en 1910 que «La sangre de mi espíritu es mi lengua / y mi patria es allí donde resuene / […] pues ella abarca / legión de razas». Pero negaba a los idiomas vernáculos lo que defendía para el castellano: que la lengua fuese una cualidad intrínseca del genio colectivo de un pueblo. Para varios autores, el castellano no sólo sería la lengua con mayor difusión y una alta literatura más consolidada. Expresaba las cualidades positivas del pueblo que la había acunado en su nacimiento. Era una lengua ontológicamente superior, fundida con el carácter sobrio, recio y audaz de Castilla. El idioma castellano sería el epítome de ese carácter, reflejado en una audacia fonética que lo haría incomparable con otras lenguas romances. Castilla era el nervio forjador de España, en lo que también insistió Ortega y Gasset, para quien, empero, no habría equivalencia entre lengua, espíritu nacional y nación, pues donde imperaba una lengua única era consecuencia de un proceso previo de unificación política.


  La modernizada escuela de estudios filológicos que surgió en las primeras décadas del sigloXX llevó a cabo una ambiciosa tarea de investigación dialectológica e histórica, que buscaba asentar los fundamentos del prestigio y la universalidad del castellano. Así se apreciaba en la tarea del Centro de Estudios Históricos, bajo la égida de Ramón Menéndez Pidal. Su escuela creó los fundamentos teóricos de la imbricación entre Historia, raza o comunidad cultural e idioma, haciendo la evolución de las lenguas dependiente de factores no puramente fonéticos, sino políticos y hasta bélicos. A partir de obras como Orígenes del español (1925), Menéndez Pidal intentó fundamentar, mediante la integración de la Historia en sus análisis filológicos y literarios, sus obras de recopilación folclorística y dialectológica y la elaboración del Atlas lingüístico de la península ibérica, una idea central: que el castellano, guiado por una empresa unificadora (la Reconquista) y su progresivo asentamiento como lengua de cultura, había afirmado su hegemonía sobre las lenguas de la península en el curso de la Edad Media, incorporando elementos de todas ellas y transformándose en el idioma español. La intercomunicación entre las lenguas ibéricas en el pasado cimentaría la propensión a la unidad política posterior, por la similitud de un mismo carácter nacional. Castilla había servido de soporte estable para la maduración del idioma, para la creación de una variante literaria de mayor prestigio y su evolución conservando una esencia continua, gracias a su voluntad expansionista y de crisol. El castellano era además una lengua más audaz por sus cambios con respecto al latín vulgar, y mostraba asimismo un «gusto artístico más certero», al adoptar de forma temprana las «formas más eufónicas de estos sonidos vocálicos». La penetración del castellano en los demás ámbitos lingüísticos había sido anterior a la unificación dinástica de 1492, la cual también había sido un resultado del descubrimiento de los «poetas de Levante, cansados de la disciplina erudita de una escuela amanerada», y por el pueblo, ahíto de la «fría escuela lemosina», de una lengua expansiva, con «inflamado aliento de una literatura nacional».


  De particular importancia para la identificación entre idioma y espíritu popular era la exhumación del romancero popular, en el que se demostraba cómo la cultura castellana se había hibridado con las demás culturas peninsulares. Menéndez Pidal pretendía sostener la existencia de una conciencia nacional española intrahistórica y con base popular: la tradicionalidad, también presente en la evolución del idioma, que había que ir a buscar al pueblo como depositario de lo más auténtico de la nación. Los cantares de gesta se habían transmutado en romancero; y el pueblo atesoraba esa reliquia de la nacionalidad. Discípulos de Menéndez Pidal como Federico de Onís o Américo Castro intentaron mostrar en sus investigaciones sobre el Renacimiento o Cervantes la filiación europea y, por tanto, moderna de esa tradición literaria, continuando con la tradición medieval. Los libros de texto de historia de la literatura española, materia introducida desde 1926 en el currículum escolar, contribuyeron a popularizar sus postulados durante lo que restaba de siglo. Pero la labor de Menéndez Pidal y su escuela se orientaba igualmente hacia la reafirmación del papel del español en el mundo, y del prestigio de España como creadora de una civilización que había de servir de soporte a la unidad lingüística de la comunidad hispanoamericana. La convergencia de lenguas ibéricas en el castellano preludiaba la posterior fusión y armonización de sus dialectos americanos.


  Durante el primer tercio del sigloXX también se consolidó un proyecto de «expansión cultural» hacia Portugal que seguía las huellas del heterogéneo movimiento intelectual iberista principiado en el siglo anterior; y sobre todo hacia la América de lengua castellana. El hispanoamericanismo había surgido inicialmente ya en Menéndez Pelayo, pero fue desarrollado con posterioridad, a principios del novecientos, por autores como Ramiro de Maeztu, Zacarías de Vizcarra y Manuel García Morente. Su objetivo era superar el eurocentrismo anterior del nacionalismo español, y reaccionar ante la pérdida de las colonias de ultramar mediante un imperialismo cultural de sustitución. Buscaba así la recuperación de la grandeza presente y futura de España a través de la exaltación de los valores y cultura comunes con Portugal e Iberoamérica, pero también estuvo imbuido en alguna de sus variantes de un sentido práctico: la búsqueda de nuevos vínculos comerciales con las repúblicas americanas. Con ello, el hispanoamericanismo se convirtió en una empresa de proyección exterior que había de servir a su vez de nuevo aglutinante nacional interno, manifiesto en la creciente difusión y popularidad de los monumentos a la raza hispana, a Cristóbal Colón, a conquistadores y descubridores del sigloXVI yXVII, o en la celebración del 12 de octubre —inicialmente denominado Día de la Raza— desde 1918, difundida de modo capilar en diversas poblaciones españolas, aunque con menos intensidad en algunos territorios —como Cataluña— que en otros.


  Ciertamente, había diversas versiones del discurso hispanoamericanista. Además de una variante interesada en la apertura de mercados y el refuerzo de los vínculos económicos con América Latina, muy presente en el caso catalán, el hispanoamericanismo liberal fue predicado y difundido en España y América por notorios intelectuales de impronta regeneracionista e institucionista, como el historiador Rafael Altamira, el jurista y sociólogo Adolfo G.Posada y el político hispanocubano Rafael María de Labra. No obstante, lo cierto fue que, a medio plazo, el grueso del discurso y de las iniciativas hispanoamericanistas fue monopolizado por el nacionalismo católico-tradicionalista, que lo legaría al régimen franquista.


  Otra empresa de «proyección exterior» del nacionalismo español en estos años, la guerra de Marruecos (1907-1925), tuvo efectos contraproducentes. A pesar de que el conflicto, de carácter intermitente, generó héroes —como el cabo Noval— inmortalizados en monumentos y plazas, lo cierto fue que se trató de una guerra crecientemente impopular. Su elevado coste económico y humano la hacía poco susceptible de generar entusiasmos populares y movilizaciones patrióticas en el país comparables a las campañas de sesenta años antes. La larga «guerra de África» contribuyó a mermar la popularidad del ejército y del servicio militar, y se convirtió en un factor de desprestigio de la Monarquía. Por último, la escasa entidad de las colonias españolas en África (Sahara Occidental, Ifni, Río Muni y Fernando Poo) desde el sigloXIX, que no fueron objeto de gran atención por parte del Estado hasta la década de 1920 —y aun hasta los treinta, en el caso del Sahara—, fueron factores determinantes en el parco interés de España por el colonialismo africano. Así lo había demostrado la escasa entidad de la representación enviada al Congreso de Berlín (1878). Aunque España tomó posesión de los territorios guineanos en 1858, sólo desde 1898 se interesó realmente por su explotación y colonización efectiva, dejada en buena parte en manos de órdenes religiosas. La Guinea continental (Río Muni) no se ocupó totalmente hasta 1928, y el interior del Sahara Occidental no fue colonizado en la práctica hasta la década de 1940.


  Además del nacionalismo tradicionalista-conservador y liberal, la tercera variante del nacionalismo español contemporáneo fue la representada por el discurso y praxis patriótica de la izquierda obrera. El socialismo hispano profesó desde sus inicios una actitud doctrinal opuesta a todo patriotismo «burgués», y afirmaba en consecuencia su voluntad internacionalista. De este modo, se opuso a la retórica patriótica de la guerra de Cuba de 1895-1898, aunque a veces más por pasiva que por activa, en particular por su oposición al injusto servicio militar y a los intereses económicos ocultos tras el conflicto. Pero también hizo pública su solidaridad con las campañas exteriores en África. El nacionalismo no era una prioridad en su agenda política, pero España era el marco de solidaridad en el que llevar a cabo la reforma social a través del Estado. La izquierda profesaba así un vago referente federal que fue postulado de forma especial (como se mostró, por ejemplo, en las resoluciones adoptadas por el congreso del PSOE en 1918) por la Federación Catalana del PSOE —casos de Antoni Fabra Ribas o Rafael Campalans—, y que también encontró algún eco en los años de la primera guerra mundial entre algunos líderes socialistas guipuzcoanos y vascohablantes. Pero, en general, la posición socialista hacia los nacionalistas periféricos fue de rechazo, particularmente hacia el gallego y, sobre todo, hacia el vasco, considerado con razón católico y conservador.
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      FIGURA 3. La bandera española es izada por primera vez el campamento de Ben Karrich (Tetuán), 1 de julio de 1925.

    

  


  Por su parte, el Partido Comunista de España (PCE), fundado en 1921, se declaraba opuesto desde su nacimiento a patrias y Estados burgueses. No obstante, durante los años veinte y hasta principios de la década de 1930 tendió a apoyar de forma estratégica —siguiendo las instrucciones de la Internacional Comunista— a los nacionalismos periféricos, aliados en la lucha contra el Estado capitalista, hasta que empezó a recuperar un mensaje de patriotismo español a fines de 1935. Al igual que el socialismo, su ideal era un Estado fuerte, aunque adoptase forma federal, capaz de servir de instrumento de transformación de la sociedad. La posición de los comunistas disidentes y antiestalinistas del Partido Obrero de Unificación Marxista (POUM) fundado en 1935 a partir de la Izquierda Comunista y el Bloc Obrer i Camperol (BOC) de Andreu Nin, presentaba más matices. La base principal del partido se hallaba en Cataluña, a partir del BOC, partidario de una suerte de «nacionalcomunismo» catalán que no renunciaba a extender la revolución más allá del Ebro. Únicamente el proletariado sería capaz de resolver la cuestión nacional en España, tarea pendiente de la revolución liberal en la que habría fracasado la burguesía. El reconocimiento del derecho de autodeterminación debería llevar al establecimiento de una Unión de Repúblicas Socialistas Ibéricas; no obstante, seguía prefiriendo para el conjunto el nombre de España. Dentro de ella, la clase obrera catalana ostentaría el papel de conductor solidario con el resto de los trabajadores españoles.


  Finalmente, existió una cuarta variante del nacionalismo español de este período: la tendencia de inspiración autoritaria, oscilante entre la derecha radical y el fascismo, como ya se había manifestado en los primeros grupúsculos nacidos a principios de los años veinte, así como en la Unión Patriótica, conformada como partido del régimen de Primo de Rivera en 1925. La orientación fascista, inicialmente tomada directamente del modelo de la Italia contemporánea, se expresó en un principio en la actividad publicística, desde 1928, del intelectual vanguardista Ernesto Giménez Caballero, fascinado ante el ejemplo de Mussolini. Mas tarde, tomaron el relevo los primeros líderes políticos del fascismo español: Ramiro Ledesma Ramos, Onésimo Redondo, José Antonio Primo de Rivera y otros pensadores y líderes menores, más abiertos al influjo de la Alemania nazi. También se hizo presente en los programas políticos de las organizaciones de derecha radical más o menos fascistizadas, empezando por el significativamente denominado Partido Nacionalista Español (1930) liderado por el abogado José María Albiñana, más bien un grupo ultramonárquico radicalizado de filiación católico-tradicionalista. Pero su mejor plasmación serían las organizaciones propiamente fascistas: las Juntas de Ofensiva Nacional-Sindicalista (JONS) de Ledesma y Redondo, fundadas en 1931, y la Falange Española liderada por José Antonio dos años más tarde, con las que las JONS se unificarían en febrero de 1934.


  Las concepciones nacionalistas de los fascistas españoles de los primeros años treinta eran fuertemente deudoras de la impronta católico-tradicionalista, noventayochista y regeneracionista —interpretada ésta en su variante autoritaria, pero de la que también incorporan el populismo—, tanto en Giménez Caballero como en Redondo. Y sobre todo en el caso de José Antonio Primo de Rivera, cuya concepción de la nación española debía mucho a la idea esencialista e histórico-determinista de «comunidad de destino» elaborada por Ortega y Gasset, así como a Eugenio D’Ors. En el concepto misional de nación de José Antonio, lo fundamental no eran la sangre, los muertos y la etnicidad, sino la historia pasada y el proyecto a compartir en el futuro, que se expresaría en clave imperial. Incluso despreciaba el propio concepto de nacionalismo. Por su parte, quien fue el líder fascista más genuino, totalitario y estatista, Ledesma Ramos, redujo la relevancia del papel de la religión —mero ingrediente de la tradición hispánica— en su concepto de nación española, y reforzó la identificación de la nación con el Estado, así como la supeditación del individualismo a los dictados de la nación. A todos ellos era común la «recuperación» de la idea de imperio, la necesidad de que España reverdeciese sus fastos de los siglosXVI yXVII, si bien la plasmación concreta de ese imperialismo fue más bien literaria y culturalista —el énfasis en el hispanoamericanismo—, sin expresarse en un programa definido de expansión territorial.


  Cabe señalar, por otro lado, que también tuvieron lugar varias interacciones y transferencias conceptuales entre el nacionalismo español de inspiración autoritaria y algunos nacionalismos periféricos. Por ejemplo, en la traslación de imágenes y esquemas ideológicos, ya señaladas para el caso de la Generación del 98. Éste fue el caso de Miguel de Unamuno y Pío Baroja, que profesaron algunas simpatías por el fuerismo vasco en su mocedad, y después fueron nacionalistas españoles. O era también el caso del modernismo esteticista de Eugenio D’Ors, quien pasó de ser uno de los maîtres à penser del catalanismo a trasladarse a Madrid y poner su pluma al servicio del proyecto nacional español; incluso, algunos de sus postulados, en particular su teorización imperial, influirían después en el primer fascismo español. Sin embargo, la oposición a los nacionalismos periféricos jugó un papel determinante en el discurso y la actividad política de los falangistas en aquellas zonas en las que se enfrentaban a nacionalismos de otro signo desde sus comienzos, fuera de algunas derivas ideológicas individuales entre unos y otros.


  El primer ensayo de institucionalización consciente del nacionalismo español autoritario no podía provenir de los minoritarios grupos fascistas, sino del Ejército. En tanto que actor esencial de la historia política española, había desarrollado una fuerte conciencia corporativa y de intervención pública, considerándose depositario y garante de las esencias patrias, sus símbolos y la preservación de su unidad. El golpe de Estado del capitán general de Cataluña Miguel Primo de Rivera en septiembre de 1923 tuvo lugar en Barcelona pocos días después de que los sectores más radicales de los nacionalismo catalán, vasco y gallego hubiesen firmado un retórico pacto de colaboración mutua —la Triple Alianza— con el objetivo de alcanzar la autodeterminación, planeando incluso la incorporación de los rebeldes marroquíes del Rif. Al mismo tiempo, la presión creciente del movimiento obrero en Cataluña llevó a la rama más conservadora del catalanismo a confiar en una solución autoritaria temporal que pacificase el país y, de acuerdo con un pretendido modelo regeneracionista del que Primo de Rivera hacía gala en su manifiesto inicial, reformase y descentralizase la Administración, ampliando el poder de las regiones. Para ello, el dictador se mostraba abierto en sus primeras declaraciones a tolerar los «derechos regionales» y las reivindicaciones autonómicas.


  No obstante, a principios de 1924 todo conato de colaboración había acabado. Primo de Rivera cedió a los sentimientos anticatalanistas de buena parte de la alta oficialidad del Ejército, que incluían también el rechazo de las más moderadas formas de reivindicación cultural. De este modo, el Directorio Militar decretó desde finales de septiembre de 1923 la prohibición del uso oficial de idiomas distintos del castellano y de la presencia de banderas regionales en edificios públicos. Igualmente, impidió la enseñanza de la lengua e Historia de Cataluña en las escuelas, y el clero fue conminado a usar en la prédica el castellano. El régimen primorriverista sólo se mostró dispuesto a implantar algunas reformas en la Administración local, a través de la puesta en práctica de un Estatuto Municipal en marzo de 1924 —que ampliaba algunas de las competencias de los ayuntamientos, al tiempo que introducía mecanismos de representación corporativa—, y a reorganizar la Administración provincial mediante el Estatuto Provincial de 1925.


  La dictadura representó un primer acto del fracaso relativo de los intentos de renacionalización española en clave tradicionalista con ingredientes autoritarios, pues fue incapaz de generar un nuevo proyecto de nacionalismo español capaz de integrar todas las variantes anteriores y movilizar a antiguos carlistas y conservadores en torno a él. Alejandro Quiroga se ha referido a esta política de renacionalización autoritaria como la experiencia de una «nacionalización negativa», en la medida en que deshizo más españoles de los que hizo a través de la propaganda, el encuadramiento de la juventud en asociaciones y el impulso a los contenidos patrióticos en la enseñanza primaria, juntamente con el refuerzo de la presencia simbólica de la bandera bicolor o la Marcha Real en procesiones y conmemoraciones, y la cierta militarización de rituales y de actividades sociales, incluida la escuela. El programa de españolización desde arriba era ambicioso, utilizó todos los espacios aprovechables, desde el cuartel hasta la escuela, y acumuló materiales discursivos que provenían de las tradiciones conservadoras y que emparejaban a la nación con la fe católica bajo el palio de la monarquía. A través de ceremonias públicas y rituales, el régimen intentaba promover el sentimiento nacional, lo que en parte asemejaba la dictadura española a otras experiencias autoritarias en la Europa de entreguerras. Sin embargo, estaba lejos de la mística colectiva secular, irracional y vitalista del fascismo italiano. En España no se levantó una nueva religión de la patria, sino que, al modo nacionalcatólico, se asociaron patria y religión establecida.


  Los esfuerzos españolizadores de Primo de Rivera alcanzaron, por tanto, una eficacia limitada. Su despliegue fue breve y tropezó con dificultades importantes, como la escasez de medios y la ineficacia de las estructuras estatales. Además, los métodos dictatoriales resultaron contraproducentes para los intereses conservadores y para el definitivo arraigo de los símbolos nacionales en la opinión pública. Por un lado, la persecución de la lengua y de los emblemas catalanes —y, en menor medida, vascos y gallegos— no hizo sino provocar un importante rechazo en la sociedad civil y una notable expansión de los sentimientos nacionalistas no españoles que pretendía erradicar. Por otro, los símbolos estatales fueron identificados con una sola versión del españolismo: militarista, católico, autoritario y monárquico.


  La proclamación de la Segunda República el 14 de abril de 1931 supuso la irrupción de un nuevo proyecto nacionalizador, de cariz liberal-democrático, deudor de los postulados institucionistas y, hasta cierto punto, regeneracionistas. En un sistema político descentralizado, los valores republicanos de libertad, igualdad y fraternidad, ampliados a la justicia social, deberían servir de nuevo cemento de un proyecto nacional que integraría la pluralidad identitaria, en particular la expresada por el catalanismo republicano y el galleguismo, pero tenía más problemas para coexistir con el nacionalismo vasco de impronta católica. La identidad española republicana sería propagada a través de la extensión de valores patrióticos y democráticos en la educación primaria y secundaria, pero también mediante una nueva liturgia pública que incidía en nuevos rituales asociados a esos valores, así como en la extensión de las misiones pedagógicas, empeñadas ahora en descubrir la esencia y virtudes del sano pueblo español, depositario de su auténtica tradición histórica.
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      FIGURA 4. Proclamación de la República en la Puerta del Sol de Madrid, 14 de abril de 1931.

    

  


  Empero, la brevedad del período republicano, y la enconada resistencia de monárquicos y derechas, que volvieron además al poder entre fines de 1933 y febrero de 1936, impidió que echase profundas raíces el nuevo patriotismo cívico republicano. Este último, a su vez, mantenía fuertes reticencias hacia la coexistencia con nacionalismos de signo diferente u opuesto al español, que inspiraban profunda desconfianza entre los republicanos españoles, como mostró la discusión parlamentaria del Estatuto de Cataluña en el verano de 1932. El mismo Manuel Azaña escribiría para sí que la República debía pagar ahora el peaje de los deberes que no había hecho la monarquía durante el sigloXIX, esto es, nacionalizar y homogeneizar culturalmente el país, como sí había ocurrido en Francia.


  Por otro lado, las disputas acerca de los símbolos no contribuyeron a que el proyecto republicano ganase adhesiones entre antiguos partidarios de la monarquía. El Gobierno provisional republicano de 1931 apostó por el cambio de bandera y lo impuso de manera uniforme. Más problemas acarrearon sus dilemas sobre el himno, pues el himno de Riego no convencía a todos los partidarios de la nueva situación. En ambos casos, los emblemas de la República tuvieron que competir con los de los nacionalismos subestatales y con los de las fuerzas obreras, por lo que no cobraron un papel hegemónico. La prohibición de los viejos símbolos patrios, ahora identificados con la Monarquía, agudizó el enfrentamiento con las fuerzas conservadoras y los transformó en armas políticas dotadas del prestigio de la tradición, la clandestinidad y el martirio. El posible consenso alrededor de los emblemas nacionales, y sobre la República como régimen nacionalizador, se alejó por muchos años.


  La radicalización política que siguió al acceso de las derechas al poder tras las elecciones de noviembre de 1933, y en particular la insurrección obrera de Asturias en octubre de 1934, acompañada de la rebelión del Gobierno autónomo catalán —la Generalitat—, en manos del catalanismo republicano y federalista, tuvo a su vez un fuerte efecto sobre el nacionalismo español en los años finales de la República. En primer lugar, y por retroalimentación mutua, tuvo lugar un incremento de la oposición a los nacionalismos periféricos en nombre de la unidad de España, principio que adquiría en ocasiones una absoluta supremacía discursiva, como en el famoso dictum de la España roja como opción preferible a la España rota, por parte de José Calvo Sotelo. Ramiro de Maeztu lo expuso de forma diáfana a partir de octubre de 1934: la patria sólo podía salvarse si se refugiaba en la religión, pues la disyuntiva del momento era la que enfrentaba al socialismo bárbaro frente a la civilización cristiana. Y el Ejército se erigía en el posible salvador de España. La defensa de la religión frente a las nuevas caras de la revolución también se convirtió en el lema predominante dentro del tradicionalismo carlista. A eso se unía el influjo de postulados neocorporativos y autoritarios. En su manifiesto fundacional de diciembre de 1934, el Bloque Nacional establecía que las dos premisas básicas que habían de guiar la conquista del Estado eran «unidad de mando y continuidad histórica nacional», con vistas a la instauración de un Estado neocorporativo y autoritario.


  Aún subsistían formas de regionalismo conservador (o de españolismo regionalizado) en amplios sectores de las derechas antirrepublicanas. Los tradicionalistas mantendrían un programa regionalista y neocorporativo hasta abril de 1937. Pero asimismo experimentaron un rechazo creciente tanto hacia el nacionalismo vasco como hacia la aprobación y puesta en práctica de Estatutos de Autonomía alejados de su ideal neocorporativo y confesional. También varios grupos regionales de la CEDA se mostraban abiertos a alguna forma de regionalismo político, caso de la Derecha Regional Valenciana. Por esta vía se forjaría una nueva posición posibilista dentro de las derechas accidentalistas, patente al replantearse los debates estatutarios tras la victoria del Frente Popular en las elecciones de febrero de 1936. Desde su perspectiva, era mejor garantizar una descentralización simétrica del territorio español, para aminorar los privilegios de Cataluña, y al tiempo para crear posibles ámbitos de poder territorial desde los que resistir a un Gobierno republicano de izquierda.


  En segundo lugar, también tuvo lugar una creciente aproximación estratégica a los nacionalistas subestatales por parte de los republicanos progresistas, así como de la izquierda no comunista, con el fin de consolidar la República. No obstante, si los primeros postulaban a medio o largo plazo una República plurinacional, los segundos abogaban por una España plural y descentralizada; y, a la hora de poner en práctica una nueva liturgia cívica, otorgaban una clara preferencia a la lealtad republicana por encima de la patriótica, aunque la segunda estuviese implícita en la primera. Por su lado, los republicanos liberales y los socialistas estaban dispuestos a aceptar la consolidación de las autonomías, según los márgenes establecidos por la Constitución de 1931. No obstante, para ellos España era una nación, un único titular de la soberanía con bases históricas y culturales anteriores a su definición constitucional. Líderes socialistas como Indalecio Prieto lo afirmarían de forma muy clara antes de julio de 1936, como también lo hizo Manuel Azaña. La República, para todos ellos, no sólo era una forma de gobierno, un régimen de libertades y una identidad cívica. También encarnaba a España como comunidad nacional, en la medida en que los elementos principales de la identidad española se vinculaban a una interpretación en clave republicano-liberal de la historia patria, su espíritu primigenio encarnado en el pueblo y su cultura. Cataluña era igualmente vista como el baluarte necesario de la República, pero no como una nación dentro de una República plurinacional.


  En el caso de la izquierda comunista, el PCE siguió las consignas de la propia Internacional Comunista desde su VIICongreso en 1935, cuando apeló a no entregar al fascismo el monopolio del patriotismo. Por un lado, el partido predicaba una teórica conversión de España en un Estado multinacional, siguiendo el modelo soviético. Pero, por otro lado, a partir de fines de 1935 subrayó el carácter patriótico y comunitario de su discurso. En cuanto a los anarquistas, tanto la Confederación Nacional del Trabajo (CNT) como la Federación Anarquista Ibérica (FAI) eran en principio indiferentes hacia la cuestión nacional. La CNT era, ciertamente, un sindicato muy catalán en Cataluña, pero no era catalanista. Sus prioridades estratégicas eran otras. Tampoco mostraba ni interés ni particular tolerancia hacia las culturas diferentes de la castellana, empleando fuera de Cataluña el castellano de forma exclusiva en su propaganda, en sus actividades públicas y en su cultura política. El patriotismo español parecía un elemento ausente de su discurso y preocupaciones. Nada o casi nada hacía prefigurar la acentuación del mensaje patriótico-revolucionario que tendría en los medios anarquistas durante la guerra civil.


  4. Guerra civil y franquismo: dos Españas, múltiples patrias (1936-1975)
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  Guerra civil y franquismo: dos Españas,


  múltiples patrias (1936-1975)


  La guerra civil española de 1936-1939 no sólo fue un enfrentamiento entre fascismo y antifascismo, entre revolución social y contrarrevolución católica, o entre democracia y totalitarismo. También fue un conflicto entre nacionalismos, en el que a la ruptura entre derecha e izquierda dentro del propio nacionalismo —o patriotismo— español se unió otra no menos profunda entre nacionalismos periféricos y nacionalismo español. En el curso de la contienda se utilizaron por ambos bandos estereotipos, imágenes y lemas presentes desde hacía mucho tiempo, basándose en los mitos elaborados por la historiografía decimonónica. Cada contendiente presentó su propia lucha como una guerra de liberación contra el invasor: éste era el comunismo internacional, judaísmo y masonería para unos; y el nazifascismo internacional, sostenido además por moros que revivían la invasión del sigloVIII, para los otros. Se negaba así la condición de español al oponente, proponiéndose como la única parte de la nación española, o al menos la parte sana de la misma: el proletariado y el pueblo, para unos; los buenos españoles, opuestos a la anti-España, para otros.


  El referente histórico al que cada bando aludió con mayor intensidad y frecuencia fue el de la guerra de la Independencia contra Napoleón. Republicanos y franquistas trazaban así un claro paralelismo entre 1808 y 1936. El órgano oficial del PCE, Mundo Obrero, escribía en 1937 que «el genio heroico de Daoíz y Velarde, del teniente Ruiz, de Malasaña encarna en los soldados de las trincheras madrileñas»; mientras que el general Franco se refería con frecuencia en sus alocuciones a «nuestra otra guerra de la Independencia», negando que el conflicto fuese una guerra civil. Tanto los republicanos como los anarquistas, socialistas y muy en especial los comunistas hicieron un amplio uso de imágenes y retórica nacionalista española a través de su publicística. Su mensaje, en el caso de los comunistas, no estuvo exento de ambigüedades o duplicidades circunstanciales respecto a cuál era la patria (española o periférica, o ambas a la vez) que se liberaba. Pero, en todo caso, todos ellos incidían en la idea de que el pueblo español, auténtico depositario de las virtudes de la nación frente a una minoría de capitalistas, terratenientes, sacerdotes y militares traidores a la patria, se levantaba contra un invasor extranjero (italianos, alemanes y moros) al igual que había sucedido en 1808. O incluso antes, evocando a los comuneros de Villalar en 1521, o bien a los rebeldes iberos contra Roma. La ministra anarquista Federica Montseny llegaría a afirmar así que los milicianos tendrían como precedentes a los pastores de Viriato, y que entre el líder de la resistencia contra Roma y el fallecido líder anarquista Buenaventura Durruti habría un nexo a través de los siglos, el «carácter indómito» de la «raza». Una nueva Numancia miliciana, que ahora combatía al fascismo invasor. Incluso el POUM haría concesiones a la retórica españolista de combate.
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      FIGURA 5. Cartel ¡Fuera el invasor!, José Bardasano, Valencia, 1937.

    

  


  El nacionalismo español constituyó un componente primordial del discurso de guerra de los sublevados desde el primer momento, y tuvo que disputar su primacía simbólica con el catolicismo. La apelación a la defensa de la patria en peligro, tanto ante una «invasión» rusa o bolchevique como ante el desorden, la impiedad y la disgregación territorial, era el punto en el que más fácil resultaba hallar una unanimidad de principio entre todos los sectores que apoyaron el alzamiento, antes incluso que la defensa de la religión. La rebelión fue justificada en un principio por la invocación del peligro de la conversión de España en una colonia soviética al servicio de una conspiración mundial encabezada por el bolchevismo, el judaísmo y la masonería. Cuando Dios y la Cruzada se añadieron a ese discurso, su síntesis no fue siempre fácil.


  A lo largo de los tres años de guerra la publicística insurgente osciló entre la afirmación de la patria y su preeminencia frente a la de Dios y la restauración de su imperio en su nación preferida: ¿se era español por ser católico o se era católico como consecuencia de ser español? Para los falangistas, el concepto misional de nación heredado de José Antonio Primo de Rivera ocupaba un lugar central. La nación era un proyecto común que aspiraba a ser imperial. En él, la religión constituía un elemento de la españolidad por mor de su historia, y por lo tanto consustancial, pero no previo, a la misma. Esto no era necesariamente así para los tratadistas católicos como José Pemartín o José María Pemán. Dios precedía a la nación, y esta entidad nunca se podía situar en un plano jerárquico superior a la divinidad. Esas disputas doctrinales tuvieron expresión cotidiana y simbólica en los intentos falangistas por (re)semantizar patrióticamente fiestas y conmemoraciones. Y una expresión política en las luchas entre católicos y fascistas por la hegemonía en el control de la educación y la propaganda en el nuevo Estado emergente.


  La experiencia bélica dejó una fuerte impronta en el nacionalismo español de los sublevados. La nación debía ser católica, subordinada al Estado o a Dios según las sensibilidades, pero en todo caso cuartelera. Las virtudes militares de jerarquía, disciplina, sacrificio y generosidad, típicas de los combatientes en el frente, debían impregnar la retaguardia y todo el cuerpo social, pasando a constituir un ingrediente fundamental de la ordenación social. La idea de imperio pasó a desempeñar un papel relevante en la retórica patriótica de los insurgentes. Para los falangistas, se trataba de un concepto melifluo, que se debía entender en clave espiritual y como una búsqueda de un aglutinantes, de una empresa común que crease una homogeneidad interna. La Falange no era nacionalista, afirmaba el sacerdote Fermín Yzurdiaga. Pues la Patria no era un «soporte físico de nuestra cuna y de nuestra vida», sino una sustancia espiritual y un proyecto que englobaba tradición, historia y futuro. El imperio sería así el elemento que permitiría afirmar la plenitud nacional de España y superar la fase anterior de patriotismo nostálgico, sin deificar la nación. Con todo, hasta 1945 algunos autores jugaron con la idea de «espacio vital» y con la presunción de que España debía aspirar a la anexión de Andorra, el Rosellón, la Cerdaña, los territorios vascos de Francia e, incluso, interesarse por Cerdeña. Y, sobre todo, Gibraltar y las colonias francesas del norte de África.


  El discurso nacionalista de los insurgentes entre 1936 y 1939 se caracterizó asimismo por una cierta tensión interna entre la afirmación de la unidad en la variedad —con limitadas concesiones a la supervivencia de la identidad regional, y hasta de las etnicidades peninsulares, dentro de una jerarquía clara que excluía las autonomías políticas, aunque hasta mayo de 1937 no siempre las rechazó de plano, siguiendo en esto el alma descentralizadora y regional(ista) del tradicionalismo español—, y la identificación de la nueva España como un todo etnoculturalmente homogéneo, identificado con Castilla y sus valores y cultura. Según este postulado, cualquier concesión a la variedad sentaría un peligroso precedente. El antiseparatismo fue una motivación relevante para muchos partidarios de los insurgentes, aunque era compatible con cierto orgullo local y regional, como epítome de las mejores virtudes de la patria. Pero, por otro lado, el papel tradicional de Castilla como unificadora de los pueblos de España fue un argumento utilizado desde un principio en la esfera pública insurgente. Algunos publicistas no dudaban en presentar la guerra como una reconquista de España a manos de Castilla.


  La crítica del uso público, y cada vez más del privado, de los idiomas diferentes del castellano se convirtió en un motivo frecuente de la prensa de retaguardia desde la primavera de 1937. Se toleró un limitado uso del gallego o el mallorquín en textos más o menos propagandísticos y géneros literarios menores. Pero en 1938 esa permisividad prácticamente había desaparecido. En la enseñanza, las tímidas reivindicaciones de que los idiomas vernáculos fuesen tolerados en el nivel primario, para mejor socializar a los niños de zonas bilingües en los principios eternos de la tradición española, fueron barridas por el temor a hacer concesiones al separatismo. La abolición en 1937 de los Estatutos de Autonomía de la República, pero también de los tradicionales fueros de Vizcaya y Guipúzcoa, pese a la oposición de carlistas y algunos falangistas, mostraba claramente que el régimen adoptaría una estructuración férreamente centralista y unitaria.


  La legitimación del nuevo régimen surgido de la victoria del bando franquista en 1939 se estableció sobre una interpretación nacionalista de lo que había sido el golpe del 18 de julio, convertido en nueva fiesta oficial como efemérides del ahora denominado alzamiento. El contenido nacionalista del Nuevo Estado se basó, fundamentalmente, en la aportación del nacionalismo católico-tradicionalista de raíz menéndezpelayista, a través de la elaboración de Acción Española y de teóricos como el antiguo carlista Víctor Pradera. A ello se unió, como hemos visto, la retórica imperial falangista, el mito de la Hispanidad y el autoritarismo que había anidado en el Ejército, y que se reflejó sin más en las ideas, simples pero firmes, del propio Franco: nacionalismo autoritario, católico y corporativista, cuyos enemigos interiores eran la masonería, el liberalismo, el comunismo y el separatismo. Sería el período de auge del nacionalcatolicismo gestado a lo largo del primer tercio del siglo, que se presentaba como expresión de la España tradicional, eterna, católica e imperial.


  La política de renacionalización autoritaria a través del Estado tenía el propósito de uniformizar cultural e ideológicamente a la población y combatir el arraigo social de la anti-España. Tarea fundamental fue la reimposición de un único idioma oficial: el castellano. El uso del gallego, catalán o euskara sólo quedó tolerado al ámbito literario y folclórico, con márgenes de tolerancia que se ampliaron de modo relativo desde principios de los años cincuenta. La pieza más conocida de ese programa renacionalizador fue la difusión de una visión de la Historia de España desde el prisma nacionalcatólico, con glorificación de mitos y valores a través de los medios de comunicación, y sobre todo la escuela primaria y el bachillerato. Esa política de renacionalización contó además con nuevos vehículos de difusión. En primer lugar, el desarrollo de modernos medios de comunicación de masas de gran impacto social, en particular de una única televisión en castellano desde mediados de los cincuenta, pero también la multiplicación de las emisiones de radio y la generalización de su cobertura y audiencia, así como la mayor difusión de la prensa diaria de ámbito español, que fue un vehículo efectivo, también en el nivel de la prensa local, de la difusión de los mitos fundacionales o legitimadores del franquismo. En segundo lugar, tuvo lugar de manera progresiva una extensión de la escolarización infantil, lo que tuvo también como consecuencia la práctica universalización de la alfabetización en castellano de las nuevas generaciones nacidas tras la guerra civil. Y en tercer lugar, se produjo una mayor integración económica del territorio español, acompañada de nuevas migraciones internas, cuyo efecto fue ambivalente.


  La exaltación de los símbolos de la Nueva España, con generalización de nuevas efemérides (18 de julio, 1 de abril), la erección de monumentos a «los caídos por Dios y por España» y el recuerdo en las fachadas de las iglesias a las víctimas del bando franquista, constituyó un aspecto más de la política de renacionalización. Es dudoso que estos nuevos símbolos operasen como auténticos instrumentos de integración social en una nueva o refundada comunidad nacional, al basarse en la exclusión de los vencidos en la contienda de 1936-1939. No obstante, si bien esos símbolos formales tuvieron un efecto contraproducente, la promoción de nuevos símbolos sin concomitancias bélicas sí que alcanzó una mayor difusión. Así ocurrió, por poner dos casos, con la intensa explotación propagandística del fútbol por el régimen, o la difusión de la copla y de la canción española, género híbrido que cobró gran popularidad en la España de los años cincuenta y sesenta; o con la exaltación de los toros —que se convirtieron desde los años cuarenta en la fiesta nacional por excelencia—. El cine, a través de la españolada, también contribuyó en buena medida a la difusión de esos imaginarios.


  La diversidad regional y, particularmente, provincial y local fue un componente que el franquismo también cultivó de forma subordinada a través de su política cultural. Españolismo regional, provincial y local, que no regionalismo (o provincialismo o localismo) político. La revaloración del folclore y las fiestas y tradiciones populares, el cultivo de la historia local, el estudio de los dialectos y la reivindicación de la identidad local como un escalón perfectamente compatible con la identidad nacional, y como mejor depósito de lo que era la tradición española, naturalmente católica y preliberal, iban de la mano de la apropiación de imágenes —literarias, cinematográficas o pictórico-fotográficas, empezando por los arquetipos paisajísticos— elaboradas en origen por los nacionalismos periféricos. Y de este modo se integraron también desde fines de la década de 1950 los territorios coloniales como nuevas provincias en el imaginario de la diversidad española. Aunque se trataba así de sortear las resoluciones anticoloniales de la Organización de las Naciones Unidas, también se ponía en evidencia el deseo de asimilar las colonias africanas, tanto Guinea Ecuatorial como el Sahara Occidental y, tras 1956, Sidi Ifni, a territorios plenamente españoles, si bien en Guinea se ensayó el primer estatuto de autonomía territorial (1964). Así, la lengua española fue difundida por el Estado en sus colonias africanas. Sin embargo, la apelación a lo regional y lo local siempre tropezaba en última instancia con el temor a resucitar políticamente el fantasma del separatismo. Por ello, el mensaje nacionalista español promovido por el franquismo fue incapaz de erradicar el apoyo social a los nacionalismos periféricos, que subsistieron en estado latente, refugiados en las familias y las redes sociales informales, allí donde aquellos habían sido capaces de implantarse con fuerza con anterioridad a la guerra civil.
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      FIGURA 6. Cartel de la película Raza, José Luis Sáenz de Heredia, 1941.

    

  


  Más allá del debate nominalista acerca de si la política lingüística del franquismo se puede calificar de genocidio cultural, lo cierto fue que aquélla consistió en restituir al castellano, con métodos cuarteleros y autoritarios, al lugar en el que se consideraba que era natural que estuviese: única lengua culta y oficial. Los argumentos ya habían sido acuñados hacía tres décadas: superioridad intrínseca, mayor utilidad, dimensión universal, prestigio intelectual, y asociación con el alma de Castilla y el espíritu nacional español. A lo largo de los años cincuenta y sesenta la posición beligerante contra los idiomas vernáculos se fue matizando, y aquéllos pasaron a ser considerados lenguas que formaban parte de un patrimonio cultural español. La tolerancia hacia su uso literario y —limitadamente— público (festivo y conmemorativo) amplió sus márgenes. A medida que las élites franquistas tuvieron que moderar la imagen del régimen a ojos del mundo occidental, no hubo necesidad de introducir cambios en el ordenamiento legal, sino que simplemente se redujo la intensidad de las prácticas cotidianas de represión lingüística. Empero, los idiomas regionales no adquirieron estatus legal alguno. Seguían excluidos de la enseñanza y la Administración. Y el régimen vigilaba qué se publicaba en ellos.


  De hecho, desde mediados de la década de 1950 se registró un fenómeno paradójico. La creciente asimilación cultural de las periferias alófonas fue favorecida por la extensión de la escolarización en castellano, que amplió el nivel de competencia lingüística en la lengua de Cervantes al conjunto de la población, y aceleró el proceso de sustitución lingüística allí donde ya estaba avanzado, como el dominio lingüístico aragonés y el asturiano, o en áreas urbanas y suburbanas de Valencia, País Vasco, Navarra y Galicia. Influyó en ello la extensión de los medios de comunicación de masas en castellano, en particular la radio y la televisión, esta última desde 1956. Las migraciones internas a las áreas urbanas de Cataluña, el País Vasco y Valencia aumentaron en esos territorios el número de hablantes monolingües en castellano.


  Por otro lado, a partir de mediados de los años cincuenta el régimen franquista reaccionó de forma contradictoria ante el crecimiento de la reivindicación lingüística y cultural en algunos territorios, en parte porque su marco legal era fragmentario. A menudo respondía con sanciones, clausuras de publicaciones y asociaciones o restricciones al uso de las lenguas vernáculas en programas de radio. También intentaba emitir algunos gestos conciliadores. Pero sus esfuerzos nunca traspasaban el horizonte conocido: literatura y uso familiar e informal, sí; oficialidad en la enseñanza y la Administración, no. La protección del Estado se limitaba al castellano, e implícitamente se esperaba que la modernización económica, la urbanización y la extensión de la educación acabasen por reducir el espacio de las lenguas no castellanas. Los límites de la diversidad que se pretendía encauzar y tolerar eran permanente objeto de preocupación. El día de Sant Jordi (23 de abril) de 1963 el ministro de Información y Turismo, Manuel Fraga Iribarne, se mostraba partidario de una promoción ordenada de la lengua catalana, pues «la unidad de la patria […] no puede verse amenazada por el cultivo del idioma vernáculo», ahora visto como «un acusado matiz específico de nuestro ser nacional, que contiene algunos elementos ciertos de una cultura propia».


  La contradictoria evolución de las actitudes del nacionalismo franquista hacia la diversidad lingüística también se reflejó en el ámbito educativo. La Ley de Enseñanza Primaria de 1945 no dejaba ningún resquicio para las lenguas regionales. Y en los manuales escolares de los años cuarenta se reflejaba una clara minusvaloración de las mismas, con los argumentos consabidos. En 1941 la Enciclopedia Escolar en Dibujos establecía que además del «idioma español […] hermoso, agradable, profundo», se hablaba en algunas zonas el vascuence, de aprendizaje «difícil», o los dialectos catalán, mallorquín, valenciano y gallego, «así como el asturiano y el andaluz», todos ellos «ligeras variantes del idioma castellano», si bien reconocía que el gallego y el catalán habían dado lugar a «una literatura estimable». Aunque debían respetarse «las modalidades particulares del hablar regional», el castellano era «el idioma oficial y el que estamos obligados a conocer y cultivar todos los españoles». Quince años más tarde se registraban algunos cambios. En la Enciclopedia elemental editada por la Sección Femenina de FET en 1957 se señalaba que la «Lengua española es el idioma propio de los países que constituyen la Hispanidad, o sea nuestra Patria y las naciones que formó en su obra civilizadora a través de la Historia», siendo la «más opulenta y hermosa de todas las lenguas modernas, por su armoniosa fonética, cuya ortografía es la más racional de todas las existentes; por la riqueza y matices delicadísimos, inagotables, de su vocabulario; por su flexibilidad y elegancia». Pero también se hablaban o habían hablado otras lenguas, incluido el vasco, «intacto en gran parte por el aislamiento geográfico». Y en 1966, la Enciclopedia Álvarez recogía una definición contradictoria que establecía de nuevo una jerarquía política entre lengua (idioma de una nación) y dialecto («manera particular de hablar y escribir el idioma oficial de un país en determinadas regiones de mismo»), incluyendo en esa categoría al bable, el extremeño y el andaluz, mientras que «el catalán, el gallego y el vasco tienen, en cambio, categoría de idiomas».


  Los márgenes de tolerancia del régimen franquista se ampliaron de modo progresivo durante la segunda mitad de los años sesenta. A ello contribuyó la Iglesia católica, desde que en 1963 el Concilio VaticanoII autorizó la introducción de las lenguas vernáculas en la liturgia. Los obispos de Cataluña permitieron a los párrocos incorporar el catalán a la prédica, dejando en posición difícil al régimen. Al abrigo de ese progresivo cambio de clima, se registraron otras iniciativas. Primero, la reactivación de cátedras universitarias dedicadas al estudio de las lenguas no castellanas, como la auspiciada en la Universidad de Deusto por la Diputación de Vizcaya. Segundo, las peticiones por parte de algunas entidades para que las lenguas regionales tuviesen cabida en los currículums escolares, equiparándolas a las lenguas extranjeras. Y asimismo la extensión en algunas zonas de escuelas privadas en lenguas regionales. Desde 1957 empezaron a surgir ikastolas en Vizcaya y Guipúzcoa. Y varias escuelas privadas de Barcelona y otras ciudades incluían de modo oficioso asignaturas en catalán en su currículum. La Ley General de Educación de 1970 abrió algunas rendijas para la introducción limitada de los idiomas regionales en la enseñanza preescolar y primaria, lo que se aplicaba también al Sahara Occidental. Y a partir de su entrada en vigor, un número creciente de centros catalanes de enseñanza primaria y secundaria introdujeron algunas clases optativas en catalán, a menudo apoyadas por las asociaciones de padres.


  La concesiones legales del régimen en materia lingüística llegaron demasiado tarde. En junio de 1974 los delegados provinciales del Ministerio de Educación y Ciencia del País Vasco, Navarra, Cataluña y Galicia solicitaron de manera conjunta que el Estado regulase de manera adecuada la «permanencia y enriquecimiento» de sus culturas regionales, y facilitasen a los «nativo-parlantes» el «cultivo de su lengua», justificándolo en que en cada uno de esos territorios se había asistido al «despertar de una nueva conciencia de la lengua propia». En mayo de 1975, el Decreto 1433/1975 autorizó para el curso siguiente la inclusión de las «lenguas nativas españolas» con carácter voluntario en los programas de educación preescolar y educación general básica. Finalmente, en octubre de 1975 el Ministerio de Información y Turismo remitió a las Cortes franquistas un proyecto de ley sobre «regulación del uso de lenguas regionales». El Decreto subsiguiente (2929/1975) fue publicado cinco días antes de la muerte de Franco, y estuvo vigente hasta mayo de 1979. Tenía algunas semejanzas con la reglamentación adoptada en 1930, en otro momento de transición. Las «lenguas regionales» eran un «patrimonio cultural de la Nación española», por lo que todas ellas serían consideradas «lenguas nacionales» —que no oficiales—, cuyo conocimiento y uso sería protegido por el Estado. Se autorizaba su utilización en «todos los medios de difusión de la palabra oral y escrita, y especialmente en los actos y reuniones de carácter cultural»; señalaba sin embargo que el castellano sería el único «idioma oficial de la Nación» para las actuaciones de todos los órganos de la Administración pública, incluyendo las entidades locales; advertía que «ningún español podrá ser objeto de discriminación por no conocer o no utilizar una lengua regional», y autorizaba el uso de las «lenguas regionales» en la vida interna de las entidades locales, salvo en sesiones plenarias, cuyos acuerdos se debían consignar en castellano.


  En todo caso, y a pesar de esas concesiones, la represión estatal fue percibida en algunos casos, y particularmente en Cataluña y el País Vasco, como una suerte de «ocupación española» consecuencia de la derrota militar en la guerra civil. Por esta razón, el régimen franquista contribuyó a reforzar la cohesión política y social de las comunidades nacionalistas periféricas, sobre todo de la vasca y catalana. La ecuación entre descentralización y democracia llevó desde la década de 1960 a una creciente ósmosis entre los postulados culturales de los nacionalismos subestatales con la izquierda de referente nacional español, huérfana de símbolos legitimados —olvidado el himno de Riego y reducida, en la práctica, la tricolor republicana a los núcleos exiliados— y alérgica a cualquier manifestación de identidad nacional española, contaminada por la hipertrofia retórica en que la envolvía la propaganda franquista. La reivindicación de la plena cooficialidad de los idiomas regionales se convirtió así en una bandera asumida, aunque al principio de forma más bien simbólica, por buena parte de la oposición antifranquista. Ello prefiguraba un cambio de actitud desde el nacionalismo español democrático: las lenguas no castellanas también eran un patrimonio de España, no en posición jerárquicamente inferior, y tampoco como concesión pragmática y «conllevante» a la realidad. Sin embargo, eso no llevó a los partidos mayoritarios de izquierda, salvo en Cataluña, a la defensa de una plena simetría entre todas las lenguas de España. El castellano seguía siendo una lengua pragmáticamente asumida por aquéllos como idioma común a todos.


  Durante el tardofranquismo tuvo lugar, además, un fenómeno paradójico. De manera paralela a la creciente reticencia del Estado central ante cualquier reconocimiento de un contenido político-administrativo o jurídico al concepto cultural y etnográfico de región, algunos círculos académicos comenzaron a avanzar la necesidad de reforzar la descentralización regional con base en criterios meramente funcionales. Desde la puesta en práctica por el régimen de la política económica desarrollista mediante la potenciación de polos regionales, durante los años sesenta algunas élites políticas pasaron también a considerar aquellos postulados académicos e intelectuales como fórmulas actualizadas y útiles de gestión del territorio. Fue el caso de presidentes de diputación, concejales y alcaldes, así como de profesores universitarios de provincias, desde principios de la década de 1970. La expansión de esas teorías fue paralela a la extensión de un tímido proceso de recuperación de símbolos, mitos históricos y materiales culturales locales, con la complicidad de varias diputaciones provinciales.


  El efecto del «españolismo regional» fue ambiguo. Pretendía cimentar la fidelidad de las regiones y provincias de España a un proyecto nacional común e indiscutible. Pero también contribuyó a (re)crear símbolos, imágenes y discursos de cierto contenido vindicativo, y proporcionaron un repertorio renovado de iconos culturales, discursos historiográficos y símbolos que podrían constituir la base de un discurso político de reivindicación (etno)territorial. Este proceso se registró en regiones como Aragón o Asturias. Uno de los repertorios discursivos a través de los que se podía expresar el nacionalismo español era, paradójicamente, la reivindicación no sólo regional, sino regionalista, en la medida en que aquélla aspirase a la simetría de trato entre los diversos territorios de la nación.


  A la muerte del dictador, en noviembre de 1975, quedaron sentadas las bases de varios de los elementos que configurarían un modelo de «concurrencia múltiple etnoterritorial» que habría de caracterizar a la posterior democracia española. A saber: la coexistencia de reivindicaciones nacionalistas democráticas en varios territorios; la presencia de algunos nacionalismos radicales anclados en el rechazo a la identidad española, oposición reforzada por la equiparación de esta última con un régimen represivo, en particular en el caso vasco con la consolidación de la organización armada Euskadi Ta Askatasuna (ETA, 1959); la pervivencia de posicionamientos pseudofederalistas en la izquierda, y pseudorregionalistas en la derecha posfranquista; la floración de reivindicaciones producto del efecto imitación/reacción generado por los nacionalismos catalán y vasco en otros territorios de España; así como el surgimiento de nuevos nacionalismos (como en Canarias, en parte en Andalucía) y de diversos neorregionalismos. Las nuevas reivindicaciones territoriales también fueron producto de la deslegitimación ideológica del nacionalismo español y de la cultura política de oposición al franquismo.
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  Una difícil relegitimación: la idea


  de España desde la Transición


  (1975-2018)


  El nacionalismo español tras la muerte de Franco constituye un aparente caso de invisibilidad política. Prácticamente ninguno de los actores políticos que se identificaría con la idea de España como nación aceptaría esa etiqueta. Durante al menos dos décadas, incluso la adopción del término «patriotismo» era considerada problemática por parte de la mayoría de las fuerzas políticas del espectro democrático. España, en este caso, no es necesariamente una excepción: la mayoría de los discursos nacionalistas de Estado tienden a rechazar esa etiqueta, y a adoptar la más neutra y positiva de patriotismo. Pero sí lo es, en nuestra opinión, en cuanto a la relativa invisibilidad política y articulada del nacionalismo de Estado tras 1975. En ello, el peso de la guerra civil y del franquismo ha tenido mucho que ver. Lo que se debe fundamentalmente a tres factores, ya apuntados:


  a) La profunda deslegitimación del patriotismo español por su apropiación simbólica y discursiva por el régimen franquista. Una deslegitimación que afectó también a la continuidad de la tradición del nacionalismo español de impronta liberal-democrática que estaba presente desde el sigloXIX.


  b) El aura de legitimidad paralela, devenida en una reivindicación que pasó a ser sinónimo de antifranquismo, que adquirieron los postulados políticos y culturales de los nacionalismos periféricos, a los que se acercaron, o en cuya asunción más o menos superficial y más o menos sincera coincidieron, buena parte de las izquierdas antifranquistas, desde el PSOE hasta los diversos grupos de la izquierda radical desde finales de la década de 1950. Se corría así un tupido velo sobre lo que, en realidad, había sido una actitud de desconfianza mutua entre los republicanos de izquierda, las izquierdas obreras y buena parte de los partidos nacionalistas vascos, catalanes y gallegos entre 1936 y 1939.


  c) La ausencia de un elemento presente en otros nacionalismos de Estado tras 1945: un consenso antifascista que actuase de mito relegitimador, cuando no refundador, de la nueva comunidad nacional democrática. El hecho de que el recuerdo reciente de la guerra civil y del franquismo no fuese compartido impedía que cristalizase una memoria patriótica común. Por el contrario, se perpetuó una suerte de memoria patriótica escindida que ya era típica de la dicotomía entre patriotismo español liberal y patriotismo tradicionalista durante el sigloXIX, y que se había traducido en visiones del pasado reciente y remoto radicalmente opuestas. La larga persistencia de una memoria histórica reciente dividida y enfrentada no sólo ha dificultado la cristalización de alianzas político-estratégicas estables entre los principales partidos españoles de izquierda y derecha alrededor de un programa común de defensa de la integridad nacional frente al desafío de los nacionalismos subestatales, como sí podría ocurrir en Alemania, Francia o Italia. También ha supuesto un obstáculo para forjar un patriotismo constitucional español digno de tal nombre que partiese, como bien teorizó Jürgen Habermas, de una crítica y superación sin concesiones del pasado dictatorial reciente.


  A partir del inicio del proceso de transición hacia la democracia, culminado con la promulgación y aprobación por referéndum de la Constitución en diciembre de 1978, el nacionalismo español de vocación democrática se enfrentó a un cuádruple desafío. Primero, recomponer su legitimidad histórica, reciente y remota. Segundo, aceptar la pluralidad etnocultural como elemento constitutivo e irrenunciable, es decir, matizar o reducir el énfasis en la homogeneidad idiomática y cultural de España, como consecuencia de la necesidad de adecuar su discurso y praxis a la nueva realidad institucional y política configurada por el Estado de las autonomías, yendo mucho más allá en este aspecto de lo que había sido la aceptación limitada y prepolítica de la pluralidad etnocultural por el nacionalismo franquista. Tercero, contrarrestar el permanente desafío de los nacionalismos subestatales, que lejos de poner un fin a sus demandas de autogobierno se han consolidado social y políticamente, y han elevado de forma periódica el listón de sus reivindicaciones. Y cuarto, hacer todo ello compatible con el impacto de la incorporación al proceso de unidad europea y, por tanto, con las cesiones efectivas de soberanía hacia arriba que el Gobierno central se ha visto obligado a hacer.


  Las respuestas del discurso patriótico español a esos nuevos retos desde 1975-1978 han sido diversas a derecha e izquierda. De modo general, podemos sostener que el conjunto del espectro democrático español, desde la derecha conservadora a la socialdemocracia y, con matices, otras opciones a su izquierda, comparten los siguientes postulados:


  a) España es una nación, y el titular de la soberanía es el conjunto de los ciudadanos españoles, que en uso de aquélla han decidido libremente descentralizar su ejercicio y repartir el mismo entre el Estado central y las comunidades autónomas (CC.AA.), sin que ello implique una fragmentación del sujeto soberano. Pues la soberanía es indivisible e imprescriptible, y la titularidad de la soberanía de la nación española es inalienable. El compartir el ejercicio de esa soberanía con las CC.AA. no conlleva una pérdida, siquiera parcial, de su titularidad en favor de estas últimas.


  b) La pluralidad etnocultural, institucional y jurídica forma parte del nuevo concepto de nación española, aunque los límites de esa aceptación de la pluralidad sean volubles y variables, y no todas las culturas y lenguas tengan idénticos derechos, proyección y categorías. En general, persiste la asimetría a favor del castellano como el más genuino marcador cultural de la identidad española, aunque los argumentos a favor de su superioridad se sostengan ahora en la rentabilidad, la difusión universal o la inteligibilidad mutua de facto de todos los ciudadanos en esa lengua.


  c) España es, como realidad nacional, una comunidad política y cultural forjada objetivamente por la Historia, desde al menos la Edad Moderna, cuando surgieron una serie de elementos culturales y valores compartidos, si bien no se recurre, salvo en sectores marginales, a la definición étnica de la nacionalidad española.


  d) La defensa de la Constitución de 1978 entraña la defensa de un patriotismo plural y abierto, que incluye la defensa de las libertades, y que es además relegitimado frente a un desafío nacionalista periférico que, en esencia, es reputado como tendencialmente etnocéntrico y a veces violento; pero que, en todo caso, sería intrínsecamente incompatible con los valores cívicos y democráticos.


  A partir de estos postulados básicos, y como todo nacionalismo, de Estado o subestatal, el nacionalismo español contemporáneo de orientación democrática se caracteriza por una amplia diversidad interna. Bajo el común denominador de la defensa de la continuidad de España como nación «única e indivisible», y por lo tanto de que sólo aquélla como un todo territorial puede ser el sujeto de derechos políticos colectivos, se hallan programas políticos y cosmovisiones sociales y culturales muy diferentes. Hay etnonacionalistas españoles, nacionalistas culturales españoles, nacionalistas cívicos o «constitucionales» españoles, en diversos grados y combinaciones, del mismo modo que los hay catalanes, gallegos o vascos. Que recurramos a tipos ideales para clasificar la realidad no excluye que esa misma realidad sea compleja. Y que, por lo tanto, lo más frecuente sea la combinación en diferentes dosis de elementos cívicos y etnoculturales, y las valencias de esas combinaciones y elementos liberales o antiliberales, según el caso y el momento, como ocurre con prácticamente todos los nacionalismos.


  El nacionalismo español —o, si se prefiere, el discurso patriótico español— se ha expresado y se expresa en público, sobre todo, a través de los medios de comunicación y una abundante publicística, que tiene como medio de difusión una amplia gama de libros de éxito y de artículos de opinión en la prensa escrita y, desde principios del sigloXXI, en medios de comunicación digital, además de espacios radiofónicos y televisivos, hasta el punto de que se ha convertido en uno de los temas más visibles y debatidos en esos mismos medios de comunicación. De hecho, la rearticulación de una esfera pública patriótica estuvo en un principio, y sigue estando en buena medida, muy vinculada a la confrontación dialéctica con las demandas permanentes hacia la obtención de un más allá institucional planteadas por los nacionalismos subestatales, así como con la renovación y parcial relegitimación del discurso ideológico de la derecha conservadora.


  Los recurrentes debates publicísticos en la España democrática acerca de la existencia de un «problema vasco» o un «problema catalán» han llevado con frecuencia a una suerte de resurgimiento de los viejos debates intelectuales de la Generación del 98, y de los más recientes que preocuparon al exilio republicano liberal español en la década de 1950: ¿existe un problema o una anomalía española? Esa preocupación ha dado lugar a decenas de panfletos, artículos de opinión y libros escritos por periodistas, publicistas y líderes políticos cuya máxima preocupación, además de responder a una pregunta tópica —como ¿qué es España?, o ¿subsistirá España como nación en el futuro?—, ha sido y es el combatir dialécticamente a los nacionalismos periféricos utilizando diversos argumentos —la cuestión lingüística, la política cultural y las interpretaciones de la Historia, el «agravio económico» y, sin duda el argumento más importante para una buena parte de esa publicística, la persistencia de la actividad criminal de la organización terrorista vasca ETA tras 1978 y hasta 2011—.


  Un efecto paralelo ha sido el surgimiento y consolidación, aunque de visibilidad más circunscrita a sus ámbitos territoriales o lingüísticos específicos, de una respuesta simétrica por parte de todos aquellos intelectuales y publicistas que se hallan comprometidos con la defensa de las nacionalidades oprimidas. En general, desde ese ámbito se tiende a ver en cualquier afirmación de patriotismo o nacionalismo español, por democrática que sea, y hasta en las manifestaciones de júbilo callejero por los éxitos deportivos de las selecciones españolas de baloncesto, fútbol o cualquier otra disciplina, una resurrección peligrosa de un nacionalismo uniformizador, en una suerte de percepción compartida de que España como nación no existe o, si existe, sólo puede subsistir oprimiendo a otras naciones, éstas sí realmente auténticas, de la periferia. Una percepción social que es compartida por buena parte de los seguidores de los nacionalismos subestatales. En alguna de sus versiones, también hay intelectuales y teóricos alineados de forma militante con los nacionalismos periféricos que sostienen que únicamente se puede reservar el término nacionalismo a los movimientos de liberación nacional de pueblos oprimidos, sin Estado, mientras que el españolismo no sería sino un imperialismo, por su voluntad de dominación sobre otras naciones objetivas. Una dominación que tendría continuidad a lo largo de la democracia y se manifestaría por vías políticas y económicas no siempre autoritarias, como afirmaba en 2009 el notario independentista catalán Alfons López-Tena (Cataluña bajo España. La opresión nacional en democracia).


  La más sólida fundamentación doctrinal del nacionalismo constitucional español se encuentra sin duda en la larga sombra del legado del filósofo José Ortega y Gasset, constantemente retroalimentada por la oposición dialéctica a los nacionalismos periféricos. Las reflexiones orteguianas sobre la idea de nación, bien patentes en su España invertebrada (1921), se caracterizaban como hemos visto por un claro elemento de determinismo histórico. Castilla había sido la forjadora de la unidad española bajo la égida de la Monarquía, y a ella se unirían los reinos hispánicos como resultado de un proceso inevitable que hubo de llevar a la hegemonía castellana. Pero ese destino era visto como la búsqueda de un «proyecto común» para todos los pueblos hispánicos, expresado inicialmente en la empresa del descubrimiento y conquista de América, que habría facilitado la conformación de la unidad interna. Sin embargo, esa empresa común no consistía en una unión voluntaria, consentida o pactada, sino en un proceso teleológico y determinista, por el que los pueblos hispánicos se sumaban a la comunidad de destino de modo no electivo.


  A pesar de ello, la idea postorteguiana de «proyecto común» orientado hacia el futuro poseía la ventaja, para el nacionalismo constitucional español, de su flexibilidad conceptual y su adaptabilidad a nuevos objetivos a lo largo del tiempo. Esos objetivos fueron redefinidos ahora como la reconquista de la democracia y la modernización definitiva de España a través de su reincorporación a un paradigma de «normalidad» europeo. Lo que pasaba, en primer lugar, por la promulgación de la Constitución de 1978 y, después, por su participación en el proyecto de unidad continental. Sin embargo, el determinismo histórico orteguiano —la idea de que España era y es un producto de la Historia, heredado e incuestionable— permaneció como un fundamento, aunque a menudo sólo implícito, semioculto por un vocabulario liberal y voluntarista, del nacionalismo democrático español amparado por la Constitución, como ha sostenido X.Bastida. Además de afirmar el carácter «común e indivisible» de la Nación española como contrapeso al reconocimiento del derecho (implícitamente preexistente) a la autonomía de nacionalidades y regiones, el texto constitucional introducía varias veces la mención al pueblo español como único titular de la soberanía, concretamente en el preámbulo y los artículos 1.2 y 8. Según uno de los más destacados defensores en el plano académico e intelectual de la vigencia de la Constitución de 1978, el profesor de Derecho constitucional próximo al PSOE Juan José Solozábal, la Carta Magna, además de ser un ejemplo de nacionalismo voluntarista que bebería del legado cultural de Ortega y Gasset y Ernest Renan —pues ambos habrían concebido la nación como un proyecto común—, debía tener en cuenta la existencia previa e incuestionable de España como nación forjada por la Historia, y en concreto por la existencia de una convivencia política común «prescindiendo de su carácter voluntario o no», que habría generado una «comunidad cultural y un espacio económico nacionales». En la mente de los demiurgos de la Carta Magna, «España aparece como una verdadera Nación o comunidad intrínsecamente diferenciada», es decir, como «una estructura de convivencia, resultado de la experiencia común histórica de sus pueblos integrantes, que ha generado pautas culturales compartidas y cuyos miembros desean vivir juntos en el futuro».


  El carácter voluntario de ese proyecto común de raigambre orteguiana, pues, se sobreentiende y deduce de la Historia, más que se revalida y reactualiza por vías democráticas en el presente. Y así se mantendría entrado el sigloXXI. Según expresaban en 2008 el entonces militante y varias veces parlamentario vasco del PP y presidente de la Fundación DENAES, Santiago Abascal Conde, y el filósofo Gustavo Bueno —un veterano antifranquista escorado desde la década de 1990 hacia posiciones cada vez más conservadoras—, no cabría ninguna duda de que «la constitución (systática) [sic] de España es anterior a la constitución (jurídica) de 1978». Pues, añadían ambos autores, si el pueblo español era la «muchedumbre viva que, en el presente, es concebida como capaz de expresar su voluntad política», la nación era una realidad más amplia y extendida en el tiempo, ya que «no sólo designa al Pueblo que vive en ella, sino también a los muertos que la constituyeron y mantuvieron, y a los hijos que todavía no han empezado a vivir (o incluso a los que ya han nacido pero aún no tienen derecho a voto), pero que ya están, sin embargo, contemplados en los planes presentes dirigidos al mantenimiento futuro de la Nación». Razón por la que «el Pueblo no puede decidir, y menos aún una parte suya, sobre la Nación española».


  Un factor retroalimentador y al tiempo un acicate externo para la rearticulación de un discurso nacionalista español desde la Transición ha sido el constante desafío planteado por los nacionalismos subestatales al nacionalismo de Estado. Aquéllos, frente a lo que muchos esperaban durante la transición democrática, no pusieron un límite a sus demandas de autogobierno, y se reafirmaron en su voluntad de alcanzar objetivos políticos que, como mínimo, implicaban una generosa interpretación de la Carta Magna. Clara muestra de ello fueron la Declaración de Barcelona y sus epígonos (1998), así como la evolución hacia el soberanismo entre esa fecha y la primera década del sigloXXI por parte de los principales partidos nacionalistas vascos, jalonada por el acuerdo de Estella (o Lizarra-Garazi), y más tarde por el proyecto de libre asociación contenido en el Plan Ibarretxe, así como por las nuevas propuestas de cariz soberanista promovidas por la mayor parte del catalanismo político a partir de 2012. Y, por otro lado, durante la década de 1990 incluso pasó a ocupar un lugar en la agenda política estatal el nacionalismo gallego de izquierda, además de la presencia de pulsiones territoriales promovidas por «neorregionalismos autonomistas» en otros territorios como Canarias, Aragón o Baleares.


  La persistencia de la violencia terrorista en el País Vasco hasta el año 2011, con sus secuelas de sufrimiento, muerte y acoso social por parte de los sectores organizados del nacionalismo vasco radical de izquierda a los amenazados por ETA, por un lado; y la no desaparición de recurrentes postulados esencialistas y etnocéntricos en el discurso de importantes sectores de los principales partidos nacionalistas periféricos y muchos de sus líderes y portavoces intelectuales, por el otro, también han actuado de necesario retroalimentador del discurso patriótico español. Un discurso que se presentaba a sí mismo como una constante reacción democrática y cívica frente a las apetencias y agresiones de los nacionalismos subestatales, vistos como una traba permanente para la estabilidad político-institucional del país, su consolidación como una de las grandes potencias europeas y el afianzamiento, en definitiva, de la democracia española treinta y dos años después de la aprobación de la Constitución de 1978.


  El nacionalismo español, en definitiva, constituye desde 1975 y hasta la actualidad una realidad discursiva y cultural de márgenes difusos y contenidos diversos. De manera ideal típica podemos ensayar una tipologización del discurso nacionalista español contemporáneo en dos grandes tendencias: derecha e izquierda. Y dentro de cada una de ellas diferenciaremos diversas corrientes de pensamiento, si bien al descender al nivel de pensadores, programas y partidos concretos es posible identificar elementos provenientes de diversas tendencias. Recurriremos para ello, matizándola, actualizándola y ampliándola en lo posible, a una propuesta de clasificación que ya hemos avanzado en trabajos anteriores, y que expondremos a continuación.


  5.1. LA NACIÓN DE LAS DERECHAS: ENTRE LA HERENCIA FRANQUISTA Y LA FIDELIDAD CONSTITUCIONAL


  Dentro del campo ideológico y político de la derecha conservadora, podemos diferenciar dos tendencias principales, a saber: una minoritaria, que consiste en la persistencia del nacionalcatolicismo dentro de la extrema derecha, si bien se deja sentir en los discursos sobre la identidad española de una parte, en concreto el sector más conservador y confesional, de la derecha democrática española; y una hoy en día mayoritaria, que corresponde a la lenta y variada adaptación del mensaje nacionalista de la derecha democrática a las condiciones de la España posterior a la entrada en vigencia de la Constitución de 1978, y particularmente al Estado de las autonomías.


  5.1.1. La nostalgia nacionalcatólica


  Un nacionalismo español explícito e incluso agresivo en sus manifestaciones simbólicas y verbales, directamente heredadas o emparentadas con el nacionalismo tradicionalista español de principios del sigloXX y con el franquismo, ha persistido de modo muy visible, tanto en el terreno ideológico como en el simbólico, dentro del conjunto de partidos y organizaciones de ultraderecha durante el período de transición y consolidación democrática. Esas actitudes subsisten todavía en la actualidad, aunque su traducción político-electoral directa haya sido minoritaria o casi irrelevante.


  La visibilidad de este discurso, cuyos rasgos esenciales derivan claramente del legado franquista, también ha contribuido a su fácil identificación como objeto de estudio. La gran mayoría de los partidos que se sucedieron dentro de este espectro político sumamente fragmentado e inestable, desde Fuerza Nueva hasta el Frente Nacional, pasando por las diversas ramas del que fuera partido único del régimen, Falange Española, permanecieron leales al legado del nacionalcatolicismo, con pocos matices diferenciales entre ellos. Este componente alcanzaba incluso un grado de identificación mística entre España y la fe católica en algunos de sus líderes y pensadores más carismáticos, como el notario y antiguo procurador en las Cortes franquistas Blas Piñar.


  La persistencia del pensamiento nacionalcatólico corría paralela a la insistencia en una idealizada nostalgia del pasado, tanto del reciente —la dictadura franquista— como de las edades de oro pretéritas (el Imperio español de los siglosXVI yXVII, el énfasis en la hermandad espiritual, religiosa y lingüística con Latinoamérica), juntamente con una retórica oposición a Europa y particularmente a la entrada de España en la CEE/Unión Europea; así como un inflamado y retórico «antiseparatismo», que señalaba sin ambages como gran enemigo a los nacionalismos subestatales y repetidamente denunciaba desde la Transición la permanente amenaza que aquellos supondrían para la unidad de España. Utilizaba para ello términos connotativos y recargados de significación moral, como traición o chantaje, así como argumentos bien propios de las teorías de la conspiración judeomasónica y separatista de otrora. Desde esta perspectiva, los nacionalismos periféricos serían un mero producto del resentimiento de mediocres élites provincianas, que se ponían ahora al servicio de los históricos enemigos exteriores de España (Gran Bretaña, Francia y los Estados Unidos), no contentos con haber provocado la separación del tronco patrio de Gibraltar, Portugal, Cuba, Filipinas y Puerto Rico.


  Desde la óptica nacionalcatólica, las reivindicaciones autonómicas no serían sino un primer paso hacia la secesión territorial, y se erigían en un instrumento del comunismo a las órdenes de Moscú para desgajar regiones españolas del solar patrio y convertirlas en nuevas repúblicas soviéticas, como denunciaba el Diccionario de la ultraderecha publicado en 1977 a propósito del catalanismo, considerado como un movimiento que estaba simplemente «al servicio de la táctica y la subversión comunista». Y la Constitución de 1978 era contemplada asimismo como un crimen de lesa patria por permitir el reconocimiento del término nacionalidades, consideradas un primer paso hacia la destrucción de la unidad de la nación española. Aunque en varios manifiestos y programas políticos de Fuerza Nueva, al igual que de otras organizaciones de derecha radical, se hacía mención de modo genérico a una vaga «descentralización» del Estado a través de los municipios, las provincias y las regiones, en la mayoría de los casos sólo se trataba de una concesión retórica. Por consiguiente, la nueva estructura territorial diseñada por el Estado de las autonomías era y es contemplada como una falsificación de las tradiciones españolas, así como un mero derroche de recursos públicos cuyo único fin sería satisfacer las ansias de poder de élites regionales mediocres.
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      FIGURA 7. Conmemoración del 20 de noviembre en la Plaza de Oriente, Madrid.

    

  


  Esta interpretación básica, que apuntaba ya claramente en las intervenciones de varios de los senadores de designación real que intervinieron en el debate constitucional de 1978, permaneció vigente a lo largo de la década de 1990. Y aún subsiste bien entrado el sigloXXI, alimentada en particular por algunos intelectuales tardofranquistas que pregonaron y pregonan el retorno a una forma de gobierno autoritario bajo una apariencia más o menos tecnocrática, si bien desprovista de contenidos explícitamente confesionales. Así, el antiguo ministro franquista, teorizador del Estado tecnoautoritario en los años sesenta, y posterior diputado de Alianza Popular en las Cortes Constituyentes Gonzalo Fernández de la Mora describía en un texto publicado en 2003, poco antes de su fallecimiento, que España había entrado en un grave proceso de «desnacionalización» desde la restauración democrática. Ese proceso tenía tres orígenes principales: la consabida influencia devastadora de los nacionalismos periféricos, las cesiones de soberanía a la Unión Europea, y desde principios del sigloXXI la «desnacionalización demográfica» provocada por la incontrolable llegada de inmigrantes musulmanes y amerindios. El resultado de ese proceso no podría ser otro que la fragmentación de España, nación producto de una evolución histórica jalonada por los esfuerzos de los reyes visigodos, la Reconquista frente a los musulmanes, la unificación de los reinos peninsulares bajo la égida de los Reyes Católicos y la empresa colonial en América.


  Ciertamente, algunas nuevas organizaciones de la extrema derecha que surgieron desde la década de 1990 intentaron modernizar ese discurso y alcanzar mayor apoyo social y electoral, si bien con un éxito limitado. Con ese fin, varias de ellas elaboraron un nacionalismo estatista, radical pero explícitamente laico, que prefería beber de la auténtica tradición fascista española no contaminada por el franquismo, como el legado doctrinal de Ramiro Ledesma. Los planteamientos más sofisticados de los grupos neonazis españoles, como la Confederación Española de Amigos de Europa (CEDADE), que se caracterizaron por su apertura a otros nacionalismos ibéricos para ganar adherentes a su proyecto racial y paneuropeo bajo la bandera del «etnicismo europeo», apenas tuvieron eco social más allá de reducidos círculos de iniciados.


  El discurso nacionalista de organizaciones juveniles que, desde los años noventa, pretendían renovar el vocabulario político de la ultraderecha posfranquista, como Bases Autónomas, no sólo insistieron en el antiseparatismo, sino que señalaban a la irrupción de un otro nacional al que oponerse, y que debería ser eliminado o expulsado en beneficio de la pureza étnica y cultural de la nación española: los inmigrantes extracomunitarios, cuya presencia aumentó de modo exponencial a partir de principios del sigloXXI. Con todo, y pese a que los inmigrantes representaban en 2017 algo menos del 10 por ciento de la población española, este discurso todavía no ha sido capaz de atraer un apoyo electoral significativo. En buena medida, porque la derecha parlamentaria se ha apropiado de esa bandera, aunque con modulaciones más adaptadas al vocabulario y formas democráticas, que insisten sobre todo en la necesidad de controlar el flujo de la inmigración y favorecer la integración de los nuevos llegados en los valores comunitarios de la sociedad de acogida. Con todo, algunos discursos populistas y xenófobos, que se concretaban en el rechazo a la inmigración extraeuropea, y que gozaron de cierto éxito electoral a nivel municipal en zonas donde la inmigración masiva ha contribuido al surgimiento de nuevos problemas sociales y culturales, como en Cataluña, jugaron con éxito la carta del «populismo identitario», paradójicamente basado en una calculada ambigüedad a la hora de referirse al nosotros (catalanes o españoles, pero en todo caso los «valores occidentales»), siendo mucho más importante el oponerse al otro, los inmigrantes y, en particular, a los inmigrantes musulmanes. Era el caso de la Plataforma per Catalunya del antiguo militante de Fuerza Nueva Josep Anglada, que abrigaba algunas perspectivas de crecimiento hasta 2012, cuando el tsunami soberanista barrió al partido del mapa. Otro ejemplo fueron las campañas xenófobas emprendidas por algunos alcaldes, como las medidas contra los inmigrantes rumanos del líder conservador Xavier García Albiol durante su mandato al frente del ayuntamiento de Badalona entre 2011 y 2015.


  5.1.2. La lenta adaptación de la derecha democrática


  Este importante segmento del espectro político español, representado de forma casi hegemónica hasta la segunda década del sigloXXI por el Partido Popular (PP), evolución de la tardofranquista y reformista Alianza Popular (AP) fundada en 1977, adolece aún en la segunda década del sigloXXI de un problema: el permanente estigma del pasado franquista, patente en la misma filiación originaria del partido. Y, por lo tanto, hasta hace un lustro aún se hallaba a la búsqueda de una fórmula definitiva que le permitiese abanderar un proyecto patriótico y políticamente legitimado, que ha recurrido de forma alternativa a diversas fórmulas.


  La interrupción de la tradición liberal-democrática del pensamiento nacionalista español de los siglosXIX yXX ha tenido mucho que ver en ese problema de legitimidad. Así se puso de manifiesto en las filas del partido que, como coalición de sectores reformistas del franquismo y sectores liberales, regionalistas y democristianos que provenían de la oposición al régimen, lideró el proceso de transición entre 1977 y 1981, la Unión de Centro Democrático (UCD). Dentro de la organización centrista fue problemático conciliar las muy divergentes sensibilidades hacia la cuestión regional, y hacia la definición de España como nación, que convivían en las familias políticas que coexistían en su seno. También ha constituido un factor de retraso en esa adaptación discursiva la insistente reticencia de la derecha conservadora española a llevar a cabo una revisión crítica del pasado reciente, manifiesta en su incapacidad para condenar el régimen franquista. Eso ha tenido como consecuencia que, a la altura de 2018, aún le resulte problemático a la mayoría de la derecha democrática compartir con la izquierda una visión del pasado reciente que pueda servir de base a un auténtico patriotismo constitucional, como mostró en el verano de aquel año su actitud ante el traslado de los restos de Franco del Valle de los Caídos.


  Algunos restos de la cosmovisión nacionalcatólica, confinados sobre todo al discurso historiográfico, todavía son apreciables en el espectro conservador, particularmente entre sus líderes más entrados en años y entre sus corrientes más integristas. Intelectuales cercanos al PP todavía insistían en fechas no muy alejadas en que España era un producto de la Reconquista contra los musulmanes durante la Edad Media, si no anterior; destacaban el papel de los Reyes Católicos y la Monarquía católica —vista como una esencia de la nación— desde fines del sigloXV en esa unificación, y subrayaban el carácter intrínsecamente católico de esa nación española resultante, cuyo indiscutible momento de gloria habría sido el descubrimiento y conquista de América, empresa que situaría a España en la cima de su grandeza pasada y la obligaría en la actualidad a actuar de guardiana del inmenso legado cultural generado por la expansión ultramarina del castellano. Y una nación española que poco o nada debería al legado de las diversas religiones y culturas que también convivieron en el pasado en su seno, desde la árabe-andalusí al acervo mudéjar o judío. Como veremos, un porcentaje muy apreciable de la ciudadanía asocia aún la identidad española a su caudal histórico tradicional y a su dimensión católica.


  Aunque estas actitudes existen, y se sitúan en el basamento de algunos presupuestos básicos de la interpretación de la Historia abrigada por los conservadores, ni siempre son mostradas de forma abierta, ni constituyen el núcleo básico de su cosmovisión actual. Además, los postulados confesionales no se sitúan en el núcleo de la argumentación conservadora sobre la patria, pero sí son manejados desde algunos sectores para condenar el carácter reprobable, desde el punto de vista ético cristiano, de los nacionalismos separatistas por su fomento de la insolidaridad y por negar el papel no electivo del Estado (nacional instituido) como marco de garantía del bien común y la solidaridad interpersonal y entre las naciones. La historia pasada de España, en la que un factor fundamental como elemento de cohesión habría sido precisamente la religión católica, justificaría que sea moralmente inadmisible la posibilidad de una ruptura de la nación española, aunque se reconozca la pluralidad interna de la misma y que la Iglesia católica no debe pronunciarse sobre la mejor forma de organizar territorialmente la nación.


  Las declaraciones de destacados miembros de la jerarquía eclesiástica española en ese sentido han sido bastante numerosas. De hecho, varios ejemplos de esas posturas de la jerarquía eclesiástica han jalonado la primera década del sigloXXI, contribuyendo en ocasiones a la polémica. Así, en la instrucción pastoral Valoración moral del terrorismo en España, de sus causas y de sus consecuencias, aprobada por la Conferencia Episcopal en diciembre de 2002, se señalaba que desafiar la unidad de la nación española sin una debida reflexión era moralmente discutible:


  Poner en peligro la convivencia de los españoles, negando unilateralmente la soberanía de España, sin valorar las graves consecuencias que esta negación podría acarrear no sería prudente ni moralmente aceptable. Pretender unilateralmente alterar este ordenamiento jurídico en función de una determinada voluntad de poder local o de cualquier otro tipo, es inadmisible. Es necesario respetar y tutelar el bien común de una sociedad pluricentenaria[2].


  Por su parte, el cardenal Antonio Cañizares, entonces vicepresidente de la Conferencia Episcopal Española, declaraba en noviembre de 2005 que «la unidad de España es un bien moral», y asimismo que «mantener esa unidad corresponde a las exigencias del bien común». Y en la instrucción pastoral del 23 de noviembre de 2006, titulada Orientaciones morales ante la situación actual de España, se afirmaba explícitamente que «los diversos pueblos que hoy constituyen el Estado español iniciaron ya un proceso cultural común, y comenzaron a encontrarse en una cierta comunidad de intereses e incluso de administración como consecuencia de la romanización de nuestro territorio». A eso se unió el influjo de la fe cristiana, que se constituyó en «otro elemento fundamental de acercamiento y cohesión» entre aquellos pueblos, de modo que «ninguna de las regiones actualmente existentes, más o menos diferentes, hubiera sido posible tal como es ahora, sin esta antigua unidad espiritual y cultural de todos los pueblos de España». Aunque, fruto de la necesidad de contentar a amplios sectores del episcopado vasco y catalán, se reconociese la «legitimidad de las posiciones nacionalistas que, sin recurrir a la violencia, por métodos democráticos, pretendan modificar la unidad política de España», se insistía también en que esas propuestas nacionalistas debían ser «justificadas con referencia al bien común de toda la población directa o indirectamente afectada», teniendo en cuenta el poso de la historia común. Pues, «si la coexistencia cultural y política, largamente prolongada, ha producido un entramado de múltiples relaciones familiares, profesionales, intelectuales, económicas, religiosas y políticas de todo género, ¿qué razones actuales hay que justifiquen la ruptura de estos vínculos?»[3].


  Desde 2012, y en una línea semejante, la Conferencia Episcopal prodigó diversos comunicados alertando otra vez de los riesgos de «pretender unilateralmente alterar el ordenamiento jurídico» español «en función de una determinada voluntad de poder local» (2013), si bien la postura abierta a la consulta de la ciudadanía de Cataluña por parte de sectores muy importantes de la Iglesia católica catalana también llevó a un mayor énfasis en el diálogo político y la preferencia por cauces institucionales.


  La interpretación de la Historia y la legitimidad de España como nación por parte de la Iglesia católica no forma parte del discurso político público de la derecha conservadora, como hemos señalado. Pero, sin duda, influye en él de forma poderosa, y contribuye a orientar las opiniones de buena parte de los votantes que se sitúan dentro del espectro político conservador, así como en los postulados de importantes medios de comunicación de masas. Tampoco lo hacen las declaraciones, ciertamente aisladas y rápidamente acalladas, pero reveladoras de una corriente de opinión existente, de algunos mandos militares que, como el general en jefe de la Fuerza Terrestre José Mena Aguado con ocasión de la Pascua Militar de 2006, mencionaban la honda preocupación que embargaría al Ejército español ante la discusión del proyecto de Estatuto de Cataluña, y en concreto ante la posible vulneración de la unidad de España recogida en el artículo 2 de la Constitución, así como la eventual necesidad de que los militares destinados en regiones bilingües tuviesen que acreditar el conocimiento de lenguas distintas del castellano, o que los tribunales de justicia de las CC.AA. interfiriesen de modo dispar con el régimen interior de los establecimientos y bases del Ejército. Desde 2012, algunos mandos militares también han señalado de forma más o menos discreta que están preparados para cualquier escenario en Cataluña, siempre dentro de las atribuciones que el artículo 8 de la Constitución atribuye a las Fuerzas Armadas («garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional»), a menudo interpretadas como una licencia para la intervención armada contra los nacionalismos subestatales.


  Con todo, el Gobierno conservador de Mariano Rajoy (2011-2018) mantuvo a los mandos militares a raya. Pese a suscitar reacciones de inquietud en la opinión pública, lo cierto es que esas y otras manifestaciones estaban ya lejos de lo que era la tradición pretoriana del Ejército español, que tuvo su último coletazo en 1981. Y, de hecho, ni siquiera a partir de 2012, cuando pasó a plantearse sobre el tapete la cuestión de la posible independencia de Cataluña, fueron estridentes las reacciones del estamento armado, fuera de algunas declaraciones aisladas.


  De modo paralelo, podemos señalar tres tendencias principales dentro de este neonacionalismo conservador, que ha enarbolado banderas respetables como el pensamiento liberal, la defensa de los derechos individuales e, incluso, desde comienzos del sigloXXI, el patriotismo constitucional de filiación presuntamente habermasiana, como veremos. Pasemos a exponerlas de forma sintética.


  5.1.3. La imagen del otro interno: los nacionalismos periféricos


  La primera tendencia halla su razón de ser en una reacción continua contra los nacionalismos periféricos. El discurso patriótico de la derecha, y particularmente las estrategias políticas de Alianza Popular y después del PP en Euskadi y Cataluña, han hecho buen uso de la confrontación dialéctica con los nacionalismos vasco y catalán, incluyendo una constante denuncia de los objetivos y métodos de la política lingüística aplicada por sus gobiernos autónomos. Durante las décadas de 1980 y 1990, un buen número de libros y una abundante producción publicística han insistido en el carácter discriminatorio de esas políticas de normalización lingüística y cultural, y han denunciado la persecución del castellano, lo que era presentado a su vez como un primer paso en un proceso de balcanización y disgregación de la nación española. Como bandera en ese debate no siempre se hizo uso de argumentos esencialistas, aunque sí estaban presentes de modo implícito. En particular, la concepción de que el castellano es la lengua natural de todos los habitantes de España, y por tanto el carácter artificioso y aberrante de que un ciudadano español tuviese hipotéticamente que «aprender idiomas para trabajar en su propio país»[4]. Por el contrario, se recurrió de modo preferente a otro postulado: la primacía de los derechos individuales sobre los derechos colectivos, y por lo tanto la libertad de elección del idioma en el ámbito de la enseñanza y la Administración pública, así como en la estricta aplicación del bilingüismo en todos los órdenes de la vida pública.


  Algunas actitudes de las Administraciones públicas en Cataluña, el País Vasco o Galicia, y el monolingüismo simbólico que a menudo las caracteriza, así como la reproducción de incidentes más o menos aislados pero mediáticamente visibles, han contribuido a generar la percepción entre una parte apreciable de la ciudadanía española de que el idioma español está perseguido en algunos territorios. Percepción que no suele ser compartida por la mayoría de los castellanohablantes habituales, que no hay que olvidar que constituían en el año 2010 más del 50 por ciento de la población en Cataluña, más de un 70 por ciento en el País Vasco, y un porcentaje muy significativo en Galicia. El debate es sobre todo relevante en su dimensión simbólica, pues lo que a menudo estaba en su trasfondo no era el principio de la defensa de los derechos individuales de los hablantes de castellano objeto de discriminación en cuestiones como la lengua de escolarización de sus hijos o su libertad para dirigirse a las Administraciones públicas en algunas comunidades autónomas, una cuestión que por lo demás era socialmente poco relevante, según numerosas encuestas, para la mayoría de la población vasca, gallega, catalana o balear, y que hasta ahora no ha repercutido en un descenso real de la competencia lingüística en castellano de las nuevas generaciones de ciudadanos que han sido educadas y socializadas en la España de las autonomías. Lo que se discute de forma implícita, y a veces explícita, es la tradicional, natural y por lo tanto deseable supremacía del castellano como idioma de todos los ciudadanos españoles, al abrigo del carácter asimétrico que la Constitución recoge y que garantiza a todos los españoles el deber de conocerlo, frente al derecho de usar las demás. Para buena parte del discurso nacionalista o patriótico español, y de modo particular —aunque no exclusivo— en la derecha conservadora, la lengua castellana sigue constituyendo el marcador cultural determinante de la identidad nacional española. Un elemento común que no sólo uniría a los ciudadanos de diversos orígenes sociales y geográficos, sino que también constituiría la más decisiva contribución de España a la cultura universal.


  Ese papel tradicional se vería además reforzado por un argumento renovado de modernidad económica y utilidad internacional. Se argumenta así que el carácter universal del castellano, hablado por casi cuatrocientos millones de personas, justifica por sí solo su potenciación y primacía interna, y lo convierte en un potencial vehículo de expansión y proyección económica —aunque no se insista tanto en el reducido poderío económico de sus hablantes, criterio no baladí para evaluar el prestigio de las lenguas; se eluda la limitada presencia del castellano en internet, frente al dominio abrumador del inglés; y se silencie la solo relativa importancia del castellano en el contexto europeo y de la propia UE, donde es sobrepasado claramente en número de hablantes nativos por el alemán, el inglés, el francés y el italiano, y está casi a la par con el polaco—. E, igualmente, la lengua se convierte en una compañera de la expansión económica de España y sus principales empresas multinacionales desde la década de 1990, contribuyendo a su modernización y aportando dividendos netos a su Productor Interior Bruto. Pues el idioma castellano se convertiría en un arma de futuro —comercial, en primer lugar— y de expansión del prestigio de España por el mundo a través de la cultura, gracias a su pujanza demográfica y al hecho —un argumento, en sí, bastante contradictorio, en cuanto su posición es de lenguaB y en posición diglósica— de que sea el segundo idioma más hablado en los Estados Unidos.


  Por otro lado, aunque ese discurso reconozca que la política del régimen franquista y por el Estado-nación español en épocas anteriores hacia las lenguas minoritarias había sido represiva, e igualmente afirme el carácter profundamente español del resto de idiomas peninsulares, afirma a continuación algo por lo demás obvio según la Constitución de 1978. Como rezaba el «Manifiesto por una lengua común» firmado por diecisiete intelectuales y profesores universitarios en junio de 2008, sólo una de las lenguas de España, el castellano, disfrutaba del «deber constitucional de ser conocida». Esa asimetría no sería una injusticia legal, sino que suponía el reconocimiento de una situación de facto, además de que «contar con una lengua política común es una enorme riqueza para la democracia». Un hecho que se vería doblemente legitimado por tratarse de «una lengua de tanto arraigo histórico en todo el país y de tanta vigencia en el mundo entero como el castellano»[5].


  En sus versiones más descarnadas, también late en esa postura la convicción de que el retroceso de las lenguas minoritarias a favor del castellano era un peaje necesario que cabe pagar en nombre del progreso y la modernidad, similar a lo que ha ocurrido con otras lenguas minoritarias en Europa occidental, desde Francia a Italia o Gran Bretaña. Según expresaba en mayo de 2007 el entonces vicepresidente de la Real Academia Española, Gregorio Salvador, la imposición lingüística del castellano por el Estado franquista había sido un hecho negativo y lamentable; pero en última instancia, también había sido disculpable, por haber obligado a los españoles, al menos, a conocer y dominar una lengua universal. Por el contrario, el proceso inverso —la imposición de lenguas minoritarias y, por tanto, inútiles para la relación exterior, por parte de algunos Gobiernos autonómicos— sería mucho más condenable desde un punto de vista normativo. Incluso el rey Juan CarlosI negó en abril de 2001 que el castellano hubiese sido nunca una lengua impuesta, en la Península o en los territorios ultramarinos de la Monarquía hispánica; por el contrario, todos sus hablantes hicieron suyo el castellano «por voluntad libérrima».


  Esta publicística presenta en general a todos los nacionalismos periféricos, con muy escasa voluntad de diferenciación entre los distintos proyectos —más étnicos o más cívicos, más gradualistas o más soberanistas, más pragmáticos o más radicales— que se incluyen y solapan dentro de esos movimientos, como ideologías intrínsecamente proclives a adoptar posiciones totalitarias, por su énfasis en los derechos colectivos, y tendentes a imponer una cultura monolítica a los ciudadanos. Tempranos ejemplos de esta visión, ya estimulada por las políticas lingüísticas de la Generalitat de Cataluña en la década de 1980, fueron los escritos del periodista aragonés Federico Jiménez Losantos, quien abandonó Cataluña después de sufrir un atentado a manos de un grupo radical catalanista, y el antiguo líder del PP de Cataluña y brillante polemista Alejo Vidal-Quadras. Reacciones más o menos calcadas se han sucedido durante la década de 1990 y comienzos del siglo en curso, también en Galicia, actitudes que han conocido un notable resurgir en grupos minoritarios desde 2006. Pero fue en particular a partir de 1993-1994, coincidiendo con el comienzo de un largo período (1993-2000) en el que las mayorías parlamentarias en Madrid dependieron del apoyo de los nacionalistas catalanes y vascos, cuando la visibilidad y receptividad social de este tipo de publicística, su difusión a través de los medios de comunicación e incluso su agresividad dialéctica, conoció un notable incremento.


  Buena parte de los portavoces más conspicuos de la causa de la libertad lingüística y de la denuncia de las políticas de normalización de los idiomas minoritarios en las comunidades autónomas bilingües han sido y son intelectuales de prestigio y provenientes de la izquierda antifranquista, desde el filósofo Gustavo Bueno hasta el filólogo y escritor Jon Juaristi. Pasando por versiones ciertamente más elaboradas desde el punto de vista intelectual de ese ensayo de combate antinacionalista (periférico), pero que no dejaron de compartir la misma finalidad: la denuncia del «chantaje permanente» de los nacionalismos periféricos. La publicística de combate, con matices más académicos, abunda de manera especial en el ámbito de la derecha conservadora, pero en absoluto es privativa de ella. A menudo, se ha retroalimentado con las posiciones mantenidas por algunos sectores intelectuales del galleguismo o el catalanismo, que también han propugnado como objetivo el monolingüismo de sus territorios en el futuro, y se resisten a aceptar el castellano como una lengua también presente en ellos.


  Si la cuestión lingüística ha sido uno de los detonantes de la publicística antiseparatista, que ha afirmado la españolidad más como argumento a contrario que como aseveración en positivo, un segundo y decisivo factor que ha alimentado la proliferación de esta «literatura reactiva» ha sido hasta al menos 2011 la persistencia de la violencia terrorista de ETA y de las actitudes de coerción social y persecución de sus adversarios promovidas por sus adláteres sociopolíticos, que en parte ha facilitado el tránsito hacia la derecha conservadora de intelectuales inicialmente ubicados en las filas de la izquierda; así como, de modo paralelo, la decantación por el soberanismo de una buena parte del nacionalismo vasco entre 1998 y 2005, y del catalanismo desde el año 2012 hasta la actualidad. Desde entonces vieron la luz una multitud de ensayos y hasta panfletos dedicados a denunciar las manipulaciones de la Historia, las tradiciones inventadas o los aspectos más oscuros y antiliberales de la historia y el presente de los nacionalismos periféricos, convirtiéndose varios de ellos en auténticos éxitos de ventas. Una actividad publicística que ha sido paralela a la reconfiguración y consolidación de un entramado mediático y editorial cuya misión ha sido elaborar una nueva doctrina, sin complejos, de las derechas españolas, con el objetivo de combatir la hegemonía de la izquierda en el ámbito de la cultura y las ideas, y que abarcaba a su vez desde intelectuales liberales a versiones hispánicas de los neocon, pasando por monárquicos, neoliberales o ultracatólicos. A pesar de que la violencia ha estado ausente del panorama político catalán desde principios de la década de 1990, lo cierto es que muchos de los argumentos esgrimidos contra ETA y el nacionalismo vasco en general pasaron a ser utilizados, con no muchas adaptaciones retóricas, contra el secesionismo catalán a partir de 2012.


  Por otro lado, la actividad criminal y etnomafiosa de ETA se convirtió de modo paradójico en el agente legitimador por oposición que el neopatriotismo conservador necesitaba. Y por extensión, la prueba del carácter intrínsecamente perverso de los nacionalismos, mensaje omnipresente en las emisoras de radio y medios de comunicación afines a los conservadores desde finales de los años noventa. Hasta entrada la segunda década del sigloXXI, provenían del País Vasco las posiciones más intransigentes frente a las demandas políticas de los nacionalismos subestatales, así como algunas de las iniciativas más claramente orientadas a recuperar y reformular democráticamente el nacionalismo español, en algunos casos adoptando sin ambages este término.


  Aunque el componente reactivo, como hemos visto, era común a todo el nacionalismo español no sólo desde la Transición, sino desde al menos los albores del sigloXX, es en el campo conservador donde ha tenido mayor incidencia desde la década de los noventa. Ese discurso sigue muy vivo, adoptando diversas variantes en la actualidad, pero una ha adquirido una fuerza inusitada desde la primera década del sigloXXI: la reivindicación casi exclusiva por parte de la derecha conservadora del derecho a hablar en nombre de la memoria de las víctimas de ETA y del terrorismo en general, incluyendo el terrorismo islamista desde 2004.


  5.1.4. En busca de la relegitimación histórica y política


  El primer campo de batalla en la búsqueda de una renovación del discurso patriótico de la derecha ha sido la interpretación del pasado. Desde mediados de la década de 1980, varios intelectuales conservadores emprendieron la tarea de reinterpretar y reescribir la Historia de España, presentándola como un perfecto ejemplo de unidad en la variedad que, antes o después, debía desembocar en la fórmula constitucional de 1978. Según esta interpretación, desde la época romana España se habría caracterizado por ser un mosaico de diversos pueblos y culturas, unificados bien por un destino histórico al compartir un espacio geográfico común y un mismo proyecto, o bien por el deseo de constituir una misma unidad política desde la Baja Edad Media y durante la llamada Reconquista contra los musulmanes, cuyo legado, al igual que el de los judíos, suele ser excluido del acervo cultural e histórico que impregnaría el ser español. La venerable noción de «unidad en la diversidad», defendida por pensadores tradicionalistas como Menéndez y Pelayo o Vázquez de Mella, fue reformulada en una nueva expresión: las Españas, que a pesar de sus variadas culturas y peculiaridades siempre habrían formado parte de una comunidad nacional que a todas comprendía, y cuya mejor reencarnación en la actualidad sería el Estado de las autonomías.


  De acuerdo con esta concepción teleológica, España no sería sino un auténtico resultado de la experiencia histórica; y su «cuerpo» objetivo no hizo sino adoptar diferentes formas a lo largo del tiempo. El arte, la literatura y la cultura castellana desde la Edad Media siguen siendo, para buena parte de los representantes de esta tendencia, la mejor expresión del sentimiento de españolidad, presentado a menudo como una suerte de Volksgeist, un espíritu nacional peculiar y distinto del manifestado en otros cánones literarios europeos.


  El nacionalismo democrático de la derecha española ha intentado desde principios de la década de 1990 una reformulación ideológica que pasase de entrada por la reivindicación y reescritura de su propia tradición histórica. El proceso ha pasado por varias fases. En primer lugar, intentó sin mucho éxito apropiarse del legado histórico del reformismo republicano del primer tercio del sigloXX. Con ese fin, se exhumó de ese pasado a una figura antes ignorada cuando no vilipendiada, Manuel Azaña, cuyo pensamiento fue reinterpretado convenientemente a mediados de la década de 1990 por periodistas como Federico Jiménez Losantos, pero también por el líder conservador José María Aznar, quien durante las campañas electorales de 1993 y 1996 evitó reivindicar el legado de la derecha conservadora, autoritaria, maurista o monárquica anterior a 1936, y mucho menos de acudir, como algunos de sus asesores le sugerían, a las figuras de los generales liberales progresistas del sigloXIX Baldomero F.Espartero y Juan Prim.


  En sus libros España, la segunda Transición (1994) y La España en que yo creo (1995), Aznar se distanciaba de forma prudente de algunos paradigmas del legado nacionalcatólico a la hora de fundamentar su concepción de la nación. En la formulación de la identidad española apenas influía el catolicismo, se destacaba además su pluralidad cultural interna —con, incluso, un tímido reconocimiento de la «pérdida» que la expulsión de judíos y moriscos había supuesto para el legado histórico y cultural español— y se citaba entre alabanzas a los principales historiadores liberales del sigloXX. Pero Aznar en absoluto se decantaba por un proyecto voluntarista de nación. Por el contrario, España era definida como una realidad histórica forjada en el sigloXV por la acción conjunta de la Monarquía y la existencia de un proyecto común, cuya mejor y más generosa expresión sería la benigna conquista y colonización de América. Esta rica tradición histórica sostendría por sí sola, según Aznar, la legitimación actual de la nación española, una nación que existía con anterioridad a las primeras Constituciones liberales. España sería «una de las más antiguas naciones de Europa». A pesar de la existencia de un largo hiato cronológico tras 1812 en el que España estaría fuera de la normalidad, y que duraría nada menos que hasta 1978, en esta última fecha la Constitución habría consagrado un concepto renovado de nación española, fundamentado en los principios de democracia, pluralismo cultural y progreso, cuya mejor expresión sería el Estado de las autonomías, y que no precisaba de experimentos federales. Desde este punto de vista, la plena participación de España en el proyecto europeo significaba un punto final al tradicional aislacionismo de la Historia patria.


  Los nuevos conservadores definían España como una nación única, pero multicultural y plural. Y se posicionaban contra el nacionalismo español «excluyente», cuyo retorno negaba el propio Aznar en 1995. Naturalmente, se dejaba en la penumbra cuáles eran los límites precisos de esa pluralidad. Pues un reconocimiento simbólico más amplio de esa pluralidad cultural, que pasase por relativizar la cualidad nacional de España, era considerado simplemente como una concesión excesiva. Como expresaba de forma metafórica el antiguo dirigente del PP catalán y después eurodiputado por ese partido Alejo Vidal-Quadras, el Estado español no podría sobrevivir si dejaba de ser una nación: «Un cuerpo humano queda exánime cuando su alma le abandona, un Estado no puede sobrevivir si exhala su nación».


  Esta afirmación ilustraba quizás la mayor contradicción teórica de sus tesis. El nacionalismo como tal era denigrado por ser obsoleto, premoderno, tribal y expresión de un sueño totalitario plasmado en una identidad étnica homogénea. Por lo tanto, antiliberal e incompatible en última instancia con la democracia. Por el contrario, el individualismo liberal y la defensa de los derechos individuales eran reputados como principios superiores desde el punto de vista normativo, y por lo tanto anteriores a cualquier forma de derechos colectivos. Sin embargo, el nacionalismo español de Estado, así como los nacionalismos unificadores que surgieron y se desarrollaron en el sigloXIX, eran objeto de un juicio muy positivo, pues habrían producido resultados beneficiosos: desde la modernización económica hasta la consolidación de los derechos y conquistas de la revolución liberal. En palabras de Vidal-Quadras:


  Los cañones que tronaron en Sedán o en Magenta llamaban a la modernización, a un cambio de escala en lo económico y en lo cultural, a trasladar las lealtades políticas a nuevas entidades territoriales que surgían del entusiasmo por lo extenso y grandioso. Los apóstoles de los nuevos Estados-nación invocaban al progreso, a la ambición y al futuro.


  Según el político catalán, la comunidad nacional española constituía una realidad dada, forjada por una historia común, cuya existencia no era en ningún caso susceptible de discusión, y que a su vez generaba una cultura, una lengua y un espíritu característicos y compartidos. En palabras del alcalde conservador de Móstoles en octubre de 2005, la «nación española» no podría permanecer «ajena o distante ante cualquier intento de desvirtuar o alterar la naturaleza de una historia de más de 500 años»[6]. La concepción de una España plural pero común significaría la existencia de un «proyecto común, sustancia espiritual común, lengua común, matriz cultural común e Historia común, y todo ello compatible con la pluralidad cultural y lingüística […], pluralidad que se traduce desde el punto de vista político, jurídico, administrativo e institucional en el Estado de las autonomías, un invento inequívocamente español». La aceptación de la pluralidad lingüística y cultural presuponía la existencia de un sentimiento de cohesión socialmente extendido, nucleado alrededor de un objetivo común. Ciertamente, esta concepción de España como nación plural, después reformulada en términos orteguianos como «nación-proyecto» que debería dotar de existencia corporal al Estado, se consideraba legitimada en el presente gracias a su eficacia en la protección de la libertad, la dignidad y el progreso cultural y material de los ciudadanos que la integran, libres de toda esencia «mística o primordial». Pero Vidal-Quadras proponía igualmente no subestimar la fuerza que podían adquirir la «cohesión emocional apoyada en factores históricos, religiosos, lingüísticos o étnicos y concretada en un despliegue de símbolos y liturgias nacionalizadoras, pero sin ceder a la tentación de la apelación irrestricta a la identidad tribal instintiva».


  El hecho de que la existencia territorial e histórica de España constituyese un condicionante previo y anterior a la promulgación de la Constitución de 1978 no era óbice para cuestionar la legitimidad democrática de esta última. Pues según afirmaba en 2002 otro antiguo miembro de la ponencia constitucional, el antiguo diputado de UCD y después dirigente del PP Gabriel Cisneros Laborda, constituiría un «hecho axiomático» que la nación española, «sujeto y, al propio tiempo, objeto del pacto constitucional, es una realidad preconstitucional». Y desde mucho antes. La «vigorosa realidad histórica de la nación española» era indiscutible pese a la «debilidad del sentimiento patriótico español», pues aquélla «se conforma ontológicamente en la Hispania romana; intelectualmente, en el medioevo, y formalmente, en el Estado moderno». Y eso a pesar de que el mismo Cisneros había negado pocos años antes que existiese un «nacionalismo identitario español» más que en la imaginación de unos nacionalismos periféricos que seguían alimentando el espectro del franquismo. Además, España era una «vieja nación […] sedimentada tras tantos siglos», una «realidad secular» que, como muchas otras naciones europeas, estaría basada en «elementos más profundos y sólidos, y por ello menos emocionales, que los vínculos puramente étnicos que definen a tantas aspirantes a naciones como hoy abundan en Europa», aunque no se detallase mucho en qué consistían esos elementos. Y Jiménez Losantos no tenía empacho en reivindicar la hispanidad de los ancestros más venerables de la Historia ibérica desde tiempos prerromanos.


  Un ejemplo acabado de definición historicista de qué sería la nación española y cuáles sus raíces remotas fue ofrecida en 2005 por el escribiente histórico más conspicuo de la derecha conservadora desde los años noventa, el antiguo comunista revolucionario durante la Transición Pío Moa. Después de condenar a todos los nacionalismos periféricos como producto de la mediocridad intelectual de escritores de segunda y sus invenciones fantasiosas, Moa se encargaba de advertir que era falso que antes del sigloXIX no existiese España como nación, «confundiendo nación y nacionalismo» [sic]. Por el contrario, el primordialismo de Moa sería objetivo e indiscutible, por poseer raíces profundas en la Historia:


  España es una de las naciones más antiguas de Europa. Puede decirse que aparece como tal hace unos mil quinientos años, cuando el reino godo dejó de constituir el poder de unas bandas de guerreros migrantes para identificarse con la sociedad hispano-latina creada por Roma. Tenemos pruebas documentales claras del sentimiento patriótico existente ya por entonces. Otros afirman que España se formó durante la Reconquista, pero ésta no podría entenderse sin la nación anterior, destruida casi del todo por la nación árabe. El recuerdo de la nación hispano-goda fue el impulso espiritual que permitió la formación de núcleos de resistencia cristianos, la paulatina y ardua reunificación de ellos, con la excepción de Portugal.


  Es más: el rey visigodo Leovigildo (568-586), quien concibió un «Estado auténticamente español», habría sido el «creador político de la nación española». Y, continuaba Moa, fue bajo aquel rey visigodo que surgió «el sentimiento patriótico o nacional». Pero yendo hacia atrás, habría sido nada menos que el general romano Escipión el Africano el fundador de España como unidad cultural. Esa unidad conseguida por la Reconquista frente a unos reinos islámicos cuya cultura «se estancó pronto», debido a las propias limitaciones del islam, estaría amenazada hoy en día «por los separatismos y por la intervención islámica» del 11 de marzo de 2004, dando lugar a fenómenos traumáticos ya vividos por España, como la separación de Portugal. Una amenaza islámica que cada vez cobraría más protagonismo entre las amenazas presentes sobre la unidad y la continuidad de la cultura y la nación española, pues el objetivo retórico de Al Qaeda sería la reconquista de Al Ándalus, escribía el político popular Gustavo de Arístegui en 2005. Sin aludir a la amenaza islámica, el presidente del Gobierno conservador entre 2011 y 2018, Mariano Rajoy, también se sumaría años después a la tesis de que España era la «nación más antigua de Europa», situando el origen de esa nación (y confundiendo tal concepto con el de creación de una comunidad política unificada bajo una misma monarquía) a fines del sigloXV.


  No muy diferentes eran, sin embargo, las percepciones más o menos coetáneas del filósofo Gustavo Bueno, cuando afirmaba que España precedía con mucho al nacimiento del concepto contemporáneo de nación, ya que como comunidad política con voluntad de unidad y, señalaba explícitamente, como nación, existiría desde al menos la Hispania romana. Y semejantes postulados admitía el antiguo ministro de la UCD y posterior polígrafo conservador José Manuel Otero Novas en 2005, cuando escribía que España, como nación premoderna, es decir, como comunidad política «con conciencia de unidad e identidad y voluntad de autogobierno» se retrotraía al menos a «la Hispania romana desde que Roma nos da unidad bajo su poder, […] pues eran provincias de Hispania concebida como unidad». Era entonces —continuaba— cuando realmente existía una nación «en el sentido de comunidad humana, asentada en un territorio definido, con lazos comunes de lengua, religión, Derecho, autoridad e intereses económicos, y desde muy pronto». Pero —concedía Otero Novas— «no creo que podamos hablar de nación hispánica antes de los romanos».


  Estos planteamientos, de forma más o menos liofilizada, se difundieron a su vez en órganos provinciales y locales afines al PP. Por poner un ejemplo, un editorial de la peculiar revista El ojo crítico llamaba en 2005 a combatir la alianza torticera del PSOE con los nacionalistas periféricos, emulando nada menos que a Don Pelayo, quien salvó a una «España dividida, aún sin configurar e invadida por las hordas árabes», inaugurando un período de doce siglos en el que España fue forjada por «bodas, guerras y tratados». Y afirmaciones del mismo tenor han sido y son repetidas hasta la saciedad en las tribunas mediáticas afines al pensamiento conservador. El vitriólico Jiménez Losantos afirmaba el 3 de octubre de 2005 desde los micrófonos de la cadena episcopal COPE, a propósito de la discusión del Estatuto de Cataluña: «Ha empezado una deriva irresistible hacia la balcanización de España […]. Ha comenzado formalmente la liquidación de una de las grandes naciones de la historia de la humanidad, la antiquísima nación española, la nuestra».


  No sólo era la Historia. Desde el inicio del segundo período de gobierno de Aznar en marzo de 2000, las élites políticas e intelectuales conservadoras pusieron en práctica de forma consciente un programa de renacionalización española, cuyas líneas maestras estaban pergeñadas con anterioridad. Y es que, de acuerdo con las manifestaciones del nuevo presidente Aznar, el pueblo español debería ser renacionalizado y convertirse en «normal» dentro del contexto europeo. Para ello, afirmaría más tarde, en 2007 (en sus Cartas a un joven español), era necesaria una amplia dosis de pasión patriótica: España sería para cada buen español «además de un deber, […] una pasión y un sentimiento hondo, tanto que resulta indiscernible de nuestro carácter individual». Y, por tanto, un concepto que no era susceptible de discusión, sino «una realidad política, social, histórica y sentimental».


  En primer lugar, el Gobierno de Aznar insistió en reafirmar en la esfera pública la existencia de una nación española con arraigados fundamentos históricos y culturales. Ese profundo historicismo fue objeto, empero, de una conveniente operación cosmética. En concreto, fue incluido dentro de un programa ideológico en apariencia más sofisticado, que incluso tomó prestado el término patriotismo constitucional de la perpleja izquierda. Así se podía apreciar en la ponencia política sobre «El patriotismo constitucional del sigloXXI», aprobada por el XIVcongreso del PP en enero de 2002, y redactada por María San Gil y Josep Piqué, en aquel momento líderes respectivos del partido en el País Vasco y en Cataluña. La apropiación del concepto fue difusa, pero efectiva. Primero, fue reinterpretado no como una refundación completa de la comunidad política española con base en valores puramente cívicos y universalistas, sino como una nueva expresión de una identidad más primordial: una suerte de actualización política de una «forma de lealtad a España —la España integradora y plural de la Constitución de 1978— que tenía profundas raíces en nuestra historia». España fue definida de nuevo como una «nación plural», cuyos valores se encarnaban en la Carta Magna, y que expresaría su orgullo colectivo en el hecho de haber concluido exitosamente una transición democrática desde la dictadura. La Constitución de 1978 pasaba a ser presentada como un logro colectivo del conjunto de la comunidad nacional, y por lo tanto como un patrimonio que debía ser preservado en su forma pura y original, lo que en la práctica implicaba convertirla casi en un monumento o un lugar de memoria incorpóreo.


  Por lo tanto, el desafío real para la identidad nacional española consistiría en mirar hacia el futuro, sí; pero partiendo de una sólida base histórica, de la que sentirse orgullosos. Pues la identidad española, y la propia idea de España como nación, debía ser aceptada por los ciudadanos de una «manera natural, sin complejos históricos». España, nación «constituida a lo largo de los siglos», poseía una identidad «no étnica, sino política, histórica y cultural» (elementos estos últimos que el pensamiento conservador, sin especificarlo, no consideraba en absoluto étnicos), y legitimada por su contribución distintiva a la Historia y la cultura universales, así como por su identificación con la tolerancia y el pluralismo, expresión de una nueva confianza en el proyecto nacional español que llevaría a España a jugar un nuevo papel en el Mediterráneo, Europa y América. España, producto de la historia y la cultura, habría forjado también un modo de ser y un estilo de vida reconocible externamente, una suerte de carácter nacional. Ese carácter moderno de la nación española le conferiría un plus de legitimidad, frente a los nacionalismos excluyentes de la periferia. La ponencia se encargaba también de precisar que «nosotros no somos nacionalistas». Pero asimismo admitía que la idea de España era asumida por el PP «con naturalidad y sin complejos históricos»[7].


  Con todo, este giro casi socialdemócrata y constructivista fue considerado excesivo por buena parte del espectro político y social liberal-conservador. Sobre todo por su escasa contundencia en afirmar la personalidad nacional de España. Desde 2002 varios intelectuales y publicistas afines al PP se afanaron en destacar que el nuevo significado del patriotismo constitucional lo convertía en un sinónimo de un nacionalismo cívico y político. Y que, por tanto, se podía adoptar la etiqueta de nacionalista español sin complejos. Aquel nuevo significado del concepto «patriotismo constitucional» no sólo había de implicar una identificación con los valores cívicos encarnados por la Constitución, sino también con la Patria que estaba en la base de esa Constitución y definía su demos. Y, consecuentemente, incluir sin remilgos una apelación a la Historia, los símbolos y una nueva liturgia de pedagogía patriótica. Varios intelectuales vascos insistieron en sus escritos y declaraciones públicas en el hecho de que la violencia de ETA y el nacionalismo radical vasco habían contribuido a relegitimar ese nuevo patriotismo español, pues los patriotas españoles eran amenazados, perseguidos y asesinados en el País Vasco, o al menos vilipendiados públicamente en otras regiones. Con ello, su causa se convertiría en un sinónimo de libertad, pluralismo y valores europeos.


  Así lo expresó de modo meridiano la politóloga vasca Edurne Uriarte, quien desde principios de la primera década del sigloXXI se erigió en promotora de la recuperación del término nacionalismo español en el seno de la derecha conservadora, aun reservando para ese nacionalismo la etiqueta de político. Para Uriarte, «es ETA la que más claramente muestra a los ciudadanos […] que España es democracia y que la anti-España es totalitarismo, crimen y persecución». El ahora denominado sin ambages nacionalismo español sería expresión de un nacionalismo cívico, carente de contenidos étnicos, pero que consideraba el idioma castellano como un marcador cultural que impregnaba a la nación política. Ese nacionalismo, y la conciencia patriótica que generaría, actuaría como precondición necesaria para una consolidación a largo plazo del sistema democrático y de la misma Constitución.


  En otras palabras, el nacionalismo liberal-conservador español no pretendía ser un patriotismo constitucional en un sentido puramente cívico. Más bien, quería devenir en un pleno nacionalismo constitucional sin complejos, cuya legitimación provendría de la aceptación de la descentralización interna, así como de su fusión con la idea de democracia, mientras que los nacionalismos «etnicistas» de la periferia sólo serían equiparables al nacionalismo español del franquismo por su carácter excluyente y negador de España. El historiador y columnista de Libertad Digital Jorge Vilches lo argumentaba en 2007 de modo ejemplar, cayendo de nuevo en la caricatura del contrario (los nacionalismos periféricos) y en la sublimación de lo propio, que identificaba claramente como un nacionalismo español «basado en una adhesión voluntaria, personal, no condicionada a etnias, lenguas, ideas políticas, planteamientos sociales o religiosos», y que se diferenciaría del «nacionalismo excluyente y arcaizante […] que defiende la comunidad etnolingüística, cerrada y obligatoria»; el nacionalismo español liberal «sostiene la comunidad de ciudadanos, abierta y voluntaria […] práctica y adecuada al contexto político mundial». El presentador televisivo José M.ªCarrascal también lo explicitaba en 2008, con menos matices: mientras que los nacionalismos subestatales, cualquiera que fuese su orientación, serían siempre «cerrados, restrictivos, con un grado más o menos grande de xenofobia y un prurito de superioridad sobre los demás que les hace no sólo antimodernos, sino también peligrosos», el nacionalismo español reconocía desde 1978 «la pluralidad de España como pieza clave de su ser» y disfrutaba de esa variedad interna, traducida en términos cuasietnográficos: «goza de su variedad de paisajes, costumbres, climas, cocinas», y sobre todo cultivaba «el idioma común, que es el de cuatrocientos millones de personas».


  El énfasis en un nuevo patriotismo o nacionalismo democrático corría parejo a una insistencia en la necesidad de crear y expandir símbolos comunes, remozados en una nueva liturgia patriótica. Otero Novas ya argüía en 1998 que el Estado debía reforzar los ceremoniales patrióticos, en particular con motivo de la celebración del Día de la Hispanidad. Y desde el acceso de José María Aznar al poder en 1996, varios asesores y miembros destacados del partido conservador demostraron una especial querencia por recuperar el uso público y solemne de la bandera bicolor, la Marcha Real y el escudo de armas constitucional. Prueba de ello fueron los intentos por entonces del Centro de Estudios Políticos y Constitucionales de documentar e historiar los orígenes y evolución de la bandera española, su escudo y el propio himno, considerados como una expresión visible de un «patriotismo democrático» que aportaría una cierta «cohesión y valores» para la gente que aprendía a convivir en democracia y libertad. A partir de marzo del año 2000 y la consecución por Aznar de una holgada mayoría absoluta, los intelectuales más o menos orgánicos del PP proclamaron la necesidad de recuperar los ceremoniales patrióticos de masas, al igual que los eventos públicos y deportivos de toda clase, capaces de garantizar la cohesión emotiva de diversos estratos sociales, y que juntamente con tradiciones asentadas «sirven para cohesionar a sectores sociales diversos aportándoles un sentido comunitario, de convivencia común».


  Las disputas alrededor de los símbolos fueron frecuentes durante la segunda etapa de gobierno del PP. Fue el caso del intento por parte del entonces ministro de Defensa, Federico Trillo, en septiembre de 2002, de celebrar cada mes ceremonias regulares de homenaje del Ejército a la bandera española de grandes dimensiones (300 metros cuadrados) que fue colocada en la céntrica plaza madrileña de Colón, con el objetivo explícito de convertirla en un lugar de memoria patriótico, particularmente con ocasión de fiestas nacionales. La ceremonia solemne de izado de la bandera, acompañada de honores militares, tuvo lugar el 2 de octubre de ese año. En ella, un emocionado Trillo afirmaba que la bandera era el «símbolo de la patria, que es un sentimiento noble y común a corazones nobles», que evocaba el pasado y el futuro «del proyecto sugestivo de vida en común», fórmula orteguiana que a continuación era redondeada con unos matices claramente orgánico-historicistas: «del orgullo de tener una lengua, de pertenecer a una tierra, de compartir una sangre, unos sueños y unos recuerdos históricos». Poco después, el 27 de noviembre, el PP pactó con el PSOE una fórmula por la que los homenajes se reducirían a determinadas efemérides patrióticas, como el 12 de octubre, el 15 de mayo (fiesta local de San Isidro en Madrid), 6 de diciembre y 24 de junio (onomástica del rey Juan CarlosI), mientras que por un espacio de ocho meses se mantuvieron las ceremonias planeadas, aunque con formato más modesto del inicialmente previsto.


  Junto a ello, la intelectualidad liberal-conservadora se movilizó de modo consciente con objeto de reivindicar la elaboración de una nueva narrativa histórica para España, que volviese a redescubrir su grandeza en moldes más políticamente correctos y formalmente modernizados que los ya existentes de la historiografía tradicionalista y nacionalcatólica, y que disputase la hegemonía interpretativa que habría adquirido la izquierda desde la Transición, con su insistencia en una imagen doliente que enfatizaba el atraso de la España contemporánea. Era, en el fondo, un tipo de reacción muy semejante a la que se había producido dos décadas antes en otros países europeos caracterizados por una difícil relación con el pasado reciente, como Alemania, donde la derecha democristiana insistió en una relectura menos crítica del pasado para generar un orgullo nacional compartido en el presente. Con ese fin, la derecha conservadora española también releyó —a la luz de sus propios intereses políticos— algunos de los debates historiográficos más recientes, que cuestionaban precisamente el supuesto carácter anormal de la historia contemporánea de España dentro del contexto europeo, y que también ponían en duda la tesis, corriente en las décadas de 1970 y 1980 y con raíces anteriores, del triple fracaso (como economía industrial, como Estado liberal nacido de una revolución incompleta y por ello deudora de pervivencias del Antiguo Régimen, y como identidad nacional construida por el Estado) de la experiencia histórica española de los siglosXIX yXX.


  La historia reciente de España no debía ser contemplada, por tanto, como una sucesión excepcional de fracasos colectivos, sino como un nuevo principio, ejemplificado en la Transición democrática. Una success story que compensaba los períodos de decadencia e intolerancia del pasado, y que servía como contrapeso positivo a la trágica confrontación de la guerra civil. El mismo José M.ªAznar declaraba en junio de 2004 que se enorgullecía de haber contribuido a normalizar la conciencia histórica de los españoles a través de la acción de su Gobierno, mediante la promoción de una serie de figuras y episodios que para el dirigente conservador sintetizaban «los momentos importantes de nuestra historia: el emperador CarlosV, FelipeII, FelipeV, FernandoVI, Cánovas, Sagasta, todo el capítulo de la Restauración, ahora mismo Isabel la Católica».


  Exaltar los logros de la transición a la democracia tras 1975 requería un olvido del pasado reciente. De ahí que los intelectuales conservadores hayan subrayado repetidamente la necesidad de dejar a un lado los episodios «vergonzosos» del pasado nacional, como la guerra civil y la dictadura franquista, por el bien de la unidad de España. La memoria histórica reciente, por lo tanto, no había de jugar ningún papel en la recuperación de un nuevo orgullo nacional, sobre todo cuando se afirmaba que tanto la guerra civil como la dictadura de Franco eran productos inesperados de la influencia de dos cosmovisiones totalitarias, bolchevismo y fascismo (ambas nacidas del marxismo, se recordaba en passant…), que infectaron la realidad española y convirtieron al solar patrio en escenario de un conflicto europeo.


  El discurso oficial del conservadurismo gobernante entre 1996 y 2004, al igual que demostraría entre 2011 y 2018, consistía, pues, en olvidar el pasado reciente para salvar la patria. Bien lo expresaba en 2004 el locutor radiofónico Germán Yanke: en vez de preocuparse por la memoria de las víctimas del franquismo, el Parlamento debía ocuparse de cosas útiles; pero la izquierda seguía empeñada en dictar juicios históricos y presentar sólo una visión de los hechos, apropiándose [sic] de la memoria antifranquista. Tanto el subdirector por un tiempo de la revista Época, Enrique de Diego Villagrán, como Edurne Uriarte lo expresaron en diferentes momentos y de modo más aséptico: dado que la mayoría de los ciudadanos españoles no recordaba ya aquel período lejano que fue la guerra civil, y estaban por el contrario orgullosos del gran logro colectivo que fue la Transición, el olvido estaría legitimado socialmente. Y la mayor parte de los españoles, en el fondo, ya no se preocuparían por la supervivencia —más que notable, por otro lado— de monumentos, nombres de calles o lugares de recuerdo erigidos por el franquismo en conmemoración propia.


  No sólo se trataba de la guerra civil. Como ya había señalado José M.ªAznar, y se encargarían de desarrollar varios intelectuales conservadores, la visión pesimista de la Historia de España posterior al sigloXVI, aquélla que la presentaba como un imperio decadente y un Estado moderno ineficiente, debía ser revisada, cuando no simplemente desechada, ya que era producto de una obsoleta historiografía izquierdista y reminiscente del pesimismo antipatriótico del 98, pero también del pesimismo de historiadores liberales como Américo Castro. Un nuevo proyecto nacional necesitaría de una nueva narrativa histórica, máxime cuando algunos publicistas conservadores aún insistían a mediados de la primera década del sigloXXI en que España, pese a su glorioso pasado, se encontraba históricamente inacabada. De ahí la devoción con que periodistas procedentes de la derecha radical, como José Javier Esparza, se dedicaron a la divulgación histórica en espacios radiofónicos afines, como la cadena COPE, con el fin de rememorar las gestas españolas, «desde un punto de vista positivo, constructivo, sin complejos», en una genealogía que arrancaba en la Hispania romana y acababa en el Dos de Mayo y la batalla de Bailén, con particular atención a «los Siglos de Oro, elXVI y elXVII, que fueron los de mayor esplendor de España y también, probablemente, aquellos que decidieron el lugar de España en la Historia Universal». La producción de libros de divulgación histórica en ese sentido ha sido constante desde principios de la segunda década del sigloXXI, y se ha visto retroalimentada por la irrupción del independentismo catalán en la primera línea de la actualidad política, con títulos a medio camino entre la divulgación científica y el ensayo polémico, como la reciente obra de M.ªJosé Villaverde y Francisco J.Castilla La sombra de la Leyenda Negra (2016).


  Sin embargo, desde un punto de vista estrictamente historiográfico cabe afirmar que el nuevo revisionismo no ha encontrado fórmulas renovadoras que hagan mínimamente creíble su propuesta en términos intelectuales; y ni siquiera ha podido atraer a historiadores consagrados que hagan suyo ese deseo, fuera de periodistas y publicistas históricos metidos a historiadores aficionados, desde Pío Moa a César Vidal o José Javier Esparza. Al revisionismo historiográfico español le faltaba, y le sigue faltando, una figura de la categoría del alemán Ernst Nolte; y si lo hay, ese papel es jugado por hispanistas extranjeros. Ha sido el caso del reputado historiador norteamericano Stanley G.Payne, como han mostrado varios de sus libros más recientes, entre ellos En defensa de España (2017). De ahí que esa publicística histórica se haya caracterizado por una permanente imposibilidad para distanciarse de los paradigmas historiográficos heredados del nacionalcatolicismo y la historiografía tradicionalista delXIX.


  Una tendencia similar se manifestó en la política conmemorativa, la recuperación de personajes del pasado histórico español y la organización de exposiciones promovidas desde arriba durante el período de gobierno del PP. Figuras como los emperadores de la dinastía de los Austrias del sigloXVI y aun del Siglo de Oro, o monarcas anteriores como la reina Isabel la Católica, contemplada de nuevo como el auténtico artífice de la unidad española y de la expansión ultramarina, incluyendo una cierta vindicación de los conquistadores de América… Todo el panteón de glorias patrias del tradicionalismo historiográfico español, en definitiva, fue objeto de renovada atención y de nuevos trabajos de divulgación. Eran, en su mayoría, monografías que no tuvieron por objeto la divulgación de avances historiográficos, que brillaban por su ausencia; sino la reactualización de los viejos topoi de la España imperial desde un prisma positivo: se trataba de enfatizar el papel histórico de personalidades que simbolizaron en su trayectoria la unidad y grandeza de España. A lo anterior se añadía la insistencia en la ya consabida y benevolente interpretación de la conquista y colonización de América, con escaso espacio para la crítica contextualizada de las diferentes facetas de aquel proceso. E, igualmente, se sumaba la preferencia por una enseñanza de la Historia estructurada mediante una narración clásica y cronológica que incluía varios de esos contenidos y ponía el énfasis en los «puntos comunes» que unían a todos los españoles. No por casualidad el Gobierno conservador entre 1996 y 2004 favoreció de modo especial con proyectos y subvenciones las actividades de la venerablemente anquilosada —e historiográficamente inane— Real Academia de la Historia, que acometió la tarea de reescribir una legitimación histórica de la nación española desde sus edades de oro pretéritas.


  Además de restaurar una narrativa tradicional de la Historia de España que presentaba a esta última como un proceso teleológico conducente a la unidad política en el período premoderno, los conservadores también promovieron la reinterpretación del liberalismo español del período anterior a 1936, y muy en particular durante el anatematizado período de la Segunda República —como lo seguía siendo para varios historiadores tardofranquistas—. La nómina de obras en esta dirección, algunas de ellas con marchamo más académico que otras, es larga. Pero igualmente prestaron una atención renovada a figuras por las que el conservadurismo español desde la Transición siempre había manifestado profunda querencia, como era el caso del artífice de la Restauración monárquica alfonsina, Antonio Cánovas del Castillo. Según las líneas generales de la interpretación liberalconservadora del régimen regido por la Constitución de 1876, los Gobiernos de la Restauración se habían comprometido en un proceso de renacionalización de España con base en un proyecto nacional liberal y secularizado, proyecto frustrado por el asesinato de Cánovas en 1897 a manos de un anarquista. Por tanto, una recuperación de los valores positivos de la Restauración sería especialmente imperativa en la actualidad: por ejemplo, la estabilidad nacional garantizada por la alternancia de partidos que comulgaban con un proyecto nacional y de Estado similar. Un ejemplo que ni quienes podrían haber sido el Sagasta del sigloXXI (Joaquín Almunia o José Luis Rodríguez Zapatero) ni mucho menos el partido liberal dinástico de hoy, el PSOE, estarían imitando, escribía Alfredo Pérez de Armiñán en 1998. El antipatriótico pesimismo de la Generación intelectual del 98 y posteriormente de la Generación de 1914, continuando por Américo Castro y Claudio Sánchez Albornoz, bloquearon ese proyecto modernizador, y propagaron una interpretación injusta del régimen de la Restauración y de lo que éste habría podido conseguir si se le hubiese dejado tiempo. Aznar afirmaba en 1995 de modo contundente que la Restauración había sido un período de «paz, estabilidad, prosperidad y civilidad».


  Esa nueva memoria histórica fue presentada oficialmente como una memoria patriótica con voluntad integradora. Con una ausencia significativa: evitaba a toda costa mencionar la guerra civil y el franquismo, con el argumento de renunciar a invocar pasados sufrimientos y disputas y concentrarse en el futuro. Es cierto que desde el conservadurismo liberal español se ha rechazado en varias ocasiones el franquismo, casi siempre de modo genérico. Pero se ha evitado entrar en detalles incómodos, como la feroz represión de la dictadura en sus primeros años o la clara impronta fascista que en buena parte conservó desde su fundación, exaltando en cambio su fase tecnocrática y aperturista y emitiendo, en conjunto, un juicio histórico positivo del régimen franquista por su faceta modernizadora de la década de 1960 y 1970.


  La vuelta al primer plano de la actualidad de las iniciativas civiles y las discusiones historiográficas que propugnaban una recuperación de la memoria de los vencidos de 1939 fue interpretada por los portavoces del pensamiento conservador como una agresión, un atentado al olvido pactado en la Transición y un fomentador de la división patriótica en tiempos de ofensiva nacionalista periférica. En noviembre de 2002 el grupo parlamentario popular en el Congreso de los Diputados accedió a suscribir una resolución parlamentaria por la que se comprometía a rehabilitar y reparar la memoria de las víctimas del franquismo. Pero lo hacía, sobre todo, para poner un freno a las «interminables» disputas sobre el pasado mediante un nuevo pacto que evitase un debate público sobre las responsabilidades de la guerra.


  Esa concesión, sin embargo, fue solamente un paréntesis. Para empezar, fue acremente criticada por varios portavoces e intelectuales liberal-conservadores cuyos escritos aparecieron casi inmediatamente en órganos editados por fundaciones afines al PP, como fue el caso en su momento de la revista Veintiuno de la Fundación Cánovas del Castillo o la Nueva Revista, editada por la Fundación para el Análisis y los Estudios Sociales (FAES), el principal think tank conservador desde su fundación en noviembre de 2002, y presidida por José M.ªAznar. En ellos se insistía en la necesidad de consolidar el olvido sobre el que se cimentó el éxito de la Transición, por el bien de la estabilidad democrática pero, también, en aras de la deseable continuidad de España como nación. Tampoco fue casualidad que, desde 2002 y con intensidad inusitada a partir de entonces, tomasen impulso las invectivas y la publicística de ciertos periodistas y publicistas, a los que se les otorgó cobertura mediática (incluido el segundo canal de la TVE). Sobre todos ellos descolló con luz propia Pío Moa, cuyos prolíficos escritos han insistido e insisten todavía en resucitar argumentos viejos ya avanzados por la historiografía franquista y tardofranquista —desde Joaquín Arrarás hasta Ricardo de la Cierva— en odres nuevos y comercialmente agresivos. A saber: la responsabilidad compartida de la izquierda en el estallido de la guerra civil, la relativización de la represión franquista, la teoría del complot comunista y un largo etcétera. Sus teorías tuvieron un amplio eco entre la opinión pública conservadora y sectores de base del PP, incluida también la fundación FAES, y han disfrutado de recensiones elogiosas, así como de difusión a través de los diferentes órganos escritos y digitales cercanos al liberalismo conservador español. Esto, ciertamente, tampoco era tan nuevo. Pues el objetivo pendiente de la revisión de la historia de la guerra civil y toda la historia reciente de España ya había sido anunciado por varios pensadores e intelectuales próximos al PP desde fines de la década de 1990.


  Dentro de esa interpretación revisionista de la Historia del sigloXX español, un papel crucial correspondería a la traición nacional de la izquierda española, presa de su cuasicongénito déficit patriótico desde que cayó en la perniciosa influencia intelectual del 98, incapaz de recobrar un sentido nacional que la llevase a forjar un gran pacto con la derecha española sobre la común base del patriotismo compartido, y que por el contrario preferiría reproducir los pactos con catalanistas y nacionalistas vascos o gallegos que amenazaban con repetir aquel gran error de octubre de 1934, causa próxima, según la interpretación moaísta, de la guerra civil de 1936-1939[8].


  Diversos foros intelectuales y políticos próximos al PP reinterpretaron el moaísmo-revisionismo a la luz de las circunstancias políticas del sigloXXI, tanto en tiempos del Gobierno socialista de Rodríguez Zapatero como de Pedro Sánchez. Como en 1934-1936, la izquierda repetiría de forma cíclica su antipatriótico error: aliarse con los enemigos de España como nación, lo que sólo podría presagiar desastres, que algún publicista local y poco amante de los matices presagiaba que acabarían en un enfrentamiento civil[9]. Y que, según el antiguo ministro y eurodiputado del PP Jaime Mayor Oreja, nacerían de la coincidencia básica entre el zapaterismo y los nacionalistas periféricos, empezando nada menos que por ETA, en un punto: su voluntad de debilitar la nación española. Como Zapatero no creería que España era una nación, procedería a atacarla por uno de sus flancos, el de las creencias tradicionales, por ser precisamente los más firmes soportes de la identidad nacional española: «la liquidación de las tradiciones, del concepto de familia, de los símbolos… todo ello viene a favorecer y justificar la ruptura territorial». Laicización y desnacionalización irían a la par: para acercarse a ETA, el PSOE necesitaría de los enemigos de la nación; y para destruir los valores tradicionales «necesitan la disolución de la Nación y de los elementos culturales y morales de ésta». Para el periodista César Alonso de los Ríos, antiguo asesor del Ministerio de Cultura con el Gobierno de Felipe González y devenido dos décadas más tarde en columnista habitual del diario conservador ABC, el objetivo de los socialistas sólo sería mantenerse indefinidamente en el poder mediante alianzas con los partidos nacionalistas periféricos tanto en el Gobierno central como en las CC.AA., pagando el precio de debilitar el Estado central y desvirtuar España como proyecto común. Esa desnacionalización, que reproduciría los errores de la izquierda republicana durante la década de 1930, sólo tendría un beneficiario a largo plazo: los nacionalismos subestatales y las élites regionales instaladas en los «cacicatos» autonómicos.


  De un modo más generalizante, el ya expresidente José M.ªAznar afirmaba en 2007 que las izquierdas españolas habían «interiorizado la leyenda negra», razón por la que renunciaron a la nación y cayeron en un «cierto esnobismo muy propio de la izquierda española que le lleva a negar el hecho nacional. Parece que declararse español fuera de mal gusto, o los símbolos de la nación española pudieran estar o dejar de estar de moda». Dentro de esa negación de la nación estaría el avergonzarse de su historia, renegando de «los valores y principios de sus antepasados, renunciaban a ver en la acción de estos algo más que una historia rechazable, digna incluso de censura y de olvido». El colofón, en fin, se producía cuando los socialistas se aliaban, tanto en las Cortes como en los Gobiernos autonómicos de Cataluña, Galicia o Baleares, con partidos que sólo buscaban destruir a España como nación en todos los sentidos.


  La persistencia y virulencia mediática de este discurso en el espectro conservador español, que se acentuó de modo particular desde la inesperada derrota electoral de marzo de 2004, la posterior tregua de ETA y la derrota electoral de 2008, para resurgir al socaire del recrudecimiento de la cuestión territorial tras 2012, ha relegado a un segundo plano el esfuerzo de liberalización y actualización del concepto de nación abrigado por los populares mediante su adopción del término patriotismo constitucional. La reconquista del poder por parte del PP, a hombros de la rápida deslegitimación del segundo Gobierno de Rodríguez Zapatero y el impacto de la gran depresión económica en 2011, supuso un punto final en todo proyecto de reactualización teórica. El enfrentamiento frontal con el independentismo catalán desde fines de 2012 dio pábulo a resucitar los viejos temores de la Alianza Popular de los primeros años ochenta acerca de los excesos de la descentralización política, y a pregonar la recuperación simbólica del sentimiento nacional español. Pero cabe recordar que, contrariamente a lo predicado por Jürgen Habermas, los liberal-conservadores españoles no han estado nunca por la labor de llevar a cabo una rigurosa Vergangenheitsbewältigung, y una refundación de la comunidad nacional basada en un coherente consenso antifascista. Por afirmarlo en palabras de Mattias Iser, distaban de propugnar un patriotismo constitucional tomado en serio.


  Como muestra, podía servir la beligerante actitud de la derecha conservadora ante la llamada Ley de la Memoria Histórica (Ley52/2007 por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura) desde su aprobación por el Congreso de los Diputados en octubre de 2007. El impacto de la gran depresión desde 2008 relegó la presencia pública de los debates sobre la memoria histórica a un segundo plano. No obstante, los nuevos movimientos políticos de izquierda y los nacionalismos periféricos mantuvieron su firmeza en denunciar el insuficiente abordaje crítico del pasado incómodo en la democracia española. La mayor parte del centro-derecha español, por su parte, adolecía aún en 2011 de grandes reticencias a la hora de afrontar de manera crítica el propio pasado dictatorial del sigloXX. En el PP eso también tenía que ver con la propia genealogía del partido, que al contrario que en otras formaciones conservadoras y democristianas europeas no hundía sus orígenes en una tradición liberal o democristiana de carácter antifascista. Pero parecidas reticencias han aflorado en otras organizaciones supuestamente ubicadas en el centro y nacidas en el sigloXXI, como UPyD o Ciudadanos.


  Una razón para ello puede residir en que el votante conservador y españolista mantiene la oposición hacia la recuperación de la memoria histórica como un rasgo definitorio de su identidad política. Para muchos simpatizantes conservadores, y aun los autoidentificados con posiciones de centro, una mirada crítica al pasado reciente supondría una puesta en cuestión adicional de la narrativa acerca de la identidad nacional española, siempre vista en clave pesimista, y por tanto dar argumentos a quienes querrían destruirla —los secesionistas de la periferia—. Para hacer frente a estos presuntos peligros, los intelectuales conservadores se han afanado en reivindicar un relato optimista y hasta benévolo del pasado español que pueda generar orgullo patrio entre la ciudadanía. Y la Transición sería un hito principal, como logro colectivo, de ese relato optimista. De hecho, la tibieza hacia la crítica del pasado reciente también ha caracterizado a los partidos e intelectuales que se han identificado con una variante liberal y han intentado ocupar el espacio electoral conservador.


  Por otro lado, el retorno de buena parte de la opinión publicada de tendencia conservadora a una suerte de fundamentalismo historicista y cultural casaba mal con los intentos de redefinir en términos más cívicos el mensaje patriótico del liberal-conservadurismo español, que desde 2004 sólo ha hecho un uso más bien episódico de la etiqueta del patriotismo constitucional. La alianza patriótica que los medios periodísticos e intelectuales conservadores añoraban y añoran con la izquierda, o al menos con la izquierda socialdemócrata, se sigue mostrando como algo prácticamente imposible en la actualidad. Así se ha puesto de manifiesto, incluso, en el País Vasco, donde las posiciones defensoras del nacionalismo constitucional se hallaban sometidas a condicionantes excepcionales para poder expresarse libremente en numerosos ámbitos, por mor de la persistencia de la violencia de ETA y sus adláteres políticos. Y donde sólo el apoyo externo del PP al Gobierno socialista en minoría del lehendakari Patxi López introdujo desde marzo de 2009 una suerte de «oasis vasco» en la convulsa escena política española, perpetuado tras la vuelta al poder del PNV en 2013 mediante el liderazgo tranquilo y el pragmatismo adaptativo del lehendakari Íñigo Urkullu, que se mantuvo a prudente distancia del ejemplo escocés o catalán.


  Una vía fundamental y complementaria, sin embargo, para crear la cohesión nacional no sólo es compartir lo común. También lo es el poseer un adversario compartido. Y aquí hay poco de nuevo. Para el neopatriotismo español de signo conservador, el otro que legitima su afirmación de la nación son sus enemigos, y por extensión perifrástica los de las libertades democráticas, no pasados, sino presentes y futuros: el nacionalismo étnico subestatal opuesto a una españolidad que se entiende legitimada por la historia compartida y los valores cívicos encarnados en la Constitución. El enemigo más dañino hasta 2011 era la violencia terrorista alentada y cobijada por el nacionalismo radical vasco, acompañada de intolerancia y acoso social. En 2008, Santiago Abascal y Gustavo Bueno enumeraban una larga serie de amenazas a la nación española, que iban desde el secesionismo interior hasta el «fundamentalismo democrático», el «anarquismo», de modo muy genérico el «europeísmo», el «yihadismo» y las pretensiones territoriales de Marruecos sobre Ceuta y Melilla, además de «Europa» como espacio económico de competencia, y el «panfilismo» en política exterior del Gobierno Zapatero. Sin embargo, sólo la amenaza secesionista supondría un peligro inminente y a corto plazo: la disgregación de España, y en menor grado el fundamentalismo islámico.


  Esa oposición se exacerbó a partir de 2005: el proceso de reforma de los Estatutos de Autonomía, y particularmente la campaña contra el nuevo Estatuto de Cataluña en la primavera de 2006, fueron hechos que dejaron clara la absoluta cerrazón del PP a aceptar cualquier reconocimiento, por simbólico, limitado y poco operativo que fuese en términos reales (como así acaecía en el texto del nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña finalmente aprobado en junio del 2006), de la condición de nación a un territorio de ámbito inferior al español. No obstante, el PP no tuvo reparo en aceptar para el nuevo Estatuto de Autonomía de Andalucía (2007) la expresión realidad nacional en su preámbulo, aunque condicionada repetidas veces a su subordinación a la unidad de la nación española estipulada en la Constitución. Y el proceso de paz que se abrió de nuevo en Euskadi entre marzo de 2006 y junio de 2007, culminado con el anuncio por parte de ETA del cese de su actividad armada en 2011, y finalmente su disolución en 2018, sirvió igualmente de piedra de toque: ante la mínima sospecha de que se podía llegar a ofrecer como contrapartida a ETA por parte del Gobierno la ruptura de la unidad del marco de soberanía, el PP reaccionó simplemente negando cualquier colaboración. Su gestión del final de la violencia política en Euskadi estuvo presidida por la negativa a cualquier concesión en materia penitenciaria antes de que la organización terrorista se disolviese y entregase su armamento.


  Desde la segunda década del sigloXXI, y en particular a partir del recrudecimiento del debate territorial provocado por el incremento del apoyo social al independentismo en Cataluña, el peligro de disgregación de la unidad de España ha pasado a ocupar el primer plano de todas las agendas políticas de la derecha, cualesquiera que hayan sido sus versiones. Ni siquiera partidos que han nacido como escisiones del ala más conservadora e integrista del PP, como Vox (2013), liderada por Santiago Abascal, que atrajo a su seno a exministros del Gobierno Aznar como Jaime Mayor Oreja o al antiguo líder del PP catalán Alejo Vidal-Quadras, han dado prioridad en su discurso y mensaje electoral a la oposición a la inmigración extraeuropea —aunque ese punto sí figura entre sus principios fundacionales— o al peligro de infiltración del islamismo radical, como han hecho otros partidos de derecha populista en Italia, Alemania, Francia o en Europa del Este. Por el contrario, han descargado el grueso de sus energías discursivas en la amenaza del secesionismo catalán, al que seguiría el vasco en una suerte de efecto dominó o balcanización del Estado.


  5.1.5. La variante regionalista


  La praxis política del PP en Galicia y las Baleares, sobre todo, así como en Navarra, se ha caracterizado hasta mediada la primera década del sigloXXI por la puesta en práctica de una política de moderada promoción de los idiomas y culturas regionales, e igualmente por la defensa de la identidad mesoterritorial, aceptando plenamente el Estado de las autonomías y presionando por una efectiva descentralización del poder. Todo ello sin entrar en ningún momento en conflicto con la aceptación de la identidad nacional española. Con todo, esa mayor apertura al hecho autonómico ha sido causa de más de un desencuentro con la doctrina y la estrategia impulsada desde las instancias centrales del partido conservador.


  El proceso de «regionalización» de la agenda política de la derecha conservadora en algunos territorios tuvo también como objetivo contrarrestar el posible auge de la izquierda y los nacionalismos subestatales en CC.AA. donde en apariencia existían algunas precondiciones para ello (sobre todo, una lengua propia y un nacionalismo autóctono pero minoritario, caso de Valencia, Baleares y Galicia, además de Navarra). Pero la rápida integración de las élites locales interesadas en asegurar espacios de poder mesoterritorial, y la necesidad de preservar el control de las nuevas instituciones autonómicas en un contexto caracterizado por la «competencia territorial» para obtener recursos y competencias del Estado central, llevó al PP gallego y balear a reforzar sus postulados regionalistas durante las décadas de 1980 y 1990. Abanderados fueron en primer lugar los populares gallegos, desde la subida al poder autonómico de Alianza Popular en 1981 con el lema electoral Galego coma ti y un galleguista independiente como candidato a la presidencia. Ya a mediados de los ochenta, la Xunta gobernada por los conservadores asumía el término nacionalidad, que acabó siendo reconocido por el PP gallego en 1991, con anterioridad al PP español, que a lo largo de los años ochenta mantuvo sus reticencias hacia la aceptación de un concepto considerado equívoco y antesala de la plena conversión de esas nacionalidades en sujetos de soberanía, según expresaron con su rechazo al texto constitucional en 1978 cinco diputados de AP. De hecho, el mismo Manuel Fraga expresó sus reservas frente al término durante los trabajos de elaboración de la Carta Magna, y todavía las mantuvo por varios años tras la aprobación de la misma. El entonces joven conservador José M.ªAznar dedicó varias invectivas periodísticas contra la inclusión del término «nacionalidad» en la Constitución desde el periódico La Nueva Rioja[10]. Y dirigentes del sector más involucionista de AP como Licinio de la Fuente —uno de los tres diputados que se abstuvo en la votación final de la Carta Magna— o el inicialmente «regionalista» Laureano López Rodó, se distinguieron por sus enmiendas al articulado de la Constitución pidiendo la supresión del término nacionalidades, o restringiendo la cooficialidad de las lenguas regionales en las comunidades autónomas bilingües.
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      FIGURA 8. Cartel electoral de Alianza Popular, elecciones autonómicas gallegas de 1981 (http://mdc.csuc.cat/cdm/ref/collection/josepvinyal/id/3825).

    

  


  El partido Alianza Popular conservó en su III (1979) y IVcongresos (1981) la aspiración a la reforma del títuloVIII de la Constitución y la supresión del término «nacionalidades», así como reservas frente a la asunción de competencias financieras y educativas, también en materia lingüística, por parte de los nuevos poderes mesoterritoriales. Y esas reservas se trasladaron en el programa electoral de la Coalición Democrática para las elecciones generales de 1979, que insistía en la «máxima cautela» a ser aplicada en el proceso de descentralización, y el deslinde de las competencias exclusivas del Gobierno central. En las elecciones generales de octubre de 1982 AP tuvo que integrar en una amplia coalición a partidos regionalistas como Unión Valenciana, el Partido Aragonés Regionalista o Unión del Pueblo Navarro, y por otro lado desde 1980 empezó a gestionar algunas CC.AA. de peso notable, como Galicia. En su programa electoral de 1982, AP insistía en el «principio de unidad nacional» y de «identidad cultural común a todos los españoles», así como en el de unidad del Estado y del mercado nacional. Pero asumía los retos de la construcción del Estado autonómico, empezando por el «principio de autonomía financiera» de las CC.AA., aunque insistía en la necesidad de coordinación entre todas ellas, así como en la relevancia de la figura del delegado del Gobierno, con el fin de que el Estado central pudiese cumplir con eficacia sus funciones. En los congresos sucesivos de AP, como en el VII de 1986 y el IX de 1989, el entonces diputado José M.ªAznar se encargó en buena parte de las ponencias sobre el Estado de las autonomías, defendiendo la necesidad de preservar el «principio de unidad» de la nación haciéndolo compatible con el «principio de autonomía», incluyendo la unidad del Estado, del espacio cultural y del mercado. A menudo, algunos de los incipientes «barones regionales» que ya se iban consolidando dentro del partido y que disfrutaban del ejercicio del poder mesoterritorial no compartían todos estos postulados en su literalidad.


  Bajo el liderazgo carismático de Manuel Fraga Iribarne y el ascenso de este último a la presidencia de la Xunta de Galicia en 1990, puesto que ocupó de forma ininterrumpida hasta 2005, sin embargo, el PP de Galicia avanzó gradualmente en la definición de una nueva fórmula que buscaba combinar la lealtad constitucional a España con el reforzamiento de la identidad regional. Se llegó así a la doctrina de la «autoidentificación», que consistiría de modo confuso en la promoción del orgullo consciente de la identidad gallega y la valoración positiva del idioma y las tradiciones específicas de la comunidad autónoma, combinadas con la exaltación del folclore, la cultura popular en sentido amplio y el «reconocimiento de la propia personalidad» regional, de la que derivaría un «autogobierno y administración real». El apoyo a la cultura gallega adoptó a menudo tonos banales y populistas, oscilantes entre el folclorismo y la exaltación de un ruralismo premoderno, patente en la organización de fiestas y romerías. Pero también tuvieron lugar en este ámbito intentos de legitimar esa apropiación de la cultura regional mediante la relectura del legado histórico del nacionalismo periférico existente en el territorio en cuestión —en este caso, el gallego—, convirtiendo sus lugares de memoria y a sus teóricos principales (siempre y cuando estos no hubiesen sido independentistas, demasiado de izquierdas, represaliados o exiliados durante la guerra civil) en precedentes de «regionalismo sano», frontalmente opuesto, eso sí, al derecho de autodeterminación, que era firmemente rechazado.


  La autoidentificación autonómica se veía legitimada así mediante una lectura del pasado ajeno, el de los movimientos nacionalistas con cierta vocación de regenerar el Estado. No era de extrañar que varios líderes del PP en Cataluña, tanto Vidal-Quadras como, más tarde, Josep Piqué, citasen con cierta frecuencia al catalanista moderado y pragmático que había sido Francesc Cambó —como ya había hecho en la Transición López Rodó, antiguo ministro abanderado del desarrollismo en los años sesenta— y recordasen la tradición reformista y regeneracionista hispánica del catalanismo mayoritario, distante de estrategias independentistas. Y algunos líderes e intelectuales orgánicos del PP de Galicia no tuvieron empacho en reivindicar y reinterpretar como precedentes de su doctrina regionalista el conjunto de la tradición histórica del nacionalismo gallego anterior a 1950.


  Igualmente, varios presidentes conservadores de Gobiernos autonómicos abanderaron la defensa entusiasta del principio de subsidiariedad y las bondades de una descentralización eficaz, siguiendo en parte el ejemplo exportado en la década de 1980 por el partido socialcristiano de Baviera (CSU). Un buen ejemplo de ello fue la fórmula de la Administración única propuesta en su día por Manuel Fraga, que consistía básicamente en la plena asunción de competencias por las Administraciones autonómicas y la supresión de duplicaciones o superposiciones de áreas competenciales entre el Estado central y las CC.AA., transfiriendo a estas últimas las materias previstas en sus Estatutos. El Gobierno de Madrid retendría competencias exclusivas en aquellas áreas de interés esencial para la cohesión económica, social y política de España. Fraga argumentaba que con ello no sólo se profundizaría en la consecución de los niveles de descentralización previstos por la Constitución y arraigaría el Estado de las autonomías, sino que también contribuiría a congelar las incesantes demandas de ampliación del autogobierno planteadas por los nacionalistas periféricos. El estadio final habría de ser la plena puesta en práctica de la autonomía según las líneas diseñadas en la Carta Magna, aún sin descartar reformas de tipo técnico y reactualizaciones en la misma para mejorar la eficacia operativa del sistema autonómico, fundamentado además en una garantía de plena lealtad constitucional por parte de las CC.AA. y el Estado central.


  Estas posturas ilustraban un hecho relevante. Fue a través de la asunción de responsabilidades de gobierno en varias CC.AA. que la derecha democrática acabó por aceptar plenamente el modelo autonómico diseñado por la Constitución de 1978 y desarrollado a continuación. Por la vía rápida de su implicación en el proceso de construcción del Estado de las autonomías, los conservadores dieron en admitir que, si bien era indiscutible que España era y es la nación y por tanto el único sujeto soberano, en su seno convivían distintas culturas, idiomas y «hechos diferenciales». Pero ésta sería la última trinchera. El PP ha reiterado de modo insistente que, tras la asunción de las competencias pendientes de transferir por todas las CC.AA., se ha de tender a una uniformización tendencial de sus techos de autogobierno, reconociendo, eso sí, como hechos diferenciales la existencia de lenguas cooficiales en algunas de esas comunidades, el «hecho foral» en Navarra y el País Vasco, las singularidades legislativas en materia de derecho civil en otras más, y el «hecho insular» como particularidad geográfica e institucional en los archipiélagos canario y balear. Empero, esas peculiaridades no debían dar lugar a techos de autogobierno diferentes, ni a una profundización de la asimetría entre nacionalidades y regiones, y ni siquiera a una evolución en sentido federal, aventura que se rechazaba de forma explícita. Y, por supuesto, la derecha española se negaría a aceptar cualquier planteamiento que apuntase a una cesión de soberanía a las CC.AA., rechazando toda propuesta que incidiese en la idea de soberanía compartida. Las reformas de los Estatutos de Autonomía habrían de consistir únicamente en desarrollos de la Carta Magna, como afirmaba la Declaración de San Millán de la Cogolla, emitida por los presidentes regionales del PP y los presidentes de CC.AA. pertenecientes a este partido en noviembre de 2004. Ceder poder a los sedientos nacionalismos periféricos sería una pérdida de tiempo y una muestra de debilidad. Según escribía Edurne Uriarte cinco años antes, dado que los principales partidos nacionalistas subestatales eran opuestos al federalismo, y mucho más al federalismo simétrico, carecería de todo sentido jugar con la posibilidad de federar el Estado de las autonomías: «no hay nuevas fórmulas para conseguir la integración de los nacionalismos, porque esa nueva fórmula es la única que no puede ofrecer el Estado, es decir, el derecho de autodeterminación […]. La “fórmula federal” no significa nada para los nacionalistas».


  Esas posiciones se han exacerbado a lo largo de la segunda década del sigloXXI, y han justificado la negativa recurrente del Gobierno de Mariano Rajoy (2011-2018) a considerar ni siquiera una parcial reforma del títuloVIII de la Constitución que recogiese elementos de asimetría en la organización territorial del Estado, como posible estrategia de diálogo con el catalanismo político. La defensa a ultranza de la Carta Magna se convertía así en el contrapunto a la demanda de autodeterminación.


  De hecho, el mayor temor del pensamiento conservador en la actualidad no reside en el hipotético vaciamiento del Estado como garante de la solidaridad interterritorial y social. Ni tampoco en los perjuicios derivados de la posible pérdida de soberanía dentro de la Unión Europea, pues los Estados siguen siendo considerados los actores principales del juego político continental, antes y después de la creación de la moneda única europea. El impacto del terrorismo islámico, tras el atentado de las Torres Gemelas del 11 de septiembre de 2001 en Nueva York, llevó a algunos dirigentes del PP, como el entonces portavoz de asuntos exteriores Gustavo de Arístegui, a proclamar la necesidad de reforzar los atributos de los Estados nacionales. Pero el auténtico peligro se contemplaría en que la nación que da vida orgánica al Estado dejase de mantenerse unida, que dejase de existir. Una nación que se basaba en una «realidad histórica de más de 500 años» y el propio artículo 2 de la Carta Magna, por lo que cabría oponerse a toda reforma constitucional que pusiese en duda que el único e indivisible titular de la soberanía era el pueblo español, «cuya indisoluble unidad se manifiesta en la Nación española»[11].


  De ahí también que el neorregionalismo más o menos sano, como vía de afirmación local del patriotismo español, haya constituido desde 2004 una corriente en franca retirada dentro del principal partido conservador, acentuada tras la derrota electoral de Manuel Fraga en las elecciones gallegas de 2005 —si bien restos de ese neorregionalismo se mantienen aún dentro del PP gallego tras la vuelta al poder del sucesor de Fraga, Alberto Núñez Feijóo, en marzo de 2009—. El énfasis pasó a situarse, como bien expresó Soraya Sáenz de Santamaría, entonces portavoz parlamentaria y después vicepresidenta del Gobierno de Rajoy, en un curso de verano celebrado en El Escorial en julio de 2007, en dar estabilidad al sistema autonómico, cerrando su carácter «indefinidamente» abierto; promover la igualdad de competencias entre todas las CC.AA., la eficacia de la gestión y la cooperación y coordinación horizontal entre ellas, y mantener de modo inalterable un núcleo central de competencias y poderes en manos del Estado central para preservar la cohesión territorial[12]. Pero otros representantes institucionales del PP se manifestaron de forma mucho más contundente y restrictiva. Según expresaba Alejo Vidal-Quadras durante la campaña de las elecciones europeas de 2009, el Estado de las autonomías había entrado en un proceso de descarrilamiento, por lo que una reforma constitucional profunda que reforzase la cohesión nacional y el Estado recuperase su capacidad para «dirigir la política de la nación» era más necesaria que nunca. El expresidente José M.ªAznar también se ha pronunciado repetidas veces en un sentido similar. Y desde 2012, han sido varias las voces dentro de la derecha —y a veces la izquierda— española que han propugnado una reforma del sistema electoral que deje fuera a partidos separatistas, y que incluso han abogado por la ilegalización de las organizaciones favorables a la secesión de una parte del territorio español.


  Un fenómeno complementario, y al mismo tiempo complejo, consistió en el surgimiento de partidos regionalistas de cariz mayoritariamente conservador a lo largo y ancho del territorio español desde comienzos de la década de 1980, desde el Partido Regionalista de Cantabria al Partido Aragonés Regionalista, Unión Valenciana o Unión del Pueblo Navarro. Su programa común consistía y consiste en defender las viejas y nuevas identidades regionales, así como en reivindicar la profundización y dotación de poder y competencias a las CC.AA., basándose en una dinámica de imitación y reacción respecto de las «nacionalidades históricas». Pese a las proclamas retóricas y al discurso de identificación territorial que han promovido y promueven, sin embargo, en ningún caso han llegado a considerar sus territorios como sujetos soberanos. A sus ojos, la defensa de los intereses de la región o de la comunidad no se contempla como un postulado contradictorio con la Carta Magna y con el proyecto nacional español en conjunto. Hasta cierto punto, esos neorregionalismos autonomistas mantienen varias características de los regionalismos políticos y culturales del período de preguerra, pero han podido consolidarse en algunas CC.AA. gracias a la combinación de una estructura de oportunidades favorable, la dinámica reivindicativa abierta por los nacionalismos periféricos, que generó una suerte de efecto imitación, y la reivindicación de que las medidas descentralizadoras no se limitasen a Cataluña y el País Vasco.


  De hecho, en varios de esos regionalismos el anticatalanismo o el antinacionalismo vasco han jugado y todavía juegan un papel discursivo y movilizador tanto o más importante que la afirmación de la propia personalidad regional. Fue el caso del valencianismo blavero, del alavesismo o del regionalismo conservador navarro, que en varios casos sí podían apelar a una tradición regionalista específica con raíces en el sigloXIX y con claros antecedentes carlistas y carlo-fueristas. A principios del sigloXXI, los postulados del navarrismo, por ejemplo, han sido reconvertidos en una concepción de España basada en la preservación de sus «libertades regionales» legitimadas por la tradición y la historia desde la Baja Edad Media, y amparadas secularmente por la Monarquía. Esa unidad en la diversidad constituiría el fundamento último de una identidad histórica, la navarra, que se opondría a los intentos «anexionistas» del nacionalismo vasco.


  5.1.6. Titubeos neoforalistas


  El que podríamos denominar nacionalismo neoforalista ha sido y es una tendencia muy reducida y poco significativa en términos políticos, defendida a título prácticamente personal por algunos representantes aislados de la derecha conservadora. En la práctica, sólo por uno, aunque de gran altura intelectual y con la auctoritas añadida de haber sido miembro de la comisión redactora de la Constitución por UCD, así como posterior líder destacado de AP en la década de 1980, además de miembro del Consejo de Estado: el jurista Miguel Herrero Rodríguez de Miñón. Sus ideas, planteadas en varias obras y artículos desde finales de los noventa, abrían la puerta al reconocimiento del carácter plurinacional de España, considerando que aquél siempre estuvo presente en la Historia del país. España sería «una realidad plurinacional asimétrica», cuyo Estado también habría de adoptar una forma plurinacional para seguir existiendo. Y un «españolismo consecuente» debería aceptar integrar los diversos nacionalismos subestatales en «una España plurinacional que responda, no a una abstracta razón armada, sino a la razón vital de la voluntad de los respectivos pueblos»[13].


  La fórmula preferida por Herrero de Miñón para acomodar la pluralidad nacional dentro de un mismo Estado consistiría en la resurrección de conceptos tradicionales, inspirados en buena parte en el modelo de «monarquía compuesta» de los Austrias en los siglosXVI yXVII. Las libertades y fueros regionales, partes indiscutibles del legado de la nación española, podrían ser trasplantados en la actualidad en una forma de «Estado compuesto» que, recogiendo también algunas inspiraciones austrohúngaras (las ideas del jurista y constitucionalista vienés Georg Jellinek en su obra Fragmentos de Estado [1896], por ejemplo), podrían dar lugar a un sistema de soberanías compartidas entre el Estado central y algunas CC.AA. El mecanismo para ello, y para conseguir un encaje estable, sobre todo, de las reivindicaciones de los nacionalistas vascos en España, podría surgir de una relectura generosa del texto constitucional de 1978 y una explotación adecuada y expansiva de la disposición adicional primera referida a los derechos históricos vascos, pues, según la interpretación de Herrero de Miñón, a través de su reconocimiento constitucional y del propio reconocimiento en el artículo 2 de la Carta Magna al derecho a la autonomía de nacionalidades y regiones, se podría concluir que el País Vasco y Navarra habrían participado como «fragmentos de Constitución» en un pacto o acuerdo colectivo. Y la Monarquía española podría titularse sin ambages plurinacional, pero considerando que esas naciones son elemento constitutivo de la formación de la comunidad política española, cuyo árbitro supremo sería precisamente la institución monárquica, como símbolo de un «supranacionalismo hispano capaz de articularse con diferentes lealtades nacionales».


  Sin embargo, las propuestas de Miguel Herrero, que hallaron en su momento un eco positivo en algunos sectores del nacionalismo vasco, y que fueron apoyadas desde las filas socialistas por el relevante intelectual del PSC-PSOE Ernest Lluch hasta su asesinato por ETA, no han gozado nunca de influencia real en los líderes políticos conservadores, ni tuvieron predicamento alguno en la práctica de gobierno del PP. Por el contrario, han despertado más bien la reacción airada de los defensores del nacionalismo constitucional tanto a diestra como a siniestra. Herrero de Miñón y sus tesis constitucionales fueron consideradas así desde adaptaciones de los postulados soberanistas del PNV hasta una vuelta al Antiguo Régimen, cuando no una simple traición a la patria. Años después, cuando intentó sugerir la posibilidad del encaje constitucional del «derecho a decidir» reivindicado por el nacionalismo catalán, las propuestas de Herrero de Miñón hallaron una respuesta semejante en las filas conservadoras, pero también en los medios liberales y socialdemócratas, con muy pocas excepciones —que apuntaban hacia una reordenación del mapa territorial español, con recentralización del Estado salvo un estatus especial para Cataluña y el País Vasco.


  Herrero de Miñón no fue, empero, el único en apelar a las tradiciones forales como vía de construcción de un concepto compuesto de la nación española. Por ejemplo, desde los escasos grupos intelectuales adscritos a la minoritaria Nueva Derecha en la España de los noventa, como la revista Hespérides, fundada en 1993 por el periodista José Javier Esparza —que después pasó a ejercer su labor en la cadena COPE— y portavoz del llamado Proyecto Cultural Aurora, cuya senda continuó después la más minoritaria Nihil Obstat, se proponía una suerte de retorno a un neoforalismo de identidades concéntricas, que acabase reforzando la soberanía nacional española y el papel del Estado frente a las fuerzas disgregadoras del liberalismo y el individualismo.


  5.2. LA NACIÓN DE LAS IZQUIERDAS: ESPAÑAS PLURALES Y PUEBLO VIRTUOSO


  Desde mediados de la década de 1980, la izquierda española, y particularmente su versión socialdemócrata representada de modo mayoritario por el PSOE, se ha embarcado en la tarea de recuperar una forma de discurso patriótico español que, evitando a toda costa la etiqueta de nacionalista, se oriente hacia la reactualización del legado reformista, republicano y democrático de la Historia reciente de España y sus propuestas para la articulación de una nación democrática.


  Este viraje progresivo supuso, en primer lugar, el paulatino abandono programático de la reivindicación del derecho de autodeterminación para las nacionalidades hispánicas y la preferencia por una fórmula federal de articulación del Estado español en el futuro. Ese punto programático ya había sido introducido en el IX (1964) yX (1970) congresos del PSOE en el exilio, y fue desarrollado en el XIIIcongreso celebrado en Suresnes (1974), más tarde reafirmado en el primer congreso celebrado en Madrid en diciembre de 1976, y mantenido a lo largo de los dos años siguientes, ampliando la reivindicación autonómica no sólo a las «nacionalidades» sino también a las ahora llamadas «regionalidades». Al mismo tiempo, propugnaba la creación de una confederación republicana de nacionalidades ibéricas. La articulación y concreción teórica de este proyecto fue, sin embargo, altamente contradictoria y muy dependiente de las prioridades estratégicas de integrar al resto de las fuerzas políticas socialistas (Partido Socialista Popular, Conferencia Socialista Ibérica y, sobre todo, partidos socialistas catalanes). Esta reivindicación, a pesar de todo, aún figuró en el programa electoral del PSOE en 1977.


  De modo paralelo ocurrió en el caso del PCE, que defendió igualmente el derecho de autodeterminación para Cataluña, el País Vasco y Galicia en las resoluciones de su congreso de 1975, expresando su preferencia por una República federal española. Sin embargo, el PCE superó de modo progresivo su aparente «olvido de España» desde la guerra civil, y confirió una mayor visibilidad en su discurso y praxis política a la defensa explícita de la nación española, entendida en su pluralidad. Una nación que habría de funcionar como un marco de derechos y deberes desde el que conquistar el poder y transformar la sociedad.


  El socialismo español también fue «recuperando» un mensaje patriótico español en positivo, aunque tardase en encontrar un vocabulario definitivo para una cuestión que nunca había figurado con anterioridad entre sus preocupaciones programáticas principales. Se trataba en parte de una adaptación a las nuevas prioridades estratégicas reinantes tras las elecciones de 1977 y la clara hegemonía adquirida por el PSOE en el campo socialista, mediante la integración en su seno del socialismo catalanista y de buena parte de los cuadros de los diversos partidos socialistas territoriales. Pero el abandono de los postulados de Suresnes en materia territorial también era un resultado de la constatación de que la demanda de autodeterminación no era tan mayoritaria como la oposición antifranquista había supuesto. A ello se añadía la recepción entre los dirigentes del PSOE de las teorías historicistas acerca de España como nación de naciones y regiones que habían sido formuladas en el exilio por un teórico singular, el federalista y socialista Anselmo Carretero Jiménez. Hijo de un teórico del regionalismo castellano, Anselmo Carretero fue un polifacético personaje que se desempeñó como ingeniero industrial, oceanógrafo y propietario agrario, y que vivió buena parte de su vida en México, autor de una prolífica obra de interpretación histórica y ensayística acerca de la variedad territorial de España, los pueblos de España, los fundamentos de la identidad leonesa y castellana, y asimismo sobre el carácter orgánico de las diferentes nacionalidades que conformarían la nación española, para él síntesis de las demás[14]. Así se abrió paso dentro del PSOE un nuevo mensaje explícitamente centrado en la afirmación del patriotismo español.


  Esta doctrina tuvo un primer reflejo en los debates de la comisión que elaboró el texto de la Constitución de 1978. En su seno, los representantes socialistas (Eduardo Martín Toval y Gregorio Peces-Barba) defendieron, con distintos matices, la idea de que España era una nación de naciones y de que sólo en la descentralización hallaría el concepto de una patria común su plenitud. Peces-Barba afirmaba en enero de 1978 que «desde el punto de vista científico» los socialistas aceptaban que «existen en España, en la nación española, varias naciones», sin contradicción alguna. Y quince años después reconocía que el término «nacionalidades», que se introdujo finalmente en el articulado de la Carta Magna, fue una suerte de solución ingeniosa, pues todos eran «conscientes de que nacionalidad y nación eran lo mismo. Lo que pasa es que todos decíamos nación en sentido cultural. Por eso se insistió mucho en la soberanía nacional, término que no hubiéramos usado en otras circunstancias porque es un poco antiguo». El líder socialista vasco José María Txiki Benegas recordaba en 2006 que la expresión «nación de naciones» no cabía interpretarla en su momento como una equiparación entre España y un «conjunto de naciones que existen también en el mismo territorio», sino que, en la coyuntura constituyente, «se quiso dar al término nacionalidad una interpretación en el sentido de como se utilizó en el sigloXIX, considerando que comprendía a aquellos pueblos que por su historia o por determinados condicionantes tenían una lengua propia o una cierta identidad, pero existían dentro de un Estado, sin que se planteara la posibilidad de que tuvieran un Estado propio». Por el contrario, la «nación», que sólo era España según los artículos 1 y 2 de la Carta Magna, era claramente identificada «con el Estado y con España», pues, a diferencia de una nacionalidad, toda nación «debe tener un Estado o aspira a tenerlo».


  El fallido golpe de Estado del 23 de febrero de 1981 reforzó entre los socialistas la tendencia a poner de manifiesto que España era la nación, y que las naciones que integraba no eran tales, sino como mucho «nacionalidades», desprovistas de soberanía y sin posibilidad de acceder a ella. Y esa interpretación prevalente fue reforzada por los «Acuerdos Autonómicos» firmados en julio de 1981 por consenso entre la UCD y el PSOE, con el objetivo de «racionalizar» el proceso de promulgación de Estatutos de Autonomía en todas las regiones de España; y más tarde por la praxis institucional del período de gobierno socialista, inaugurado por la mayoría absoluta obtenida por el PSOE en octubre de 1982. Poco después de asumir la presidencia del Gobierno, Felipe González declaró que aquellos medios de prensa extranjeros que habían saludado la llegada de los «jóvenes nacionalistas españoles» a la Moncloa acertaban en destacar ese epíteto, pues «creo que es necesario recuperar el sentimiento nacional español», apelando a la tradición republicana de patriotismo liberal anterior a 1931. De hecho, además de promover el uso de la bandera rojigualda con el escudo constitucional, una de las primeras iniciativas del Gobierno del PSOE consistió en intentar «controlar» y «racionalizar» el proceso de transferencia de competencias a las comunidades autónomas mediante la llamada Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA), finalmente anulada por el Tribunal Constitucional.


  A partir de 1982, podemos señalar las siguientes tendencias dentro del discurso acerca de España como nación que se registraron en el ámbito de la izquierda española. Corrientes que también presentan numerosos puntos de contacto y solapamiento entre sí, y en ocasiones con los postulados paralelos de la derecha conservadora.


  5.2.1. La nación de naciones y el patriotismo constitucional


  El discurso neopatriótico puesto en circulación por los socialistas españoles desde 1982 incorporaba postulados genéricos pero eficaces, resumibles en un conjunto de lemas o ideas-fuerza. Primero, una apelación constante a la «modernidad», a la solidaridad interregional y al europeísmo, como deseo de plena integración en un proyecto común de ámbito continental simbolizado por la CEE/UE. El retorno a Europa era contemplado como un medio para reforzar la joven democracia española, proporcionándole a la sociedad, además, un nuevo proyecto nacional en el que diluir sus fantasmas históricos. Pero también era visto como un mecanismo para consolidar el papel del Estado central como único mediador entre la Comisión de Bruselas y el conjunto de los ciudadanos españoles.


  Un segundo elemento, ya presente en realidad desde la misma aprobación de la Carta Magna, era la conciliación de la existencia de una nación política española con el reconocimiento de la presencia en su seno de diversas naciones culturales, recurriendo ahora para ello a la distinción establecida por Friedrich Meinecke en 1907 entre Staatsnation y Kulturnation y aplicable particularmente al Imperio austrohúngaro. No en vano, además, las teorías de la socialdemocracia austríaca anterior a 1918 fueron objeto de cierta atención entre los socialistas españoles, muy particularmente los postulados de Otto Bauer, que incidían en la idea de la autonomía cultural y la separación entre el ámbito de lo político-institucional y lo etnocultural. Según aquella definición, el carácter múltiple de las identidades españolas y la combinación del reconocimiento de naciones culturales y una nación política única, principios recogidos en el texto constitucional de 1978, permitirían caracterizar a España como una nación de naciones, cuya existencia estaría igualmente legitimada por la Historia. De hecho, varios intelectuales, periodistas e historiadores cercanos a la izquierda socialdemócrata, como Gregorio Peces-Barba y Francisco Rubio Llorente, pero también otros que se situaban en posiciones próximas al liberalismo conservador, habían insistido ya desde finales de los setenta en la definición de España como nación de naciones, cuyos orígenes se retrotraerían a tiempos premodernos. Donde se decía «naciones» cabía identificar en primer lugar las «nacionalidades» mencionadas, aunque de modo genérico, por la Constitución y los Estatutos de Autonomía de Cataluña, País Vasco y Galicia[15].


  La historia de una pluralidad de identidades dentro de un proyecto común constituiría una base legítima para justificar la supervivencia de España como nación, aunque permitiendo en su seno un generoso pluralismo cultural y la descentralización del poder político, lo que vendría además avalado por su trayectoria histórica de unidad en la diversidad. No obstante, España y el pueblo español seguirían siendo el único sujeto y titular de la soberanía única e indivisible. Por lo tanto, sólo la nación lo sería en efecto, como ente dotado de soberanía, mientras que las naciones en plural serían comunidades culturales. Pero la convivencia en una sola definición de dos acepciones diferentes del mismo término generaba más confusión que claridad. La aceptación de la pluralidad cultural, de una mayor descentralización y de un reconocimiento más amplio del carácter multinacional del Estado sería compatible con la defensa de un proyecto común, basado en una suerte de patriotismo de la pluralidad.


  De modo casi paralelo, la izquierda socialdemócrata española acogió con entusiasmo el concepto de patriotismo constitucional, elaborado primero por Dolf Sternberger (1990), pero ampliado y popularizado por la obra del filósofo alemán Jürgen Habermas, y que fundamentaba la comunidad política sobre la defensa de principios democráticos y ciudadanos universales, contenidos en una Constitución compartida. El punto de partida fueron las varias conferencias dictadas en Madrid por Habermas en 1991. El entonces presidente del Senado, Juan J.Laborda, recogió y adaptó para el caso español parte de sus postulados en una intervención ante el Club SigloXXI al año siguiente. Con todo, buena parte de los complejos contenidos del concepto habermasiano fueron obviados, adoptándose el patriotismo constitucional como una fórmula general que servía para encubrir y revestir los planteamientos defendidos con anterioridad. Pues, para Habermas, el concepto suponía ante todo una vía de superación de los problemas de conciencia y de legitimación de un nacionalismo alemán democrático, especialmente útil tras la reunificación de 1990, pero en un contexto donde el ámbito territorial de la patria a la que se refería el patriotismo no era objeto de discusión, sino sobre todo los contenidos que ese patriotismo ya existente y con una larga historia antidemocrática debía aceptar.


  Sin embargo, aspectos fundamentales del concepto de patriotismo constitucional, como la necesidad de una condena del pasado dictatorial por parte de todas las fuerzas políticas que sostenían la Constitución, fueron obviados en el caso español: la música fue más importante que la letra, y más aún que la letra menuda. Y, a menudo, como después ocurriría con la apropiación y adaptación del concepto por la derecha conservadora, la defensa de la literalidad del modelo territorial de Estado definido por la Carta Magna (el Estado de las autonomías) se convirtió en objetivo prioritario, frente a la defensa de los valores cívicos y universales que la Constitución protege y abriga. Por lo tanto, y según señalaron algunos críticos del término y de su aplicación al caso español, la discusión giraba alrededor de la patria que era sujeto y demos de la Constitución; por tanto, sería vano el intento de poner el énfasis en lo constitucional y sus valores cívicos asociados (que, pongamos por caso, también se podrían aplicar a otra patria alternativa: vasca, catalana, gallega, etcétera) si faltaba un fermento de cohesión que no pusiese en discusión el ámbito de soberanía donde se ejercerían esos valores cívicos.


  Desde la «periferia», sobre todo desde la izquierda catalanista, el patriotismo constitucional tampoco despertaba grandes entusiasmos. Como recordaba el politólogo catalán Ferran Requejo, en su momento uno de los más decididos abanderados del federalismo asimétrico, el patriotismo constitucional «fracasa estrepitosamente en democracias plurinacionales», porque «éstas son precisamente las Constituciones concretas que presentan problemas en el momento de acomodar el pluralismo nacional interno […]. En democracias plurinacionales, pretender hablar de un “patriotismo constitucional” no puede entenderse sino como una vía legitimadora de los nacionalismos estatales (español, canadiense, etcétera)»[16].


  En parte por ello, también desde la izquierda se elevaron voces que insistían en la necesidad de recuperar y reconstruir valores históricos comunes de los que sentirse orgullosos, de exaltar las grandezas de la cultura española presente y pasada, de recordar la pluralidad mestiza de la sociedad española en cuanto a orígenes y costumbres, y de recuperar espejos simbólicos en los que mirarse con satisfacción, y no con doliente resignación. En suma, de preocuparse por reforzar el sentimiento compartido de patria al mismo tiempo o antes que de los valores cívicos asociados a la Constitución, en primer lugar mediante la afirmación de los símbolos de España, cuyo debilitamiento se lamentaba.


  De ahí la importancia que igualmente adquirió desde la izquierda (o una parte de ella) la conciencia histórica y la reinterpretación de la Historia. Mas el problema que se planteaba era otro: ¿qué pasado? ¿Dónde estaba el acervo histórico y cultural común que uniría a todos los españoles, no sólo a los del «centro» y a los de la «periferia», sino también a los de la derecha y la izquierda? Ese pasado, sin embargo, durante el primer período de Gobierno del PSOE todavía no podía ser la guerra civil, y muy difícilmente el franquismo. De hecho, y como continuación del olvido del conflicto civil de 1936-1939 durante la transición democrática, el discurso patriótico de la izquierda, y también el patriotismo constitucional, renunció durante la década de 1980 a desenterrar ambos períodos en aras de la reconciliación nacional. El pedigrí antifranquista de la izquierda estaba fuera de duda, y su identificación con el bando vencido en 1939 también. Sin embargo, para mantener el consenso sobre el relativo olvido de la guerra civil y el franquismo, durante el período de Gobierno del partido socialista (1982-1996) la memoria histórica de la guerra civil, de los vencidos y del exilio no fue especialmente cultivada y promovida desde el poder. El mensaje predominante consistió en concentrarse en el futuro, en la vocación europeísta de España y en la superación de los viejos rencores.


  Con todo, la deslegitimación franquista de toda forma de nacionalismo español aún seguía pesando en el discurso patriótico de la izquierda. Por ejemplo, como veremos, las organizaciones socialistas y comunistas seguirían siendo reacias a aceptar y adoptar la simbología «heredada» del franquismo, pese a los retoques de que había sido objeto, y al carácter pactado de algunos de los nuevos símbolos de la España democrática, como el nuevo escudo de armas, iniciativa de los parlamentarios del PSOE en octubre de 1981.


  El discurso histórico promovido desde el Estado durante el primer período de Gobierno socialista, patente en varias conmemoraciones y exposiciones auspiciadas por el Estado, tendió más bien a cultivar y recordar las épocas pretéritas para evitar el resurgimiento de viejas querellas. Si no se podía encontrar un motivo de orgullo común en la defensa de Madrid frente a las tropas franquistas, pongamos por caso, como también se consideraba problemática y divisoria la memoria de la Segunda República; y si el Dos de Mayo de 1808, y en general la memoria de la guerra antinapoléonica, tenía un cierto componente xenófobo incompatible con el europeísmo proclamado, el discurso histórico oficial del socialismo gobernante se enfrascó en la búsqueda de una legitimidad más remota. El descubrimiento y colonización de América adquirieron aquí un papel estelar, sobre todo el primero: España siempre podría sentirse orgullosa de haber apadrinado los viajes de Cristóbal Colón, y por lo tanto de haber contribuido a la expansión del mundo conocido. He aquí la razón por la que el Ejecutivo socialista prefirió instaurar en 1987 (Ley18/1987) el 12 de octubre, el tradicional Día de la Hispanidad, como fiesta nacional, en vez del 6 de diciembre que otros partidos y sectores propusieron. La Historia, aunque interpretada en sentido liberal, y el recuerdo del carácter fundacional del Estado español que tendría la fecha del 12 de octubre, al retrotraerse a los tiempos de la unidad dinástica pero sin recordar explícitamente a los Reyes Católicos, le ganó aquí la batalla simbólica a la Constitución.


  Buena prueba de ello fueron también las celebraciones del Quinto Centenario del Descubrimiento de América (1992), ahora reinterpretado en clave positiva como un nuevo proyecto de hermandad con Latinoamérica, con alguna tentativa de presentarlo como un encuentro de culturas o de dos mundos (y no como una conquista, mucho menos como una evangelización); pero que no consiguió cuestionar, a la postre, buena parte de los mitos heredados acerca del carácter, en última instancia, beneficioso y positivo de la conquista y colonización de América. Interpretación que, con matices, seguía vigente dentro de la izquierda socialdemócrata a la hora de evaluar la experiencia colonizadora en América. Los cadáveres coloniales que yacían en el armario de la memoria colectiva de España, al igual que ocurría con el resto de antiguas potencias coloniales europeas, seguían siendo una asignatura pendiente de las políticas del recuerdo.


  Igualmente, el Gobierno del PSOE se esforzó en reivindicar como precedente positivo el reformismo ilustrado borbónico, con figuras como el rey CarlosIII, en el que se veía un reflejo del empeño modernizador «desde arriba» y la política de europeización emprendida por el Gobierno de Felipe González. Esto se sumaba, al igual que en la derecha, a una moderada apropiación selectiva de la memoria particular de los regionalismos y nacionalismos periféricos ibéricos, particularmente del andaluz, del gallego o del catalán, por su mayor abundancia en figuras lindantes con la izquierda y que no se distinguieron por su radicalismo independentista (el gallego Alfonso R.Castelao, los catalanes Valentí Almirall o Lluís Companys, el andaluz Blas Infante, etcétera). Y a la hora de buscar precedentes más modernos para un discurso que había de encarnar un patriotismo español sano, renovado y democrático, sólo se podía acudir a la tradición del nacionalismo/patriotismo español presente en la izquierda liberal, desde el republicanismo del sigloXIX hasta Manuel Azaña, pasando por figuras exiliadas próximas al españolismo liberal-democrático como Salvador de Madariaga o Américo Castro.


  Sin embargo, entre fines de la década de los ochenta y principios de los noventa las élites políticas socialistas señalaron a menudo que el pesimismo historiográfico de Azaña y otros autores, así como la tan manida tesis de las dos Españas y, en general, los obsesivos debates acerca del «problema de España» que habían proliferado en el exilio republicano, habrían sido discusiones propias de un pasado convulso que no convenía ahora revolver. El vicepresidente del Gobierno Alfonso Guerra escribía así en 1992 que España había superado sus problemas endémicos de subdesarrollo y división entre dos bandos irreconciliables, y mediante su integración en Europa y en el mundo se había contribuido a diluir el problema nacional interno. En España, tal era su conclusión, ya casi nadie ponía en cuestión la estructura y legitimidad de un nuevo Estado nacional descentralizado y plural.


  5.2.2. Entre el federalismo y la historia común


  Como ya vimos, la definición de España como nación de naciones, donde sólo una nación poseía la categoría de tal (España) y las otras, al ser desprovistas de soberanía, no eran naciones, sino comunidades culturales, fracasó en su objetivo de convertirse en un elemento conciliador de diversas lealtades territoriales. Tampoco el patriotismo constitucional operó como un paraguas teórico que podía integrar la amplia pluralidad de adscripciones e identidades nacionales y etnoterritoriales que coexistieron en la España democrática. Ambas fórmulas distaron además de provocar adhesiones emocionales en la totalidad del espectro político de la izquierda española. Por un lado, subsistieron posiciones que compartían rasgos reminiscentes de un jacobinismo tendencial, e incluso algunos atributos calificables de esencialistas. Según los partidarios de esta corriente, España, como realidad histórica y cultural consolidada como hecho objetivo a lo largo de siglos, y con mucha anterioridad al pacto constitucional y a los albores de la Edad Contemporánea, necesitaría de un fuerte patriotismo encarnado en su Estado central para acometer la regeneración y europeización definitiva de su cuerpo social. El patriotismo, como defendía el socialista vasco Enrique Múgica Herzog en 1997, actuaría como el cemento social necesario que sustentaría la legitimidad y efectividad del Estado en su labor reformadora.


  Por otro lado, los partidos catalanes de izquierda hermanados con sus homólogos españoles —el Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC) desde al menos 1999, así como la coalición ecosocialista y poscomunista Iniciativa per Catalunya— reivindicaron, aunque con intensidad variable, que España era un Estado multinacional. Por tanto, debería adoptar una definición acorde con esa realidad, así como una estructuración territorial que reflejase elementos asimétricos de reconocimiento de la pluralidad de sentimientos y lealtades. Sin embargo, para el PSC España también constituía algo más que un Estado, y poseía elementos de cohesión emocional común. De algún modo, también se abonaba a la tesis de la nación de naciones, aunque con menor énfasis en el primer término. El antiguo dirigente máximo del PSC y presidente de la Generalitat de Cataluña entre 2003 y 2006, Pasqual Maragall, afirmó así en repetidas ocasiones que España no poseía una historia «única», sino una «historia común» forjada por la coexistencia de identidades y territorios plurales a lo largo del tiempo, lo que justificaría su voluntad de formar parte de una misma comunidad política una vez que la hegemonía castellana fuese cosa del pasado.


  Desde que asumió la presidencia de la Generalitat de Cataluña en 2003, gracias al apoyo parlamentario de Iniciativa per Catalunya-Verts y los independentistas de ERC, el discurso de Maragall se orientó de forma cada vez más explícita hacia la postulación de la plurinacionalidad del Estado español, así como hacia un federalismo asimétrico que se basaría en el principio de la soberanía compartida. Con todo, no dejaba de expresar su identificación con la España plural y diversa, aun sin concretar en exceso en qué consistiría esa pluralidad y diversidad, más allá de postular que «plural, que quere dicir formada por pobos varios», y diversa, por «pobos distintos» en la medida en que «o que se comparte compártese de diversa maneira», según afirmaba el exdirigente del PSC en 2004 a la revista gallega Grial.


  Tras la retirada de Maragall del primer plano de la escena política, no cesaron las vicisitudes de la tramitación parlamentaria del Estatuto de Cataluña. El fallo del Tribunal Constitucional de fines de junio de 2010 declaraba (por ocho votos contra dos) hasta catorce artículos del Estatuto de 2006 inconstitucionales en todo o en parte, y proponía (por seis votos contra cuatro) una reinterpretación restrictiva de otros 27 artículos, para que no incurriesen en delito de inconstitucionalidad; también estimaba que carecían de «eficacia jurídica» las referencias en el preámbulo del Estatuto a «Cataluña como nación» y a la «realidad nacional de Cataluña». La sentencia provocó una importante movilización de protesta de la opinión pública catalana; sin embargo, no hubo cambios sustanciales en el discurso del PSC, que se vio obligado a hacer frente al crecimiento del sentimiento independentista en Cataluña, a la vez que defendía la vuelta al texto inicial del nuevo Estatuto. Eso causó fuertes tensiones internas dentro del partido, jalonadas por la salida de varios alcaldes, algunos colectivos y personalidades que se sumaron al independentismo catalán, empezando por el hermano del expresidente de la Generalitat Ernest Maragall.


  Sin embargo, durante el turbulento período 2012-2018, que también supuso una importante merma en apoyos electorales para el PSC dentro de Cataluña, el partido insistió en conjugar una vocación federal y transformadora del conjunto de España desde el catalanismo y desde la afirmación de la personalidad nacional de Cataluña, presentándose como una vía intermedia entre el soberanismo más o menos abierto de CiU —hasta la conversión de CDC al soberanismo en 2012, y la ruptura de la coalición con UDC dos años después— y el tradicional independentismo de ERC, y el neoespañolismo del PP, como después el de Ciudadanos. En el fondo, seguía siendo el mismo dilema entre nacionalismo (periférico o español) y federalismo que habían planteado varios dirigentes del partido, como el mismo Pasqual Maragall en 2005, pasando por otros publicistas e intelectuales que se situaban en la misma onda, como López-Burniol. Todos ellos abogaban por la vía federal (asimétrica) como un punto de encuentro equidistante, que conciliase la voluntad de la ciudadanía de Cataluña de ser una nación con proyección en un autogobierno ampliado con la tradición y vocación del catalanismo mayoritario de intervenir en la política española y de compartir el proyecto español, aun sin concretar en exceso los contenidos prácticos de ese programa federal. Lo que sí explicitaron, sin embargo, otros intelectuales y políticos próximos a los postulados maragallianos, desde Antoni Castells a Miquel Caminal o Ramón Máiz, quienes en su momento apostaron por un federalismo claramente plurinacional.


  Por otro lado, el discurso del patriotismo constitucional, y salvo muy contadas excepciones, no fue capaz de liberarse del legado historicista heredado. En lugar de ser un producto de la voluntad de los ciudadanos, del consentimiento de los gobernados, España era concebida como una vieja nación europea, construida a partir de la existencia de una cultura e historia con abundantes elementos comunes que nacía al menos en los primeros tiempos del Renacimiento, un hecho objetivo que actuaba como precondición para la delimitación territorial del sujeto de soberanía, dentro del cual, eso sí, la pluralidad cultural se instituía como un valor a preservar.


  Esta posición fue expresada con claridad por algunos representantes del PSOE en los debates constitucionales de 1978. Según Peces-Barba, los socialistas consideraron un hecho indiscutible que España, «como nación, existe con anterioridad a la Constitución […] Para nosotros la nación como hecho relevante es derecho preexistente a la Constitución». Y, como escribió también el presidente del Consejo de Estado Francisco Rubio Llorente, la nación española, tras la Constitución de 1978, renunciaba a ser una unidad cultural, ya que aquélla reconocía en su seno «la multiculturalidad más acusada, la que se concreta en la existencia de naciones distintas». Al mismo tiempo, la nación española estaría construida «a partir de la idea de que el Estado no es el origen de la unidad de los españoles, sino proyección de una unidad prepolítica, de la que ésta es simple forma», y que a su vez «viene de siglos atrás». Pero esa nación definida por la Historia se convertía en una comunidad cívica y democrática, transformándose en una patria. Y por patria se entendía ahora una «sociedad definida sólo por la participación de sus miembros en la soberanía sobre un mismo territorio», y no «sobre la afirmación de una homogeneidad cultural que niegue la existencia de una pluralidad de culturas y la legitimidad de los sentimientos de pertenencia natural que éstas generan». Para completar tan heterogénea definición, concluía Rubio Llorente que España, gracias al patriotismo constitucional, era «patria de los españoles, pero también de sus diversas naciones».


  Ciertamente, este determinismo histórico y —hasta cierto punto— cultural oculto no es un rasgo exclusivo del nacionalismo español de Estado, y aun de su variante progresista o de izquierda en sentido amplio. Como ya señalamos, la combinación de postulados étnicos y cívicos, histórico-organicistas y voluntaristas, también es característica de otros discursos nacionalistas europeos, por no decir de la práctica totalidad de ellos. De hecho, es prácticamente imposible encontrar ejemplos de nacionalismos de Estado (y sin Estado) realmente existentes que se basen en un patriotismo cívico desprovisto de apelaciones a la historia, a la cultura o a otros elementos emocionales, contemplados como instrumentos eficaces para cementar la cohesión social. Y por otro lado, como se ha señalado repetidamente desde la teoría política, la teoría normativa de la democracia acostumbra a dejar de lado el pasado histórico de los procesos de construcción nacional que han conducido a los Estados nacionales hoy existentes, pues aquélla siempre ha supuesto que un mínimo de homogeneidad cultural preexistente opera como factor favorable a la creación de los Estados liberales. Incluso intelectuales proclives a un entendimiento estable con los nacionalistas subestatales, como el historiador liberal Javier Tusell, mostraban su desconfianza hacia las posibilidades de supervivencia de un patriotismo puramente cívico, aunque plural, que estuviese desprovisto de elementos emocionales suficientes para garantizar la cohesión social de España. Una razón para ello era simple, pero efectiva: todo Estado, «incluido el federal», que quisiese mantener su existencia, necesitaría de vínculos emocionales que fuesen más allá de la mera racionalidad y funcionalidad política: una identificación con el Estado «no sólo racional, sino también afectiva, de los ciudadanos […] un fellow-feeling que los identifique en una tarea común», un «sentimiento de comunidad», en definitiva, que fuese más allá del interés económico. Un instrumento para lograrlo, según postulaba Tusell, sería una suerte de «pedagogía de la pluralidad», cuya eficacia consideraba muy superior a un «vago internacionalismo».


  En otras palabras, buena parte de la izquierda española también sospechaba, y sigue abrigando hoy el temor, que el Estado constitucional podía ver amenazada su supervivencia si se le privaba de espíritu. Esto es, de un sustrato nacional dotado de valores emotivos compartidos y de un sentido de la continuidad histórica que no fuese más allá de la invocación de la voluntad ciudadana y los valores democráticos o, como sostuvo el economista Antón Costas, de la gestión compartida de conflictos interterritoriales como vía de aprendizaje por etapas de la pluralidad. Sería, pues, necesario un mínimo de cohesión emocional que estuviese fundamentada en elementos culturales, simbólicos e históricos. Sin ella, un Estado unificado no tendría grandes perspectivas de futuro, y no podría garantizar el funcionamiento efectivo de mecanismos de solidaridad interterritorial y social: para compartir algo con alguien habría que sentirlo como alguien próximo. Por lo tanto, sería pertinente cultivar y promover alguna forma de patriotismo español entre todos los ciudadanos. Un vínculo comunitario y emotivo, basado en afectos y emociones, que evitaría a toda costa definirse a sí mismo como nacionalismo.


  Algunos líderes políticos, publicistas e intelectuales cercanos a la izquierda defendieron así el postulado de que era imperativo reforzar el concepto de España como única nación política y cultural. Sólo de ese modo sería posible garantizar el pleno equilibrio entre sus diversos territorios, y lograr que el Estado poseyese una capacidad suficiente para incidir en la sociedad y transformarla en un sentido positivo, actuando de agente redistribuidor de los recursos y garantizando la plena igualdad de oportunidades de los ciudadanos, independientemente del territorio en el que vivan. Para los patriotas de la izquierda, sólo un Estado central fuerte, o que al menos retuviese mecanismos de intervención reguladores en áreas cruciales como la economía y los derechos sociales, podría servir de instrumento eficaz para reformar la sociedad. Esto sería todavía más urgente no sólo frente a los embates de la derecha neoliberal, sino también frente a unos nacionalismos insaciables e insolidarios situados en las periferias más avanzadas, instrumento de burguesías y clases medias acomodadas, y cuyo fin radicaría en pagar los menos impuestos posibles para distribuir a las regiones más atrasadas, y recibir el máximo posible de recursos por parte del Estado. Según afirmaba Alonso de los Ríos cuando aún era un intelectual de referencia de la izquierda, en 1994, España habría entrado en un acusado proceso de «desnacionalización» que podría acabar identificándola con una delgada estructura estatal y nada más. Por el contrario, la existencia histórica de España como nación debería servir como una base sólida que garantizase la cohesión social del territorio y la práctica efectiva de la solidaridad interterritorial. Sin embargo, la izquierda habría cometido una «traición políticamente correcta» a la conciencia nacional española, lo que acabaría produciendo una suerte de balcanización de la península ibérica. El refuerzo de la conciencia nacional española traería aparejada para los ciudadanos un mecanismo de defensa contra unos nacionalismos periféricos «excluyentes, discriminatorios, totalitarios»; únicamente el «retorno a la patria» podría devolver a la izquierda «su razón de ser. Sólo la conciencia nacional permitirá la formulación de una política basada en la solidaridad y la igualdad». El patriotismo español, desde esta perspectiva, sería una precondición de la solidaridad y la justicia social.


  Entre los partidarios más o menos explícitos de estos argumentos, si no de su literalidad al menos sí de su música, se han encontrado buena parte de la corriente izquierdista del PSOE, representada de modo carismático en su día por Alfonso Guerra, y después por algunos líderes regionales como el extremeño Juan Carlos Rodríguez Ibarra, el castellano-manchego José Bono, y de modo más matizado por el andaluz Manuel Chaves, quienes ya firmaron un documento conjunto afirmando los principios señalados en octubre de 1998 (la llamada Declaración de Mérida). Tanto los anteriores como, sobre todo, algunos munícipes como Francisco Vázquez, carismático alcalde coruñés entre 1981 y 2007 además de cultivador de un pintoresco populismo localista, gustaban de apelar a la tradición municipalista del progresismo español, así como de proponer el reforzamiento en recursos y poder de los municipios como complemento para una descentralización realmente eficaz; pero también como un posible contrapeso a las pulsiones centrífugas de los poderes autonómicos o mesoterritoriales.


  Desde esta perspectiva, el Estado de las autonomías era contemplado como una forma peculiar de federalismo simétrico en ciernes y que no necesitaría grandes reformas en su configuración institucional, salvo algunas actualizaciones, como la redefinición del papel del Senado. Y que, sobre todo, debería desarrollarse de modo que garantizase la igualdad de oportunidades de todos los ciudadanos, exigiendo igualmente una recíproca lealtad constitucional por parte de los nacionalismos periféricos y las élites institucionales autonómicas en general.


  5.2.3. España, un marco histórico y cultural de solidaridad


  Las actitudes con ribetes esencialistas e historicistas con respecto a la idea de una nación española han constituido una relativa minoría en el ámbito de la izquierda española, desde la socialdemocracia al poscomunismo. Sus referentes concretos acostumbran a ser más genéricos que en el caso de la derecha: rara vez se hallan menciones explícitas a períodos como el Imperio de los Austrias o a personajes como CarlosV y FelipeII, aunque en el terreno literario sí que se ha asistido a una suerte de revitalización de una historia popular del Imperio español, que situaba el protagonismo de la expansión y mantenimiento del mismo en los sacrificios de los soldados de a pie, traicionados sin embargo por sus fatuos reyes y gobernantes. Era el caso del capitán de los tercios de Flandes Diego Alatriste, ficcionalizado con éxito por el escritor Arturo Pérez-Reverte desde 1996, y llevado al cine por Agustín Díaz Yanes años después. Por el contrario, abundaban las declaraciones que remarcan la antigüedad de España como nación, con «un origen remoto en la historia», aunque a continuación se señalase, como hacía el politólogo Andrés de Blas en unas jornadas organizadas en marzo de 2005 por la Fundación Pablo Iglesias, que esos orígenes remotos precedían en calidad de «protonacionalismo» a la formación del nacionalismo español contemporáneo, con la revolución liberal. Y Txiki Benegas afirmaba entonces que la historicidad de España como comunidad política, que equiparaba tout court con nación, era una prueba más que suficiente de que sólo España era una nación dentro del Estado:


  La nación española es una de las naciones más antiguas de Europa, tiene una conformación de más de 500 años y una historia compartida por todos los pueblos que la componen, que va dejando un poso identitario, a veces difícil de definir, pero que sienten común; y una de sus lenguas la hablan más de 400 millones de personas. Siendo esto así, carece de fundamento decir que España no es una nación: lo es.


  Numerosos ejemplos de declaraciones similares por parte de miembros destacados del PSOE pueden ser citados antes y después de 2004. Era el caso del ya mencionado Francisco Vázquez, cuya enemiga a los nacionalismos periféricos, pero también al mero uso público de los idiomas distintos del castellano —aspecto éste del que hizo bandera como medio de captar votos conservadores en su largo período como alcalde de la ciudad de A Coruña, manifestando su oposición al bilingüismo— era pareja a su profunda convicción de que España sí era una realidad histórica real y legitimada por siglos de coexistencia común, frente a los inventos periféricos, según expresaba en 1994. Del mismo modo, José Bono manifestaba en octubre de 2005 que la nación española poseía un poso de antigüedad histórica muy superior al que podían presumir buena parte de sus vecinos, debido implícitamente a su temprana existencia como comunidad política: «Cuando Estados Unidos, Alemania e Italia andaban en mantillas, llevaba ya España unos cuantos siglos como unidad política, como nación»; si bien tres días después admitía que, desde un punto de vista estrictamente «histórico, cultural o poético», también era posible que existiesen otras naciones dentro de España. Con un lenguaje más historicista, Bono afirmaba sin más que España era una nación de naciones, pero que sólo la primera era realmente nación.


  Otras posturas se situaban al margen del PSOE o de la izquierda poscomunista organizada, combinando en curioso maridaje el radicalismo político republicano con un fuerte historicismo e incluso, en algunos casos, con un acusado determinismo cultural. Autores como el republicano radical y veterano activista de la oposición antifranquista hasta 1976 Antonio García Trevijano disfrutaron durante un tiempo de una audiencia y éxito insospechados. Este último publicista resaltaba que la Historia y la tradición heredada por los españoles, elementos independientes de su voluntad, habían de servir como una adecuada base de legitimación de la existencia de una comunidad política española unificada y con rasgos nacionales desde al menos la Baja Edad Media. España no era el fruto de un «proyecto común», como suponía Ortega y Gasset, sino una realidad objetiva creada por generaciones anteriores de españoles, cuyo espíritu nacional había tenido ya expresiones positivas (como el descubrimiento de América en 1492) y negativas (como la expulsión de los judíos). El Estado debía identificarse con la nación, y la nación no podía ser creada por los actores sociales, sino que era algo dado y heredado. Por ello, el único remedio posible para recobrar la personalidad nacional de una España traicionada tanto por la Monarquía reformista como por el franquismo y una todopoderosa partitocracia desde 1977 radicaría en la instauración de una República presidencialista, la institución de una democracia radical basada en un nuevo consenso antifascista y la recuperación de la tradición republicana española. Pero el marco indiscutido e indiscutible para llevar a cabo esas reformas debía ser un Estado fuerte, encarnado a su vez en una nación sólida.


  Otras reivindicaciones republicanas desde la izquierda, como la del ensayista Armando Fernández Steinko en 2010, insistieron en postulados genéricamente similares. La izquierda tendría que recuperar la noción de España a través de su relegitimación republicana, como lo había hecho durante la guerra civil, considerando que existe un «espacio de socialización cultural y biográfica» que abarca a todos los territorios de España, y que tiene una «dimensión práctica, histórica, actual […]. La suma de estos espacios no es un artificio institucional que alguien les haya impuesto a sus habitantes como sugiere el concepto de Estado Español. Es el marco territorial, institucional y cultural natural en el que se ha producido y se sigue reproduciendo la socialización de personas con adscripciones políticas muy distintas». Para definir el espacio en el que se ejercen los derechos sociales y la redistribución de recursos entre unos colectivos sociales y otros, habría que partir siempre del «espacio de socialización real que se ha venido configurando a lo largo de las últimas generaciones», pues «sólo si las poblaciones menos favorecidas de todos los territorios consideran que tienen algo en común, pueden dar su consentimiento a una redistribución de recursos entre territorios ricos y pobres». El formato político idóneo para llevar a cabo ese proyecto sería el republicano, que abordaría un programa reformista y de radicalidad democrática, que llevaría también aparejado una reinvención de una identidad común en la que, por ejemplo, se favorecería una convivencia plurilingüe basada en la simetría de derechos y deberes en todas las lenguas, y en su conocimiento compartido por todos los ciudadanos, fuese cual fuese su lugar de residencia.


  En este terreno de argumentación, si bien con una mayor radicalidad en la cuestión lingüística a favor del castellano, y un menor énfasis en las políticas sociales y el republicanismo, se situarían los planteamientos de plataformas surgidas dentro de la izquierda socialdemócrata, pero que profesaron desde sus orígenes una vocación de transversalidad política a izquierda y derecha. Sus orígenes se situaban en la evolución de varios sectores de las plataformas de protesta cívica contra la violencia terrorista que surgieron en el País Vasco en la década de 1990 —como ¡Basta Ya! o el Foro de Ermua—, así como de intelectuales y grupos de opinión que protestaron contra las políticas de normalización lingüística en Cataluña, el País Vasco o Galicia.


  Un buen ejemplo fue la Unión Progreso y Democracia (UPyD), fundada en noviembre de 2007 por un grupo heterogéneo de personalidades políticas y del mundo de la cultura (los filósofos Fernando Savater y Carlos Martínez Gorriarán, el actor Albert Boadella, o el escritor peruano Mario Vargas Llosa, entre otros), y liderada de modo carismático por la exdirigente vizcaína del PSOE y exconsejera del Gobierno vasco Rosa Díez. Entre sus principios, el nuevo partido afirmaba su carácter progresista y laico, incluyendo en este epígrafe que era «laico también en materia identitaria, impidiendo que los ciudadanos se vean forzados a integrarse contra su voluntad en determinado modelo identitario». Asumía igualmente la defensa de la «cohesión institucional y simbólica del Estado», entendida como mejor garante de los derechos individuales de los ciudadanos. En consecuencia, UPyD propugnaba preservar el «carácter unitario y descentralizado del Estado», mediante una reforma de la Constitución de 1978 que incluyese el cierre definitivo del modelo de organización territorial. Aspiraba así a una igualación de poderes de todas las CC.AA., que reservase al Estado central «ciertas competencias intransferibles con vistas a garantizar su viabilidad, la solidaridad interterritorial y la gobernabilidad del Estado». Una de las amenazas para la igualdad de derechos de los ciudadanos y el ejercicio de la solidaridad era, para la UPyD, la excesiva descentralización del Estado, así como las pulsiones identitarias en varios territorios. En consecuencia, la identidad nacional española, aunque aludida de modo poco explícito en su programa, era considerada un factor necesario para la realización de los fines del Estado social y laico. Y en el punto cinco de su programa figuraba como prioridad la defensa de la «libertad e igualdad de las personas y la cohesión nacional de la ciudadanía», contra las «políticas regionales centrífugas, antiigualitarias y discriminatorias»[17]. En esa línea, el único diputado de UPyD en el Parlamento vasco, Gorka Maneiro, llegó a defender de forma consecuente la abolición del concierto económico y la integración de la comunidad autónoma vasca y Navarra en el régimen fiscal común del Estado, medida que ni siquiera el PP vasco había osado propugnar.


  Con todo, varios promotores de este partido, como Fernando Savater, también insistieron, además de en la consabida distinción, con dosis frívolas, entre patriotismo («que uno sea consciente de su pertenencia a una nación») y nacionalismo («de la misma forma que se puede ser consciente de que se tiene apéndice pero no padecer apendicitis»), en que su opción por un Estado central reforzado no se basaba en un deseo de preservar la integridad de la nación: «la idea de España me la sopla […]. En todo caso me interesa el Estado, me interesan los ciudadanos, pero la de España es una cosa que no me produce ni frío ni calor, es una entidad metafísica que no me interesa en absoluto»[18]. No parece, sin embargo, que éste fuese un posicionamiento compartido por la mayoría de los afiliados de UPyD. La «cohesión nacional» de la ciudadanía era contemplada por este partido, al menos en teoría, como un prerrequisito necesario para que funcionasen los mecanismos redistributivos y de solidaridad social del Estado.


  A pesar de ser un partido, al igual que la coalición Izquierda Unida, duramente castigado por el sistema electoral instaurado en 1977, que penaliza la proporción entre sufragios obtenidos y representación parlamentaria, UPyD fue capaz entre su aparición y 2014 de abrirse un cierto hueco dentro de un espacio político que oscilaba entre el sector más laico y liberal del electorado conservador y los simpatizantes de la izquierda desencantados ante la juzgada deriva pseudoconfederal del Estado de las autonomías, y deseoso de recuperar la idea de un Estado central fuerte que garantizase la igualdad de derechos y deberes en todo el territorio español. Con ese fin, no dudó en avivar las polémicas en torno a las políticas de normalización lingüística en las comunidades autónomas bilingües, especialmente en Cataluña y Galicia, asumiendo la defensa de los derechos de los castellanohablantes, que en su interpretación serían objetivamente discriminados en su capacidad de elección de la lengua vehicular de la enseñanza o del idioma de relación con la Administración. Esta cuestión ocupaba, además, un lugar muy relevante en el manifiesto fundacional de UPyD, donde se afirmaba claramente: «Un Estado de derecho necesita una lengua común, cuyo empleo no sólo es elección personal sino ante todo instrumento político para la realización dialéctica de la propia democracia. Todas las lenguas de nuestra nación son respetables y dignas de fomento, pero la castellana es además imprescindible como vehículo de entendimiento general y debate de las cuestiones». La fijación de UPyD con una idea sin duda caricaturesca de la naturaleza de los nacionalismos subestatales llevaba así a sus promotores a afirmar con prosa campechana que «el fetichismo de la diferencia a ultranza nos parece una insigne majadería política, de la que viven unos cuantos iluminados y numerosos mangantes de la política local. Creemos que en España se está reeditando el viejo caciquismo, es decir, que dueños cuasifeudales de cada región hacen y deshacen en su territorio halagando el narcisismo localista y comprando luego la benevolencia gubernamental a base de apoyos hábilmente negociados»[19].


  Los principios inspiradores de UPyD constituían, en el fondo, una reinterpretación de buena parte de los postulados del sector de opinión de la izquierda socialdemócrata que veía en el debilitamiento del Estado central un factor de riesgo para la preservación del Estado del Bienestar y la igualdad de derechos de todos los ciudadanos, y que asimismo contemplaba en la deslealtad constitucional y las políticas culturales de los nacionalismos subestatales un factor no sólo de inestabilidad política, sino de condenable retorno a esencias románticas, incompatibles con la modernidad. Cabía, pues, reivindicar los Estados como articuladores de grandes espacios de deliberación democrática y de intervención social y económica. El catedrático de Derecho Administrativo, en los años ochenta próximo al PSOE y posterior eurodiputado de UPyD entre 2009 y 2014, Francisco Sosa Wagner, lo expresaba de forma diáfana: «Si en Europa la hora del nacionalismo y del Estado nacional tradicional ha pasado […], es llegada la hora de reivindicar de nuevo al Estado y, en general, a las instituciones políticas fuertes», bajo la forma de un Estado refundado y racionalizador de la vida económica y social, que a su vez contemplase la posibilidad de una reordenación y reagrupamiento de demarcaciones regionales y un fortalecimiento de los municipios. Es decir, un Estado fuerte, pero en teoría no nacional.


  En la misma línea de actuación y pensamiento se ubicó el partido Ciutadans de Catalunya, después reconvertido en Ciudadanos (Cs), fundado en mayo de 2006 tras un primer manifiesto publicado en junio de 2005 por varios intelectuales procedentes de la izquierda y que disentían del PSC por su «claudicación» ante los valores del catalanismo, como Francesc de Carreras o Arcadi Espada. Todos ellos rechazaban las políticas identitarias de CiU y del tripartito PSC-ERC-IC. Ciutadans alcanzó un cierto éxito electoral (tres diputados al Parlament) en las elecciones catalanas de 2006, y enarboló la bandera de los derechos lingüísticos de los castellanohablantes vulnerados, en su opinión, por la Generalitat y sus políticas públicas. Uno de sus lemas electorales en las elecciones municipales de 2007 fue bien explícito: «Catalunya es España. Tú lo piensas, nosotros lo decimos». A partir de ahí empezó una fulgurante carrera que llevó a Cs a enarbolar la bandera del patriotismo español explícito frente al independentismo catalán, a absorber buena parte del voto no catalanista (franjas de voto del PSC y del PP), y a convertirse incluso en el partido más votado en las elecciones catalanas de diciembre de 2017.


  Cs se definía como un partido «no nacionalista» que aspiraba a superar las fronteras ideológicas entre derecha e izquierda, asumía rasgos liberales en su agenda económica y valores progresistas en materia de relaciones de género, mientras que oscilaba entre el laicismo y la aconfesionalidad. Su «no nacionalismo» [periférico], reforzado por la oposición al soberanismo catalán y sus políticas culturales y lingüísticas, pretendía aspirar a un posnacionalismo español. Sin embargo, su énfasis en la recuperación y ostentación de los símbolos españoles ha ido en aumento, mientras que sus posicionamientos frente a la definición futura de la estructura territorial del Estado y la evolución o mantenimiento del Estado de las autonomías han sido hasta la fecha coyunturales y confusos. La fórmula de éxito que funcionó en Cataluña, la de la oposición a las políticas lingüísticas y culturales del catalanismo y la ostentación de los símbolos españoles, junto a una agenda política liberal pero contradictoria en materia social y económica, le sirvió de catapulta para presentarse como la alternativa centrista en los comicios generales de 2015 y 2016, cosechando votos en buena parte de España, aunque no en otras periferias, como en el País Vasco o Galicia, donde la receta catalana no ha parecido funcionar.


  5.2.4. Polisemias de la España plural


  Las divergencias ideológicas relativas a la cuestión nacional dentro de la izquierda española, y particularmente en su variante socialdemócrata, tenían un paralelismo en la coexistencia de diferentes y hasta divergentes modelos de Estado en las filas de un mismo partido y hasta de una misma sección o federación territorial. Así ha ocurrido dentro del PSOE.


  Las esporádicas propuestas que han surgido desde el ámbito de la izquierda en defensa de una federalización del actual modelo de Estado acaban polarizándose de forma recurrente en dos posiciones difícilmente reconciliables, presentes ya en el republicanismo federal español y, en general, en todos los proyectos de rearticulación federal del Estado desde el sigloXIX. Una, la de quienes abogan por un federalismo asimétrico que tenga en cuenta y traduzca política e institucionalmente la existencia de «hechos nacionales» diferentes de los meros «hechos regionales», concertando elementos federales y hasta confederales, combinados a su vez con la aceptación de soberanías compartidas entre el Estado y las nacionalidades en algunas áreas. Esta perspectiva, mayoritaria en el PSC, también es compartida desde fines de la década de 1990 por sectores significativos del Partido Socialista de Euskadi (PSE-EE) y hasta del Partido dos Socialistas de Galicia (PSdG). Sin embargo, su concreción doctrinal acostumbraba a ser difusa. El PSC proponía en su programa electoral de 2003 que Cataluña era una nación, integrada voluntariamente en España, y así se recogía en varias de sus propuestas para el encaje de Cataluña en España. Según afirmaba Miquel Iceta en 2005, nación sería sinónimo de nacionalidad, término reconocido en la Carta Magna; por tanto, la definición de Cataluña como nación podía entenderse dentro de la concepción de España como nación de naciones. Como hemos visto, hasta 2010 Pasqual Maragall también proponía una reforma federalizante en un sentido asimétrico de la Constitución de 1978 como mejor instrumento, precisamente, para plasmar de forma institucional una «España nueva basada en la pluralidad»; sin embargo, la necesidad de hacer frente al desafío independentista en Cataluña ha llevado al PSC, de forma un tanto confusa, a defender posturas cercanas al federalismo plurinacional asimétrico, e incluso a contemplar la posibilidad de reconocer el «derecho a decidir» de algunos territorios mediante una consulta pactada con el Estado central. Los poscomunistas y ecologistas catalanes han adoptado una posición más radical en favor del federalismo, con algunos elementos confederales.


  Otros sectores del PSOE, y de la izquierda española en general, se han mostrado abiertamente favorables a una evolución del diseño constitucional de 1978 hacia un modelo más o menos equiparable a un federalismo simétrico: es decir, la conversión de las diecisiete CC.AA. actualmente existentes en diecisiete unidades o Estados o unidades federados, cuya cohesión sería garantizada por la aplicación del principio de subsidiaridad y el mantenimiento del principio de solidaridad territorial. Así lo expresaba, por ejemplo, Joaquín Almunia en 2000. E, igualmente, otros líderes e intelectuales del ámbito de la izquierda socialdemócrata, como Diego López Garrido, expresaron su preferencia por una reforma de la Constitución que incorporase algunos elementos propios del federalismo asimétrico, pero sin negar a España el monopolio de la soberanía, y rechazando claramente, por lo tanto, cualquier planteamiento que incidiese en la idea de soberanía compartida entre el Estado y las CC.AA.


  Entre 2004 y 2011, bajo la presidencia de José Luis Rodríguez Zapatero, el PSOE tuvo oportunidad de nuevo de poner en práctica sus postulados acerca de la organización territorial del Estado. Sin embargo, ¿hasta qué punto existió una variante zapaterista del discurso patriótico socialdemócrata? Los postulados referentes a la cuestión nacional defendidos por Rodríguez Zapatero y su equipo, después de su ascenso a la dirección del partido socialista en julio de 2000, y su asunción de las tareas de gobierno tras marzo de 2004 —aunque necesitado del apoyo de partidos de izquierda y nacionalistas como IUICV, ERC o BNG—, no se caracterizaron por su cuidada elaboración teórica. No obstante, se sintetizaban en una idea-fuerza, la de la España plural, que hizo su aparición desde 2002-2003 en manifiestos que avanzaron la idea de España como «una Nación plural e integradora, orgullosa de su diversidad y su pluralismo lingüístico y cultural», que superaría el «sectarismo del PP» desarrollando a fondo «el principio constitucional de lealtad, el compromiso recíproco, y la cooperación y colaboración entre el Estado y las comunidades autónomas, entre sus respectivos Gobiernos y entre las propias comunidades»[20].


  A partir de ahí, el principio de la España plural como eje del discurso sobre España y la nación española de Zapatero se articuló de forma sucesiva, y a menudo con elementos un tanto contradictorios. En realidad, el concepto de la España plural tuvo como inspirador a Pasqual Maragall, quien ya lo avanzó en una conferencia en el Club SigloXXI el 8 de febrero de 2001. Maragall expuso entonces que España debía procurar un nuevo consenso constitucional, poner en práctica varias reformas institucionales, entre ellas la del Senado como auténtica cámara de representación territorial, y establecer que, a cambio del reconocimiento de la generalización e igualación autonómica por parte de Cataluña y Euskadi, el resto de las CC.AA. aceptasen el carácter multilingüe, pluricultural y plurinacional de España mediante una política de reconocimiento simbólico. Y en una entrevista periodística en noviembre de 2005 Maragall insistía en que España era una «nación de naciones, que tiene un Estado. Y varias naciones». Naciones cuyo número se resistía a cuantificar, si bien admitía que eran «tres seguras, y alguna probable». Pero a continuación también afirmaba de forma explícita que él era «catalán. Y por tanto, español»[21].


  La adopción, y en muchos casos la adaptación propia, de esos postulados por el conjunto del socialismo español no fue, sin embargo, mimética, y a menudo se refugió en una calculada ambigüedad identitaria para contentar a sus diferentes sectores. Para Rodríguez Zapatero y para alguno de sus ministros, como Juan Fernando López Aguilar, no cabía duda ninguna de que España era una nación, y no un Estado plurinacional. Un único sujeto de derechos políticos colectivos y titular indivisible de la soberanía. Pero se trataba de una nación plural y multicultural, realidad para la que ya no se empleaba el viejo concepto de «nación de naciones», sino el no menos ambiguo de España plural, término que englobaría a este último y le dotaría de mayor profundidad en su ideal de construcción de una nación basada en una auténtica democracia deliberativa: «después de la dictadura, la España plural emergió como una nación de naciones y se constituyó en un Estado social y democrático de derecho en el que la libertad y la igualdad se convertían en dos […] valores cruciales». Al mismo tiempo, se trataría de una idea de España aún no plenamente asentada, y que necesitaría de un encaje definitivo de la pluralidad identitaria en su seno. España, según declaraba Rodríguez Zapatero en 2007 —afirmación que le valió aceradas críticas por parte de la oposición conservadora—, todavía era una realidad que tenía que cuajar, un proyecto ilusionante, pero todavía inmaduro.


  España sería, pues, una nación de valores cívicos y fundamentada en la deliberación democrática, con diferentes culturas y capaz de albergar diversos sentimientos de pertenencia, o al menos distintas modulaciones de identidades colectivas con intensidad variable. Pero basada también en un acervo compartido con raíces históricas y culturales. La creencia en la existencia de esas raíces, y la necesidad de resaltarlas, fueron bien patentes en el empeño del Gobierno Zapatero durante su primera legislatura (2004-2008) por celebrar el cuarto centenario de la publicación de El Quijote. El mejor valor y riqueza constitutiva de la identidad de España residiría precisamente en la pluralidad interna de culturas y lealtades, y hallaría su plenitud en el desarrollo del autogobierno de sus pueblos, en un equilibrio consistente en «la conjugación de la pluralidad con el debido respeto a la singularidad dentro de un marco común, dentro de una realidad histórica y de un proyecto compartido de convivencia en un orden de libertades; eso es España para nosotros», según rezaba la Declaración de Santillana del Mar, suscrita por los líderes territoriales del PSOE en agosto de 2003.


  En aquella definición de España como «proyecto compartido de convivencia» resonaban viejos ecos de teóricos como el francés Ernest Renan y Ortega y Gasset, por ejemplo la definición de la nación como un proyecto compartido de convivencia; y también se hacía eco de la tradición del nacionalismo liberal y republicano español anterior a 1936, en particular en lo referente a la concepción de las autonomías y del autogobierno mesoterritorial como un elemento que construiría la nación española desde la diversidad y profundizaría el ejercicio de la democracia. Junto a esos elementos, se destacaba en esa declaración el énfasis otorgado a las lealtades territoriales compartidas y una apelación al patriotismo constitucional, cuando se afirmaba que España debería basarse en una «lealtad y patriotismo de las libertades y de la ciudadanía […] un país de identidades compatibles y no conflictivas entre sí». La querencia manifiesta de Rodríguez Zapatero por planteamientos como el del escritor compostelano y antiguo militante de la izquierda nacionalista gallega Suso de Toro, que de modo evanescente incidían en la idea de España como proyecto plural y confusamente posnacional, basado en los valores cívicos y democráticos, parecía igualmente apuntar en la misma dirección.


  Era una visión más cercana a los posicionamientos de Pasqual Maragall, o a los más tímidos pero algo más razonados del antiguo líder del PSdG y presidente de la Xunta de Galicia entre 2005 y 2009 Emilio Pérez Touriño, para quien el centralismo y el autoritarismo habían sido los causantes de la debilidad del sentimiento nacional en España, que sólo podría florecer desde el respeto a la diversidad y desde la asunción de un concepto de patriotismo no esencialista ni homogeneizador. Y el sociólogo Enrique del Olmo opinaba en 2005 que existía un «espacio común de convivencia, de historia, de vinculaciones, de experiencias compartidas denominado España», que no negaba ni a Galicia, ni a Cataluña, ni a Euskadi, y entre cuyos valores y vivencias compartidas figuraría la lucha por la libertad. La idea de España como comunidad política y cultural habría de basarse en «derechos esenciales» frente a «esencias nacionales», criticando a los «nacionalismos identitarios», tanto español como periféricos, por su tendencia a la «exclusión, la no asunción de lo externo», y asumir la demanda de una gobernanza multinivel que llevaría también a dotar de más poder a las instancias locales.


  Por su parte, el constitucionalista y dirigente del PSOE canario Juan Fernando López Aguilar postulaba que el «Estado social, es decir, regulador, garante, promocional, dinamizador y responsable último ante la comunidad internacional» debía continuar siendo el eje estructurador de la conjunción entre unidad y diversidad establecida en la Constitución de 1978. Y que respondería a una «construcción progresiva de la España autonómica desde la España plural», caracterizada por identidades compatibles y cívicas basadas en «la vecindad y en la comunión en valores», frente a los partidarios de la «contraposición o exclusión de identidades esencialistas». Desde un punto de vista más técnico, el ministro de Administraciones Públicas en el primer Gobierno de Zapatero, Jordi Sevilla, defendía igualmente que la mejor expresión del principio de la España plural era la reforma funcional del Estado de las autonomías, recogiendo en ella los principios de cooperación, participación y lealtad institucional. El modelo autonómico caminaría así hacia una revitalización consensuada en la que tendrían cabida la unidad y la pluralidad.


  Sin embargo, dentro del PSOE y sus diversas federaciones territoriales no desapareció la dicotomía que ya en la década de los noventa se había manifestado con respecto a la doctrina de la nación de naciones y el patriotismo constitucional. Por un lado, la divisoria existente entre federalizantes asimétricos y simétricos. Y, por otro lado, la falta de unanimidad entre los defensores de una concepción tendencialmente historicista de España, uno de cuyos más conspicuos representantes ha sido José Bono, y en la actualidad el asturiano Javier Fernández o el presidente castellano-manchego desde 2015, Emiliano García-Page; y, por otro lado, los abanderados más decididos, voluntaristas y hasta posnacionalistas de la España plural, que no por ello dejan de considerar, empero, que la identidad española no sólo se ha de basar en valores compartidos de futuro, sino también en una historia, una cultura y un patrimonio de experiencias y lealtades compartidas. Esa división interna, como vimos, llevó en su momento a algunos claros brotes de disidencia dentro del PSC, particularmente entre sectores intelectuales afines al mismo que acabarían por militar años más tarde en partidos como UPyD o Cs, y que también se extendieron a varias organizaciones territoriales del PSOE. Las disputas resurgieron entre 2004 y 2007 ante la inminencia de los procesos de reforma de los Estatutos de Autonomía, principiando por el de Cataluña, que con el apoyo del PSC proponía en su borrador que Cataluña se definiese como una nación dentro de lo que no se sabía si sería una renovada nación de naciones, una España plural o un Estado borrosamente multinacional.


  La concepción de España como nación de naciones, en todo caso, parecía ser resucitada por el Gobierno socialista entre 2004 y 2008, aunque con otra denominación. Pero siempre que, como sucedía en las décadas de 1980 y 1990, y según afirmaba Peces-Barba, quedase claro que, si nación era sinónimo de nacionalidad tal y como ésta aparece en la Carta Magna, «la única nación soberana es la española», algo que debería ser objeto de reconocimiento explícito. Es decir, un mismo significante había de poseer dos significados según qué sujeto designase. Y hablar de nación de naciones, por lo demás, no sería lo mismo que defender un pluralismo simétrico de naciones dentro de la Constitución, como ya había advertido el mismo Peces-Barba en 1998:


  La España plurinacional está ya en la Constitución con la idea de la nación de naciones y de regiones. Lo que no está es la idea de un pluralismo de naciones, en igualdad de condiciones, donde desaparece la idea de España como nación abarcadora e integradora de las restantes[22].
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      FIGURA 9. Cartel electoral del PSC, elecciones generales de 2004 (http://mdc.csuc.cat/cdm/singleitem/collection/josepvinyal/id/2559/rec/5).

    

  


  Diversos comentaristas políticos defendieron la vigencia de la fórmula. Incluso se registraron algunos intentos por reactualizar el concepto desde el punto de vista de la teoría política, resucitando en buena parte la acepción de «nación de naciones» que había preconizado Anselmo Carretero décadas atrás, y que había inspirado a los constituyentes durante la Transición. Ahora, esos postulados se transformaban en una teorización de la nación «posmoderna» y por tanto que concibe a aquélla como un ente heterogéneo e internamente plural, de horizontes borrosos y como una suma de identificaciones personales fluctuantes, lo que permitiría situarla como fórmula útil para evitar la dicotomía entre Estado nacional homogéneo y Estado plurinacional. Esas fórmulas posnacionales, que también se han avanzado desde posturas intelectuales cercanas al catalanismo y el galleguismo, insistieron en la labilidad de las fronteras identitarias como un mecanismo de acomodación pragmático en una España —o una Cataluña o una Galicia— futura en la que los límites entre las identificaciones nacionales, subnacionales y europea serían por fuerza borrosos, y donde la solución pragmática consistiría en gestionar las «interdependencias» entre los diversos territorios. Algunos análisis críticos del concepto destacaron, sin embargo, sus complicaciones prácticas a la hora de aplicarlo en la gobernanza del Estado autonómico.


  Otros políticos socialistas expresaron su rechazo abierto a la fórmula de la España plural, criticándola por no contener en su enunciado y desarrollo una afirmación precisa de los elementos comunes y compartidos por todos los españoles. Personalidades como el expresidente de la Comunidad de Madrid Joaquín Leguina mostraron en 2009 su temor a la deriva confederal del Estado de las autonomías propiciada por el apoyo del PSOE al Estatuto de Cataluña. Alertaban así de la insolidaridad explícita de los nacionalismos subestatales, patente en su defensa de la obligatoriedad de conocer las lenguas distintas del castellano en sus territorios respectivos, así como su falta de lealtad a un proyecto compartido; y abogaban por un cierre del proceso autonómico y del títuloVIII de la Constitución, así como por un consenso de los grandes partidos españoles (PSOE y PP) para reformar el sistema electoral y limitar así la influencia parlamentaria de los partidos nacionalistas periféricos en las Cortes Generales.


  En una dirección semejante, aunque apostando de forma más decidida por un modelo federalizante simétrico a partir de la reforma consensuada y definitiva de la Constitución de 1978, se pronunciaron desde 2006 diversos académicos, intelectuales y dirigentes más o menos próximos al PSOE. El constitucionalista Juan José Solozábal afirmaba que no cabía construir un modelo federal desde la afirmación exclusiva de las partes, y que era preciso insistir en el «discreto encanto de lo común», de los vínculos que fundamentaban la «legitimidad de un proyecto común» que así asegurarían «la eficiencia de un Estado social transformador»[23]. El veterano dirigente del PSOE y jurista canario Luis Fajardo Spínola afirmaba en 2009 que el Estado autonómico debía sufrir reformas funcionales que completasen su desarrollo, pero que recogiesen la «expresión y representación de lo común». Entre lo que era «común», enumeraba entre otros elementos definitorios de la nación española, «su historia, […] la defensa de los derechos ciudadanos de los españoles, […] la solidaridad dentro de la sociedad española, […] la lengua común». La fórmula de la España plural recogida en la Declaración de Santillana del Mar le parecía así un mero agregado de singularidades, pero cuya debilidad mayor estribaba en renunciar a definir explícitamente «un patrimonio común, de un ámbito que sea de todos pero no privativamente de una sola de las partes. La España plural no deja hueco para lo común; lo común, si acaso, es el resultado de la suma de las pluralidades». Precisamente por ello, la definición de España únicamente desde su diversidad, es decir, como una suma de partes sin elementos explícitamente comunes que definan de modo diacrítico la identidad española, «trae como consecuencia su insuficiencia para recoger el principio de unidad, previo al de autonomía»; carencia que, aunque no invite en sí misma a sobrepasar el marco de la Constitución de 1978, sí que «da confianza a los que quieren reescribirla, desdibujando su contenido original». Principios como la plurinacionalidad y el plurilingüismo simétrico del Estado, que se verían reconocidos implícitamente de aceptarse el proyecto de Estatuto de Cataluña defendido por el PSC, implicarían la incorporación a la normativa constitucional de un «cuerpo extraño a ella, propio de un modelo distinto», de corte confederal.


  La aludida división, grosso modo, entre las «dos almas» del socialismo español también se manifestó en la recuperación de la memoria republicana y de los vencidos de la guerra civil. Un aspecto en el que, empujado por sus socios parlamentarios, el Gobierno socialista se mostró decidido entre 2004 y 2008 a promover una crítica del pasado reciente como base creíble para un nuevo proyecto nacional cívico y democrático. Así se mostró hasta 2011 en diversas iniciativas (como la creación de un Centro de la Memoria de la guerra civil en Salamanca, o el apoyo a las actividades de grupos como la Asociación por la Recuperación de la Memoria Histórica). A ello se contrapusieron en un principio gestos un tanto sorprendentes, como fue la presencia en el desfile militar celebrado el 12 de octubre de 2004 en Madrid de un representante de los veteranos de la División Azul junto a otro de los voluntarios republicanos que lucharon al lado de los Aliados, justificada por el ministro José Bono como un gesto de superación de un pasado de división y enfrentamiento. La aprobación por el Gobierno Zapatero en 2007 de la «Ley de la Memoria Histórica» parecía indicar la firmeza del compromiso socialdemócrata con una política decidida de superación crítica del pasado reciente, a pesar del escaso entusiasmo que esa ley despertaba entre amplios sectores de su propio partido. Su aplicación desde entonces fue más bien limitada y fue prácticamente suspendida —aunque no derogada, sino simplemente privada de recursos e iniciativas— por el Gobierno conservador de Mariano Rajoy entre 2011 y 2018. El gabinete socialista en minoría de Pedro Sánchez, que subió al poder en junio de 2018, recuperó, junto al concepto de España como nación de naciones, el impulso de llevar a cabo una política proactiva de crítica del pasado reciente, aunque sólo fuese como parte de una estrategia que incidia en la política de gestos como estrategia para concitar apoyos plurales dentro del electorado de izquierda.


  Si la España plural de Rodríguez Zapatero entre 2001 y 2008 se reducía en el fondo a una lectura más radical del concepto anterior de patriotismo constitucional y de nación de naciones, tal apertura semántica reculó durante su segundo mandato (2008-2011), cuando, ya sin aliados parlamentarios incómodos, redefinía su idea de España como el de una nación «unida y diversa». Así lo afirmaba el presidente del Gobierno durante su discurso de investidura en abril de 2008:


  Una España que extrae su riqueza de su diversidad. Es un país unido por su pasado pero, sobre todo, unido por su futuro. En mi idea de España nadie tiene más derechos que otro por nacer en uno u otro lugar, pero tampoco nadie ve amenazada su identidad ni existe una forma única y obligatoria de ser y sentirse español.


  En todo caso, si algo estaba claro era que el proyecto del núcleo dirigente del PSOE después de Zapatero, fuese el de Alfredo Pérez Rubalcaba, fuese el de Pedro Sánchez, tampoco pasaba ni pasa por la España plurinacional, sino por una España pluricultural o, si se quiere, pluriétnica. No dejaba de ser una variante del patriotismo español de izquierda ya presente con anterioridad en su discurso, reactualizando la vieja fórmula de la nación de naciones, cuyo inspirador había sido Anselmo Carretero.


  5.2.5. Federalismo plurinacional e idea de España


  Finalmente, existe un grupo de intelectuales, publicistas y líderes políticos de izquierda que abogan claramente por una idea federal y plurinacional de España. Es decir, que consideran que, aunque sea deseable la subsistencia de España como comunidad política, ésta se debe definir como un Estado plurinacional. Su posición consiste, a grandes rasgos, en incorporar la idea de pluralidad nacional mediante el reconocimiento en la Constitución española del derecho de las nacionalidades ibéricas a la secesión, si éstas desean ejercerlo respaldadas por una mayoría cualificada de su electorado. España debería basar su existencia no necesariamente en la Historia o la cultura, sino en el libre consentimiento de todos sus ciudadanos y pueblos, bien adoptando la forma de una federación simétrica o asimétrica de regiones y nacionalidades a partir del modelo existente del Estado de las autonomías, o bien a través de una República federal o confederal. Según afirmaba el politólogo Ramón Cotarelo en 1999, la condición de español sólo se tornaría una opción realmente atractiva si se convertía en voluntaria, a través de la posibilidad de ejercer el derecho de autodeterminación para quienes no deseen serlo. Y, por otro lado, todos los nacionalismos podrían ser considerados políticamente respetables en la medida en que reconociesen valores como la tolerancia y la solidaridad, además de atenerse escrupulosamente a los principios básicos de la democracia.


  En cierto modo, esta variante se convirtió en la doctrina más o menos oficial de las organizaciones de extrema izquierda y ecologistas, así como de la coalición Izquierda Unida (IU). Esta última asumió desde finales de la década de 1990, y no sin largos debates, el proyecto de transformar el Estado español en una federación simétrica compuesta por diecisiete unidades, a partir de una profundización o reforma del actual Estado de las autonomías. Cada una de las CC.AA. disfrutaría por separado del derecho de decidir democráticamente si deseaban unirse a la federación o no, si fuese el caso.


  Sin embargo, el esbozo de modelo de Estado elaborado por IU en su conferencia federal celebrada en el otoño de 1998, y que apenas fue modificado desde entonces en sus postulados sustanciales, también recogía de manera tímida una mención al peso de la Historia común, al reconocer que la convivencia histórica secular entre los pueblos de España podría constituir una suerte de poso compartido, una base sobre la que construir un futuro de mutuo entendimiento y construcción de un proyecto democrático orientado al mejor funcionamiento de la justicia redistributiva. Después de haber debatido sobre la pertinencia de la aplicación del derecho de autodeterminación con las máximas garantías de pluralidad y respeto a las minorías en cada territorio del Estado, en esa conferencia se asumió una definición que intentaba conciliar cierto regusto historicista con el énfasis en la pluralidad voluntarista: existiría una «realidad de España (hablamos, por ejemplo, de “los pueblos de España”)», que a su vez era un producto del devenir de la Historia, una «decantación y resultado de un largo proceso histórico que ha ido más allá de lo castellano-aragonés y no debe ser despreciado, aunque sí resuelto hoy a través de una forma político-constitucional de convivencia democrática colectiva que, manteniendo la unidad a ese nivel, supere viejos contenciosos en este orden». El derecho de autodeterminación debería ser reconocido y amparado por una reforma constitucional, pero siempre «en la opción federal»[24].


  
    
      [image: image_extract1_10]


      FIGURA 10. Cartel de la Convención Republicana de los Pueblos de España, nucleada por el PCE (m-l), pidiendo el voto negativo en el referéndum constitucional de diciembre de 1978 (http://mdc.csuc.cat/cdm/ref/collection/josepvinyal/id/6756).

    

  


  A partir de entonces, IU ha vivido en la contradicción interna de acentuar más el mensaje federal simétrico en unas zonas de España, y aceptar que organizaciones territoriales vinculadas a la federación de izquierdas (aunque formalmente autónomas) como Ezker Batua insistiesen en el derecho de autodeterminación para el País Vasco, aunque fuese para a continuación proponer un «federalismo de libre adhesión» con todos los pueblos de España.


  Tras la asunción por parte del PSOE de Rodríguez Zapatero de un discurso de recuperación del republicanismo como filosofía política que inspiraría su acción de gobierno, IU intentó reformular sus propuestas políticas sobre la cuestión nacional, pasando a propugnar un «federalismo republicano de izquierdas» que recogía una reactualización del discurso del patriotismo constitucional, aun manteniendo la defensa del derecho de autodeterminación de las nacionalidades y CC.AA. y abogando por una reforma del artículo 2 de la Constitución para conseguir que España fuese definida como «una realidad plural unida en la voluntariedad». De este modo, IU proponía ahora como alternativa un «patriotismo de los derechos», que, fuesen individuales o colectivos, eran los que definían los límites de la nación: «la patria está en los derechos, no en un territorio determinado elevado a solar sagrado», y que debían verse reconocidos en «una Constitución cuya principal virtud es su carácter de norma jurídica». Empero, el documento aprobado por la Comisión Permanente de IU en octubre de 2005 no llegó a ser discutido en el Consejo Político Federal de la coalición, por miedo a generar más líneas de fractura internas al coincidir su debate con el revuelo mediático provocado por la reforma del Estatuto de Cataluña y el espinoso tema de la financiación, piedra de toque en el discurso de la izquierda en cuanto supone el elemento cardinal a la hora de garantizar la igualdad de derechos y oportunidades para todos los ciudadanos en el conjunto de España.


  En todo caso, el hecho de mostrarse dispuesto, al menos en teoría, a aceptar una fragmentación del sujeto de soberanía convertía a este discurso de la izquierda poscomunista española en un curioso híbrido teórico. No es calificable de modo estricto de nacionalista español en la medida en que no considera que el único referente soberano sea España. Pero tampoco puede ser calificado de nacionalista subestatal, en la medida en que reconoce su preferencia por una convivencia de ciudadanos y territorios dentro de un espacio federal común, que tendría también algunos fundamentos históricos.


  5.3. UN INESTABLE CONSENSO SIMBÓLICO


  A la muerte de Franco, la bandera tricolor republicana resurgió brevemente como emblema de las izquierdas opuestas a una monarquía heredera del franquismo. Sin embargo, la exhibición de esta bandera estuvo prohibida durante los primeros años de la Transición, y en ocasiones su mero tremolar en una manifestación desencadenaba una carga policial. Mientras se toleraban las enseñas regionales desde fines de 1976, las tricolores se toparon con el encono de los Gobiernos monárquicos de Carlos Arias Navarro y Adolfo Suárez, preocupados por proteger a la Corona. Los más reformistas de sus ministros veían en ella la garantía de una democratización ordenada, y en la memoria de la República la amenaza del caos. Casi todos los partidos izquierdistas estaban legalizados para las elecciones generales de junio de 1977, pero los republicanos tuvieron que esperar varios meses más. Con todo, algunos grupos radicales sí mostraban cierta querencia por la tricolor, como el Frente Revolucionario Antifascista y Patriota (FRAP), fundado en 1973, o el Movimiento Comunista surgido en 1975. Igualmente, en sindicatos como la Unión General de Trabajadores y Comisiones Obreras su uso estaba ampliamente extendido, para conciliar tal vez las distintas sensibilidades políticas de sus afiliados.


  Sin embargo, la restauración de la bandera republicana se reveló pronto como una opción inviable para las izquierdas mayoritarias. Renunciar a ella y aceptar el horizonte de una monarquía constitucional constituyeron dos peajes necesarios para su integración en la nueva democracia, pagados sin excesivo sufrimiento. Así lo hizo el PCE, legalizado el 9 de abril de 1977. A pesar de la oposición de parte de la militancia, su Comité Central acordó una semana después mostrar la enseña «del Estado que nos reconoce» al lado de la roja en todos sus actos, pues aquel pabellón no podía entregarse «a los que quieren impedir el paso pacífico a la democracia». Eso se unía a la aceptación de la monarquía —siempre que fuese democrática— y a la defensa de la «unidad de nuestra Patria común», compatible con el reconocimiento de sus nacionalidades, pueblos y regiones. Su secretario general, Santiago Carrillo, añadió que «nosotros no corremos el riesgo de una guerra civil por un color» y recordó que la rojigualda ya era la enseña de España: «y España no son los reaccionarios».


  El PSOE recorrió un camino paralelo, aunque menos espectacular. Poco a poco rebajó sus declaraciones en favor de una república federal; dejó las puertas abiertas a una monarquía legitimada por la voluntad popular; y admitió, como un peaje necesario para integrarse en la democracia que llegaba, la progresiva desaparición de los símbolos antimonárquicos. Ya lo demostró en su XXVIIcongreso, celebrado en Madrid en diciembre de 1976. Durante la clausura, un militante enarboló una tricolor y, jaleado por sus compañeros, intentó colocarla en la mesa presidencial ante la incomodidad de sus miembros. El incidente se disipó cuando alguien entonó La Internacional puño en alto y fue secundado por los congresistas. La cuestión se plantearía en más ocasiones. Pero los dirigentes del partido se distanciaron de la simbología republicana para incorporarse al nuevo sistema político.


  La actitud de las izquierdas mayoritarias en este terreno, tan sensible para los reformistas del franquismo, allanó el camino para un acuerdo duradero sobre los símbolos. En su artículo 4.1, la Constitución de 1978 establece que «la bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas». Una combinación que se consideraba legitimada por su propia historia, muy anterior a la dictadura. Pero ninguna norma constitucional recogía cuál era el himno español y, por defecto, se prolongó el uso de la Marcha Real. La conveniencia de dotarla de letra se convirtió una vez más en motivo esporádico de debate. En agosto de 1978, un militar retirado lamentaba la carencia de un canto que despertase emociones patrias y proponía convocar un concurso público para que surgiese una letra del alma popular. Y en enero de 1982 se constituyó una Comisión pro Himno Nacional Cantado, promovida por la Unión Musical Española y varios particulares, cuyo objetivo consistía en que la selección española de fútbol pudiese entonar una letra durante el campeonato mundial de aquel verano. La falta de apoyo oficial hizo que la comisión cayese pronto en el olvido.
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      FIGURA 11. Rueda de prensa de Santiago Carrillo tras la legalización del PCE, abril de 1977.

    

  


  Para evitar que la exhibición pública de la rojigualda fuese identificada con la nostalgia del franquismo, ya antes de aprobar la Constitución se tomaron medidas preventivas. El decreto de 24 de noviembre de 1978 prohibía a los partidos, sindicatos y asociaciones «la utilización de la bandera de España o de sus colores» como «símbolos distintivos y diferenciadores». Eso no evitó que las banderas siguiesen siendo motivo de disputa. Las manifestaciones unitarias por la autonomía en algunos territorios trajeron nuevas fuentes de discordia, pues formaciones nacionalistas, regionalistas o de izquierda radical se oponían a que en ellas figurase la rojigualda, y la ultraderechista Fuerza Nueva pretendía sumarse a ellas portándola. La ley de 28 de octubre de 1981 reguló con detalle la ostentación del pabellón español en sedes institucionales, acuartelamientos y embarcaciones, fijó su jerarquía sobre las enseñas autonómicas y locales y prohibió su uso «en cualesquiera símbolos o siglas de partidos políticos, sindicatos, asociaciones o entidades privadas», aunque desaparecieron las prevenciones hacia su presencia en la calle. Ahora se veía la bandera como un emblema de la «soberanía, independencia, unidad e integridad de la patria», así como de los «valores superiores expresados en la Constitución».


  De hecho, el debate constituyente de 1978 sobre la simbología estatal fue breve y poco productivo. El Congreso de los Diputados lo despachó con rapidez y el Senado, donde hubo intervenciones de mayor enjundia, se limitó a cambiar la denominación del color central de la bandera —que pasó del gualda al amarillo, a propuesta del senador Camilo J.Cela— y a añadir el anuncio de un futuro escudo, eliminado luego por la comisión mixta de ambas cámaras. El texto del artículo 4 de la Constitución ratificada en diciembre fue, en consecuencia, casi idéntico al que figuraba como artículo 7 del anteproyecto presentado en enero: su primer apartado establecía que la bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, la de en medio de doble anchura que las otras; y el segundo preveía el reconocimiento de enseñas autonómicas, que habían de utilizarse junto a la española en los edificios públicos y actos oficiales de las respectivas comunidades. Nada se decía pues del escudo, dentro o fuera de las banderas, ni de otros emblemas fundamentales como el himno o la fiesta nacional. En este campo, el pacto constitucional descansó sobre el laconismo. Sin embargo, las sesiones parlamentarias pusieron de manifiesto las profundas querellas simbólicas que enfrentaban a la ciudadanía. Algunos portavoces de la izquierda, como el comunista Jordi Solé Tura o el socialista Peces-Barba, insistieron en la necesidad de que los símbolos españoles dejasen de serlo de «opresión»; el independiente Justino de Azcárate, que había pasado casi cuatro décadas en el exilio, pidió que se eliminara el escudo diseñado por los franquistas durante la guerra civil; y el conservador Abel Matutes situaba el origen del problema en otra parte: no en la continuidad de la simbología autoritaria, sino en que «algunos grupos políticos, hasta hace muy pocos meses, […] han propugnado otra bandera como bandera de España». Es decir, en la preferencia de las izquierdas por la enseña tricolor —roja, amarilla y morada— de la Segunda República. Con el fin de —en palabras de Modesto Fraile, diputado de la UCD— «no caer en una dialéctica que no parece conveniente», la Constitución ni siquiera adjetivó la bandera de España como nacional y se abstuvo de detallar su uso. Se limitó a fijar sus colores, como habían hecho otras Constituciones europeas y la republicana de 1931, y a asociarla con las autonómicas.


  La normalización simbólica del régimen democrático resultó muy lenta. Durante varios años, el nuevo sistema político convivió con una cierta provisionalidad, que también se tradujo en los manuales escolares utilizados hasta el curso 1982-1983. Al principio se supuso que la bandera constitucional carecía de escudo, pero en las instituciones públicas reinaba la incertidumbre acerca de la necesidad de sustituir las viejas banderas por otras sin las armas franquistas. La redefinición del escudo de España tampoco preocupó en exceso a los políticos durante más de un año tras la entrada en vigor de la Constitución. Mientras tanto, presidió los edificios oficiales el franquista, modificado por el Gobierno Suárez en enero de 1977, con el que los hombres de la gubernamental UCD parecían sentirse a gusto. En febrero de 1980 el grupo parlamentario socialista, empeñado en construir nuevos símbolos, propuso dotar a la bandera de armas que representasen a la nación con «permanencia en el tiempo» —es decir, recuperando su modelo tradicional—, una moción aceptada por UCD. Tras quince meses de debates, la ley de 5 de octubre de 1981 fijó el diseño definitivo del escudo oficial, consistente en una versión modernizada del territorial empleado durante el Sexenio revolucionario, con el añadido del escudete de los Borbones y una corona monárquica. Sobre las columnas de Hércules se asentaron otras dos coronas para representar el reino y el imperio.


  Tras el 23 de febrero de 1981 se agudizaron los acentos españolistas en el discurso y en la praxis de las élites políticas democráticas, conscientes de la necesidad de relegitimar los símbolos para evitar que la identidad nacional española siguiese siendo un monopolio de la extrema derecha. Las manifestaciones en defensa del orden constitucional que se celebraron en casi todas las capitales de provincia el 27 de febrero enarbolaron la rojigualda como emblema común. Y los altos cargos ministeriales recibieron instrucciones de fotografiarse siempre con una bandera detrás. El clima de exaltación patriótico-constitucional impuso el respeto a los símbolos heredados de la Historia, aunque ahora se les atribuyesen otros significados. Por ejemplo, la figura del rey Juan CarlosI, que aunaba en sus numerosos viajes y actos públicos las alusiones históricas con la defensa de la democracia; o la fiesta del 12 de octubre, confirmada en noviembre de 1981 y transformada por decreto, como vimos, en fiesta nacional en 1987. Buena prueba de ese ambiente fue el Día de las Fuerzas Armadas celebrado el 30 y el 31 de mayo de 1981 en Barcelona, con el concurso entusiasta de la Generalitat de Cataluña. Su presidente, el pragmático Jordi Pujol, declaró que aquellos actos encarnaban el deseo catalán de edificar una España constitucional y solidaria, e hizo entrega de una gran bandera española al ejército como muestra de la «voluntad de asegurar nuestro futuro, el futuro de todos los pueblos de España». La ciudad condal apareció engalanada con senyeras y rojigualdas, y la presencia de los reyes fue saludada por numeroso público, en una clara asociación entre la monarquía parlamentaria, la pluralidad hispánica —el vínculo de la Corona con Cataluña— y la bandera constitucional. Y el 6 de diciembre de 1981, aniversario de la Carta Magna, varios periódicos repartieron una bandera española de papel con el lema «Viva la Constitución». En buena parte de España —salvo en Navarra y el País Vasco— se vieron ese día enseñas constitucionales en los balcones; y varios ayuntamientos protagonizaron homenajes al texto constitucional y a la bandera.


  A la exaltación de la enseña rojigualda se sumó el PSOE, que veía próximo su acceso al gobierno y moderaba sus tonos revolucionarios. A lo largo de 1982, los líderes socialistas expresaron repetidas veces su adhesión a la bicolor, que a su juicio superaba las divisiones fratricidas y encarnaba los principios constitucionales. En el mitin de clausura de la campaña electoral de 1982, en medio de «gran profusión de banderas nacionales ondeadas por los asistentes», su líder Felipe González reivindicó la «bandera de la Constitución» que «ya hemos conquistado para todos». Con el PSOE en el poder se reforzaron los vínculos de la enseña rojigualda con la España democrática, mientras se generalizaba, pese a las reticencias conservadoras, la denominación bandera constitucional. Al mismo tiempo, se insistía también en su legitimidad histórica. Una oportunidad propicia llegó con el bicentenario de su creación por CarlosIII, celebrado en mayo de 1985. Además de la emisión de un sello conmemorativo, el acto principal consistió en una ceremonia celebrada en el palacio real de Aranjuez. Para subrayar la antigüedad de la bandera desfilaron soldados ataviados con trajes de época y estandartes utilizados hasta 1785. Se incluyó una ofrenda a los caídos por España e izaron la enseña un parlamentario conservador y otra socialista. Los portavoces políticos destacaron al unísono su compromiso con ella, aunque hubo matices. Mientras Manuel Fraga exaltaba su valor como síntesis de un pasado compartido, los representantes centristas y del PSOE afirmaron que la bandera encarnaba, además del pasado común, los valores cívicos recogidos en la Constitución. El portavoz de Convergència i Unió recordaba la pluralidad territorial que compendiaba; y el del PCE, que el pleito de las dos Españas quedaba cerrado.


  Una vez aprobado el nuevo escudo se procedió a la paulatina sustitución de emblemas en los edificios públicos, con frecuentes rituales de donación de banderas a regimientos militares y cuarteles de la Guardia Civil. En ellos se hacía constar que los símbolos reflejaban el orden constitucional y, en algunos territorios, se insistía en los nexos de la bandera con la variedad de España, compuesta de nacionalidades y regiones, como en Girona en julio de 1982. El envío de enseñas a los ayuntamientos suscitó también resistencias. Algunas provinieron de alcaldes de UCD y AP reticentes a desechar la antigua bandera. Pero el rechazo más frontal procedió de la extrema izquierda, y en particular del nacionalismo vasco radical, cuyos militantes retiraban con frecuencia las rojigualdas de los ayuntamientos durante las fiestas locales, como había ocurrido en San Sebastián en 1979.


  Todavía quedaba por regular de forma actualizada otro de los símbolos más relevantes del Estado: el himno nacional. Tan sólo se mencionaba en las nuevas ordenanzas militares, sin especificar cuál era. Por tanto, siguió vigente la normativa franquista, que había declarado como tal, en febrero de 1937, la Marcha granadera. Conocida también como Marcha Real, la música de honores empleada desde el sigloXVIII en múltiples contextos políticos y religiosos carecía de letra, pues ni siquiera se había oficializado la ofrecida a Franco por el dramaturgo José María Pemán, aplicada de manera un tanto laxa en las escuelas. Se trataba de un himno mudo, sin el gancho emotivo que proporcionaba el canto de versos patrióticos, más ligado a la monarquía que a la nación y encerrado en las ceremonias estatales. La extrema derecha mostraba una clara preferencia por el Cara al sol falangista, una canción dotada de un texto movilizador y marcial; las izquierdas habían olvidado casi por completo el Himno de Riego. De vez en cuando la prensa conservadora aireaba quejas sobre esta insólita laguna, en particular con ocasión de eventos deportivos internacionales. Pero los esfuerzos por hallar una letra adecuada quedaron en nada. La dejadez respecto al himno permitió que los derechos de su partitura siguieran en manos privadas, las de los herederos del músico que lo había arreglado décadas atrás, una curiosa anomalía a la que sólo se puso fin en 1997.


  El acceso de fuerzas antisistema a los municipios amplió los repertorios de protesta contra las banderas. La presión de la izquierda abertzale, en un momento en el que necesitaba reforzar su capacidad de movilización en la calle, se incrementó en el verano de 1983, durante las fiestas patronales de varios pueblos guipuzcoanos. Los ediles de la coalición proetarra Herri Batasuna presentaron mociones para que la bandera constitucional no fuese izada; en paralelo, se sucedían los enfrentamientos callejeros y actos de protesta como quemas de rojigualdas y manifestaciones en favor de la exclusividad de la ikurriña. Para estos grupos, la bicolor era simplemente un símbolo de las «fuerzas de ocupación» del País Vasco, tanto del franquismo como de la democracia. El Ejecutivo autónomo y el PNV buscaron soluciones intermedias: la que se adoptó en Bilbao, imitada en varios pueblos por acuerdo de nacionalistas moderados y socialistas, fue retirar todas las banderas del balcón consistorial. Tras varios años de enfrentamientos, una nueva idea bilbaína consistió en colocar todas las enseñas durante unos minutos a primera hora de la mañana el día grande de las fiestas y arriarlas acto seguido. Parecida medida —prescindir de banderas— fue adoptada en la sede del Gobierno vasco.


  Junto con esta guerra simbólica, también empezaron a producirse expresiones públicas de rechazo al himno español. La más notoria tuvo lugar en septiembre de 1989, cuando varias organizaciones independentistas catalanas protagonizaron un boicot al rey y a la Marcha Real en el estadio de Montjuic. Sin embargo, tres años después la gala inaugural de los Juegos Olímpicos de Barcelona se caracterizó por la práctica ausencia de gestos de rechazo al rey y a los deportistas del equipo español.


  El fervor del PSOE por la bandera constitucional remitió a lo largo de los años ochenta. En los mítines socialistas de la periferia abundaron mucho más las enseñas autonómicas, lo mismo que en las reivindicaciones sindicales y laborales. E incluso en la derecha se registró un fenómeno similar. A menudo, no se trataba de expresar una identidad separada de la española sino de emplear un símbolo libre de connotaciones políticas negativas, e incluso de reivindicar una españolidad amenazada por un nacionalismo subestatal colindante: así se explicaba la difusión de la blavera en amplios sectores anticatalanistas de la sociedad valenciana desde finales de los años setenta. De hecho, aún a mediados de la década de 1990 la profusión en actos políticos de la bandera rojigualda se seguía asociando a la ultraderecha. Alianza Popular, como mostraba su primer logotipo —las siglas en rojo sobre fondo amarillo—, también la había utilizado de manera constante, y tan anecdótica como simbólica era la imagen de su presidente, Manuel Fraga, vistiendo unos tirantes rojigualdos. Sin embargo, desde mediados de los ochenta esa simbología cedió ante los colores autonómicos. Durante las campañas de 1993, 1995 y 1996, los mitines del PP en Barcelona se caracterizaban por la profusión de banderas catalanas y la escasez de rojigualdas.


  En todo caso, a la altura de 1992, bajo el Gobierno socialista, la aceptación y normalización de los símbolos del Estado parecía lograda: la coincidencia de varios acontecimientos mundiales desató el patriotismo español, orgulloso de un país plural que se decía avanzado, europeísta y a la vez volcado hacia Iberoamérica, provisto de emblemas compartidos, o al menos compatibles. Los Juegos Olímpicos de Barcelona en 1992 trajeron la prueba definitiva: el himno catalán Els Segadors y la Marcha Real sonaban juntos, las constitucionales y senyeras colgaban en instalaciones y balcones y celebraban unidas los triunfos deportivos españoles. La omnipresente familia real, cuya afición al deporte confería dinamismo al carisma democrático de Juan Carlos, presidía este clima de euforia.


  Desde su llegada al poder en 1996, el PP de Aznar intentó aplicar, como vimos, un programa de renacionalización. Uno de sus ejes consistía en fortalecer símbolos y conmemoraciones para estimular los sentimientos patrióticos. En octubre de 1997 —una vez adquiridos por el Estado los derechos de la Marcha Real, registrada por su arreglista en los años treinta— se reguló la preeminencia del himno español sobre los autonómicos, así como la obligatoriedad de su ejecución ante el rey y el presidente del Gobierno, estableciendo dos versiones —completa y corta— según el tipo de acto y de autoridad presente. La versión final del decreto suavizaba una primera que incluía el mandato de escucharlo de pie y en «posición respetuosa», lo que había provocado el rechazo del PNV y de CiU. Otra de sus iniciativas fue la instalación de una gigantesca bandera española en la plaza de Colón de Madrid. Primero se intentó asociarla a los desfiles militares, pero más tarde se propuso rendirle honores una vez al mes. Ante la polémica desatada, el PP pactó con el PSOE que los homenajes se redujesen a ciertas efemérides. Desde entonces, numerosos ayuntamientos en manos del PP colocaron este tipo de banderas en plazas y lugares céntricos.


  Por otro lado, y de manera un tanto sorprendente, la enseña tricolor republicana resucitó al comenzar el sigloXXI. No había desaparecido del todo en los años ochenta y noventa, conforme se consolidaba el acuerdo pluripartidista sobre los símbolos constitucionales, pues mantenía su vigencia entre los grupos ubicados a la izquierda del socialismo gubernamental. Así se puso en evidencia en las manifestaciones contra la permanencia de España en la OTAN, entre 1983 y 1986. Pero después quedó en manos de sectores radicales, los antisistema, que, según una crónica de 1995, «se arropan con banderas republicanas y anarquistas, fulares sobre el cuello y fuman canutos». Es decir, la enseña de 1931 se había convertido en un estandarte de protesta genérica. Sin embargo, a partir del cambio de siglo protagonizó las protestas contra los gabinetes conservadores. Lo mismo la enarbolaban los sindicatos en la fiesta del Primero de Mayo que quienes atacaban la mala gestión de un desastre ecológico o la política exterior que en 2003 alineó a España con las guerras emprendidas por Estados Unidos en Irak. Era la preferida de amplias opciones progresistas, incluido el PSOE. A su vez, el PP hizo ondear cientos de bicolores en sus concentraciones contra los socialistas, de nuevo en el poder entre 2004 y 2011, contra las negociaciones con ETA o contra la legalización del matrimonio entre homosexuales. En definitiva, durante esta década, las banderas nacionales españolas, de uno y otro signo, volvieron a ser armas políticas alzadas por los partidos mayoritarios, algo que no ocurría desde finales de los años setenta.
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      FIGURA 12. Bandera de la plaza de Colón y homenaje aéreo, desfile del 12 de octubre.

    

  


  Junto a los contenidos reivindicativos coyunturales, la bandera de la República adoptó otros más cercanos a su recuerdo y significado tradicional. El surgimiento de movimientos por la recuperación de la memoria histórica, que demandaban la reparación pública de las víctimas del franquismo, planteó un amplio debate sobre los años treinta, con una cierta idealización de los defensores de la causa republicana en 1936-1939; y la denuncia del modo en que se había llevado a cabo la Transición, tachada de incompleta por no haber depurado las responsabilidades franquistas. Esas críticas también alcanzaron a la Corona, pues buena parte de la imagen positiva del rey Juan CarlosI se basaba en su papel clave durante la democratización. Esa popularidad se vio deteriorada desde 2006 por la publicación de noticias acerca de su vida privada y sus negocios; y por varios escándalos, como sus cacerías de lujo en mitad de la crisis económica y la corrupción de varios miembros de su familia.


  En ese contexto, la tricolor fue desempolvada por quienes reclamaban la proclamación de la Tercera República: en 2014, cuando la pérdida de legitimidad real condujo a la abdicación del monarca en favor de su hijo FelipeVI, pobló las calles de varias ciudades. Aunque el grueso de los españoles seguía apoyando la monarquía constitucional, los colores republicanos lucieron también en las movilizaciones por la regeneración o contra los recortes presupuestarios aplicados en plena depresión, e incluso en las revolucionarias o soberanistas del nacionalismo de izquierdas en Euskadi, Cataluña o Galicia. Un legado complejo y ambiguo que recogieron las filas de un nuevo partido, Podemos, y de sus diversas alianzas territoriales en Cataluña, Valencia y Galicia, que hicieron suyas las múltiples implicaciones, antiguas y recientes, de la tricolor. República significaba de nuevo, además de un patriotismo difuso, democracia auténtica frente a lo establecido. Su líder declaró, en abril de 2017, que «No somos republicanos para cambiar una bandera, sino porque somos demócratas y patriotas»[25].
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      FIGURA 13. Pablo Iglesias, secretario general de Podemos, juega un partido de fútbol enfundado en los colores republicanos, 23 de mayo de 2015.

    

  


  Al mismo tiempo, el uso de la enseña constitucional se extendió de manera notable y desbordó las previsiones de la ley en contextos informales. Fuera de los territorios con una influencia decisiva de los nacionalismos alternativos, la rojigualda podía verse ya en los años noventa en diversas celebraciones, locales y hasta privadas. Pero fue a principios del nuevo siglo, con motivo de los abundantes éxitos del deporte español en competiciones internacionales, cuando se desató un gusto febril por exhibir enseñas bicolores en público, acompañadas por exégesis patrióticas que arrumbaban el pesimismo corriente hasta entonces. En especial, durante los campeonatos de fútbol que ganó la selección española, tanto las Eurocopas de 2008 y 2012 como el Mundial de 2010. Incluso en ciudades como Bilbao o Barcelona estas banderas se dejaron ver por las calles en cantidades impensables años antes. Proliferaron asimismo camisetas del equipo, con el escudo oficial bordado; toda clase de objetos bicolores de bajo coste, de gorras a trompetas o vuvuzelas; e incluso enseñas con motivos como el toro de la bodega Osborne, elevado a emblema inconfundible de lo español. La parafernalia españolista ya no era exclusiva de la ultraderecha y sus pegatinas con la bandera en relojes o automóviles, sino que se expandía para hacer de la nación un objeto de consumo cotidiano y despojado de connotaciones políticas inmediatas. El estallido rojigualda en los estadios puso otra vez en evidencia las limitaciones emotivas de un himno sin letra, pues las repetidas propuestas para hallar una no hicieron sino fracasar una tras otra. La que obtuvo un mayor eco, patrocinada por el Comité Olímpico Español en 2007, dio como resultado unos versos tan insípidos como ridiculizados por los medios. A los aficionados sólo les quedaban el tarareo y el recurso a viejas canciones, como el ¡Y viva España! de Manolo Escobar, popularizado en los años setenta.
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      FIGURA 14. Celebración callejera de la victoria de la selección española en el campeonato mundial de fútbol, julio de 2010.

    

  


  Los años transcurridos desde 2003 contemplaron una exacerbación continua del enfrentamiento entre los nacionalismos subestatales y el español, un choque agudizado tras el regreso del PP al gobierno en 2011. Cada cual con sus símbolos, ahora contrapuestos y en buena medida excluyentes, tuvo lugar una escalada de la que los nacionalistas vascos se descolgaron pronto, y en la que los catalanistas llevaron ahora la voz cantante. Las masivas expansiones simbólicas se convirtieron en un elemento habitual. En los actos convocados por las entidades de la sociedad civil, como las sucesivas diadas del 11 de septiembre, reinaron las estelades, banderas reivindicativas creadas a principios del sigloXX sobre el molde de la enseña cubana. Los partidarios de permanecer en España, con una menor capacidad de movilización, aunque alimentados por partidos nuevos como Cs, conjugaban las senyeras con las españolas constitucionales. El 6 de septiembre de 2017, al convocar una consulta sobre la secesión vetada por el Gobierno español, el Parlamento de Cataluña vivió una sesión de una gran carga simbólica, que terminó con media cámara vacía y la otra media cantando Els Segadors. Sobre los escaños del PP se veían senyeras y banderas españolas, retiradas estas últimas por una parlamentaria de Podemos. Cuando se le preguntó por la razón de ese gesto, insultante para los constitucionalistas, respondió que la suya era la tricolor republicana y que la rojigualda había sido impuesta por la fuerza. La guerra civil y sus consecuencias seguían presentes en la arena política.


  6. Epílogo: El nacionalismo español actal: nuevos desafíos, viejas fórmulas
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  Epílogo: El nacionalismo español actual:


  nuevos desafíos, viejas fórmulas


  Una pregunta recurrente en la opinión pública y publicada en España en la segunda década del sigloXXI sigue siendo la formulada al principio de este ensayo: si el nacionalismo español existe. Mientras que se trata de una realidad evidente para sus detractores, quienes a su vez no acostumbran a tener inconveniente para definirse como patriotas o nacionalistas de otro referente (catalán, gallego, vasco, etcétera), para muchos de sus defensores, y como todos los nacionalismos de Estado, sería inexistente, o bien se confundiría con la lealtad constitucional a un Estado constituido y a su ley fundamental: un patriotismo cívico y virtuoso.


  La mayoría de los partidarios del que a principios del sigloXXI daba en autodenominarse «patriotismo constitucional español» han insistido en su carácter cívico. Esto incluiría todas sus variantes, desde la idea de una «nación de naciones» y la distinción entre nación política y nación cultural, después aggiornata con la recepción condicionada de las tesis sobre el patriotismo constitucional, hasta la versión más descafeinada desde un punto de vista teórico que fue importada por el PP de Aznar a principios del sigloXX, y hoy arrinconada por su propio partido, pasando por el concepto de la «España plural». Y que, hasta hoy, se prolongaría en la aún embrionaria y poco definida reformulación como «país de países» que emerge en el discurso del joven partido Podemos y su líder Pablo Iglesias. Este último recupera la fórmula socialista de veinte años atrás dentro de una reevaluación del concepto, clásico en el republicanismo y en la izquierda española, de «patriotismo popular», por el cual se identificaría la nación con el pueblo, la parte sana y virtuosa de la nación que excluye oligarquías traidoras: el pueblo del Dos de Mayo de 1808.


  Desde la óptica del nacionalismo/patriotismo español, los nacionalismos subestatales han constituido el objeto preferente de sus esfuerzos críticos, en el ámbito de la teoría política y, sobre todo, en el de la dialéctica publicística. Como vimos, ya no son acusados de cometer un crimen contra natura o de venderse a potencias extranjeras para debilitar a España, argumentos típicos del españolismo en la primera mitad del sigloXX. Ahora pasan a ser denostados por esencialistas, retrógrados y tendencialmente totalitarios, de aspirar a hacer prevalecer el etnos sobre la polis y de imponer a los ciudadanos idiomas inútiles y horizontes mentales aldeanos incompatibles con un tiempo de globalización y modernidad. Sin embargo, y aunque las reivindicaciones lingüísticas, y los discursos historicistas, acostumbran a ser mucho más visibles en los nacionalismos periféricos, sería inexacto atribuir a todos ellos un credo esencialista, etnicista o romántico. Primero, porque los discursos patrióticos españoles —con la posible excepción del discurso predominante en la izquierda comunista y poscomunista— incluyen de forma generosa y en dosis variables el recurso a elementos orgánico-objetivos y para nada volitivos, como la historia, la cultura o el idioma (castellano), considerados como trazos definidores de la nación o de una patria que, después de formada, se dota de una Constitución, relegitimando así la nación preexistente mediante la aceptación de los derechos individuales, los principios democráticos y la asunción limitada de la pluralidad etnocultural interna. Segundo, porque los nacionalismos periféricos tampoco son reducibles a una sola matriz ideológica culturalista, etnicista o historicista. Por el contrario, consisten en combinaciones diversas de elementos volitivos y orgánico-historicistas u objetivos, de intereses sociales y de pasiones identitarias. Segmentos muy significativos de esos nacionalismos subestatales aspiran a fundar proyectos nacionales mayoritariamente cívicos, social y culturalmente inclusivos, respetuosos de la pluralidad de pertenencias identitarias de los ciudadanos, en búsqueda de metas tangibles, como el incremento del bienestar colectivo de la ciudadanía de la nación que se quiere construir. Eso no implica que esos discursos no alberguen contradicciones. Y, ciertamente, la eficacia movilizadora de las emociones es mucho mayor: la lengua, la cultura o la concepción agónica de la propia identidad acostumbra a predominar sobre el discurso funcional y racional. Este último no siempre capta voluntades en un panorama de identidades múltiples, en el que únicamente mediante la seducción de las preferencias de electores con sentimentos de pertenencia compartidos es posible sumar adhesiones. Pero esto es algo que, en buena medida, el soberanismo catalán sí ha conquistado desde la segunda década del sigloXXI.


  Frente a este cambio de discurso, que tiene poco que ver con el adversario de la izquierda abertzale al que el nacionalismo español se enfrentaba hasta 2011; y ante la evidencia de que también los discursos soberanistas pueden ser pacíficos, multiculturales, posnacionales y anclados en la modernidad, la respuesta del nacionalismo de Estado a menudo se agota en dogmas repetidos de forma circular, a modo de mantras, ya acuñados, como hemos visto, en los tres últimos lustros del sigloXX. Entre ellos se contaría la defensa de la legalidad vigente a ultranza, confundiendo a menudo el imperio de la ley con el imperio por la ley (rule by law) y una concepción legalista de la democracia: esta última sería sólo respecto a la ley vigente, por encima de cualquier otra consideración normativa; el postulado del big is beautiful (cuanto más grande es un Estado-nación, más próspero será); la apelación a la unidad europea como proyecto de futuro opuesto a cualquier provincialismo secesionista y, por definición, retrógrado; o el recuerdo de los vínculos históricos, demográficos, culturales o sociales que unirían a la parte que se quiere ir con el todo.


  En el caso español, sin embargo, a todos esos argumentos recurrentes se han añadido otros más, igualmente repetidos a modo de admonición: la secesión es la vuelta a la Edad de Piedra, la salida de la Unión Europea y de la moneda común; sería, asimismo, un acto ilegal y, por tanto, conduciría al caos; y supondría por añadidura un riesgo de enfrentamiento civil, al generar división y riesgo de conflicto entre vecinos, compañeros de trabajo e incluso en el seno de las mismas familias. Las reacciones de buena parte de la prensa española a la radicalización de la demanda soberanista en Cataluña, y al otoño caliente de septiembre-octubre de 2017, estuvieron además cargadas de epítetos despectivos, juicios ad personam y excesos retóricos de toda índole. Todo valía, incluido el calificar al independentismo catalán como supremacismo —concepto éste también enarbolado por el catalanismo contra el nacionalismo español— movimiento pseudofascista o nazi, enfermedad o golpismo antidemocrático. En el fondo, se trataba de una vuelta recurrente a los orígenes de la dialéctica contra los nacionalismos periféricos ya ensayada en los años noventa, reverdecida contra el conjunto del nacionalismo vasco entre 1998 y 2005, y utilizada de nuevo desde 2012 contra el soberanismo catalán. Sólo una minoría de intelectuales, hacedores de opinión y publicistas españoles, alineados con la izquierda alternativa, han mostrado su actitud favorable al ejercicio del derecho de autodeterminación en Cataluña, con la esperanza en algunos casos —como los politólogos Ramón Cotarelo o Jaime Pastor— de que de la consulta salga un impulso de reordenación federal y republicana del Estado, dando paso a un nuevo proceso constituyente en Cataluña, pero también en España, saldando así las cuentas con los déficits democráticos arrastrados desde la Transición de 1975-1978.


  Con todo, si algo ha sorprendido a numerosos analistas, tanto españoles como foráneos, a la hora de comparar la respuesta del nacionalismo británico ante el desafío escocés en 2014, la del canadiense ante los dos referéndums celebrados en Quebec en 1980 y 1995, y la del nacionalismo español a la reivindicación soberanista catalana desde 2012, apoyadas en ambos casos en movilizaciones pacíficas y resultados electorales amplios de los partidos que las propugnan, así como en discursos mayormente cívicos e integradores, europeístas y, en general, tolerantes —matices aparte—, es la asimetría. Mientras el británico aceptó la celebración de un referéndum vinculante en Escocia, intervino en la campaña electoral y enarboló discursos no sólo catastrofistas, sino también proactivos —better together, juntos estamos mejor— que buscaban la identificación emocional de los votantes escoceses con Gran Bretaña, en el caso español la negativa del Gobierno de Madrid, y de la mayoría de las fuerzas políticas de ámbito estatal, a admitir la mera posibilidad de consultar a la ciudadanía catalana, con las condiciones que se negociasen, se combinaba con un discurso de índole reactiva. Un discurso sin duda retroalimentado por la espiral de radicalización del nacionalismo catalán y su apuesta por la vía unilateral hacia la independencia, sin contar con una mayoría social suficiente para ello ni las necesarias complicidades internacionales.


  El choque frontal, en esas condiciones, y como se demostró en el otoño caliente catalán de 2017, resultó inevitable. Pero si algo ha faltado en la respuesta del nacionalismo español al secesionismo catalán es emoción, argumentos proactivos y búsqueda de complicidades populares; y si algo ha imperado, en particular a partir de mediados de 2017, ha sido el tono de coerción y amenaza. Sólo el deporte de masas, los éxitos deportivos españoles como expresión del juntos somos más fuertes —un Pau Gasol liderando a la selección española de baloncesto, cuyo contrapunto serían las polémicas alrededor del defensa internacional del F.C. Barcelona Gerard Piqué y su participación en la selección de fútbol—, marcaron una excepción en esta regla. Algunas encuestas publicadas por la prensa en el otoño de 2017 señalaban que más de la mitad de los españoles, por lo demás, estarían de acuerdo con la celebración de un referéndum legal y pactado en Cataluña, si bien la gran mayoría prefería que Cataluña siguiese formando parte de España. En Cataluña, sin embargo, es una amplia mayoría (más del 70 por ciento) la que se muestra favorable a una consulta legal y pactada con el Estado acerca de la independencia, si bien las diversas encuestas publicadas desde 2012 también señalan que el apoyo a la misma no supera claramente el umbral del 45 por ciento, y que la introducción de una tercera opción —la de una autonomía reforzada o un estatus especial para Cataluña— podría concitar tantos o más apoyos que la independencia.


  Ciertamente, la respuesta del Gobierno conservador español entre 2011 y 2017, apoyado en esa tesitura por el PSOE y Ciudadanos y amplios sectores —aunque no mayoritarios, a tenor de las encuestas— de la opinión pública, al desafío secesionista catalán también ponía en evidencia varios de los defectos de funcionamiento del sistema político español desde la Transición, así como los vicios estructurales de la cultura política preponderante en las Españas desde entonces. Pero igualmente suscitaba la cuestión, por ahora irresuelta, de cuáles eran los límites de la aceptación, por parte del nacionalismo español, de la diversidad cultural y nacional interna. También mostraba una radicalización de algunos de sus postulados y variantes, sobre todo en la derecha conservadora y liberal, paralela a la normalización social de símbolos antes discutidos, como la bandera rojigualda. Sería, no obstante, un error identificar automáticamente a todos los que la cuelgan en los balcones, o se han manifestado con ella, como nostálgicos del franquismo.


  Con todo, y frente a las manidas afirmaciones que inciden en la singularidad o excepcionalidad de la historia contemporánea de España, o que insisten en el fracaso del Estado español, resistente sin embargo cual enfermo crónico con salud de hierro, cabe preguntarse si el nacionalismo español es tan distinto a otros nacionalismos de Estado. Si el peso de su tradición autoritaria desde fines del sigloXIX, de la guerra civil, de un régimen fascistoide al que sucedió una transición pactada que no ajustó las debidas cuentas con el pasado reciente, le confieren un plus especial de intolerancia, de fanatismo y de oscurantismo en el ámbito europeo. Es éste un argumento usual en los nacionalismos subestatales ibéricos, pero que es también matizable. Cabe recordar que el nacionalismo republicano francés ha mostrado cotas mayores de intolerancia hacia la afirmación pública de la diversidad etnoterritorial que el conservador español: que un presidente de la Asamblea de Córcega pronunciase un discurso íntegramente en corso a fines de 2015, por ejemplo, provocó un reacción unánime de repudio en todo el arco parlamentario francés, y el presidente Macron recordó dos años después que el francés seguiría siendo el único idioma oficial en toda la República. O que el nacionalismo italiano no se ha mostrado más tolerante hacia la diversidad lingüística interna, más allá de las lenguas «de frontera» en Tirol del Sur o Aosta. Ciertamente, casi cuarenta años de descentralización, de convivencia con nacionalismos subestatales y con situaciones de conflicto étnico de media intensidad (País Vasco hasta 2011) han enseñado también a la opinión pública española a convivir con la pluralidad, y a acomodar los conflictos con un, para muchos observadores foráneos, notable pragmatismo. Como en todos los países, florecen los estereotipos regionales, se cuentan chistes sobre catalanes o andaluces, y se cantan obscenidades en los campos de fútbol. Pero en el nivel de la vida cotidiana, y fuera de casos puntuales, no existe conflicto intragrupal entre ciudadanos de diversas procedencias territoriales, sino más bien coexistencia pacífica, interacción y mestizaje. Los discursos nacionalistas a menudo obvian esa realidad mucho más desdramatizada.
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      FIGURA 15. Balcones de Barcelona con alternancia de rojigualdas y banderas catalanas, 2017.

    

  


  Sin embargo, también cabe formularle algunas preguntas al nacionalismo español del sigloXXI. En primer lugar, ¿en qué medida ha admitido la pluralidad cultural, etnoterritorial, político-institucional e identitaria interna? Desde 1975 el discurso patriótico español ha aceptado, con mayor o menor entusiasmo, que el pluralismo cultural constituye una parte constitutiva de la esencia de España. En apariencia, también ha arrinconado la aspiración a una plena homogeneización cultural y lingüística del territorio español. Pero las culturas hispánicas no son necesariamente situadas en pie de igualdad simétrica en cuanto a su relevancia identitaria para constituir el ser de España. Lo común, lo universal y lo más genuinamente representativo de lo español sigue siendo la lengua y la cultura castellana, entendiendo como tal el idioma español y la cultura que lo adopta como vehículo exclusivo o preferente. Los argumentos ya no son los acentos clásicos, elaborados por Menéndez Pidal, en la superioridad intrínseca de la lengua española, pero se sigue exaltando su carácter universal, su potencialidad económica y la apelación —en ropajes modernos— a la hispanidad, envuelta ahora en términos de rentabilidad económica, de unidad de mercado en lo universal.


  Por otro lado, los límites de aquel pluralismo, y en particular hacia la propia tolerancia práctica hacia la diversidad cultural y etnoterritorial dentro del territorio español, distan de estar fijados de manera unívoca y consensuada. Ahí surgen las diferencias. Para buena parte de los «patriotas» españoles, el plurilingüismo como realidad social y cultural institucionalizada es todavía dificil de aceptar, incluso dentro de los límites fijados por la Constitución de 1978. Lo mismo se puede afirmar sobre el uso de los símbolos, empezando por la cuestión de las selecciones deportivas o la colocación de banderas en edificios oficiales. Por supuesto, la unidad del sujeto de soberanía es intocable. El único sujeto titular de la misma es España en su conjunto. Para muchos patriotas españoles, cualquier cesión en este aspecto se considera, más allá de los aspectos normativo-jurídicos y políticos, una vulneración de una esencia histórica y cultural indivisible. Lo que, ciertamente, no ha de sorprender: un nacionalista siempre parte del supuesto de que el territorio que para él es una nación es el titular de la soberanía.


  Una segunda pregunta atañe a su evolución reciente. ¿Se ha radicalizado el nacionalismo español en el último decenio? Desde 2004, su tendencia conservadora ha experimentado sin duda una deriva progresiva hacia una lectura restrictiva, cuando no neocentralista, de la Constitución de 1978 y del sistema autonómico. Los antiguos ensayos teóricos acerca del «patriotismo constitucional» a la española en el partido conservador cayeron en el más absoluto de los olvidos. De ellos sólo quedó un motivo central: la invocación a la Constitución como un texto inmodificable —para lo que conviene—, como un lugar de memoria; pero no a los valores que esa Carta Magna reconoce y le sirven de fundamento, auténtica formulación original del concepto en la interpretación de Habermas. Se olvidaba así cualquier referencia a la necesaria política de superación crítica del pasado dictatorial reciente, elemento de regeneración democrática igualmente presente en el propio concepto de patriotismo constitucional.


  El énfasis del mensaje del PP en materia de política territorial pasó a situarse en «dar estabilidad» al sistema autonómico. Eso suponía cerrar su carácter «indefinidamente» abierto y promover tanto la igualdad de competencias entre todas las comunidades autónomas como la coordinación horizontal entre ellas, pero salvaguardando un núcleo central de competencias y poderes en manos del Estado central que habría de garantizar la cohesión territorial. Como hemos visto, fueron varios los representantes del PP que se manifestaron desde fines de la primera década del sigloXXI de forma mucho más contundente y restrictiva, azuzada primero por la situación en el País Vasco, y desde 2012 por la radicalización del catalanismo político. En algunas de sus manifestaciones, la defensa de la unidad de la patria se situaba por encima de cualquier otra consideración democrática. Era significativo, además, que se percibiese ahora un cierto distanciamiento entre la cúpula del PP, reacia a ampliar y reformar los Estatutos de Autonomía, y varios de sus dirigentes autonómicos, más proclives a jugar con la elasticidad de los conceptos identitarios y a concentrarse en una dinámica, ya tradicional, de imitación y reacción con respecto a Cataluña. Hasta Manuel Fraga, presidente de la Xunta de Galicia, se distanció de forma explícita de Aznar en lo relativo a la política autonómica y la necesidad de dialogar con los nacionalistas. En una entrevista al diario El País en 2002, incluso defendió la necesidad de proceder a una reforma parcial de la Constitución.


  Sin embargo, fueron varios los presidentes autonómicos populares que se situaron en expresa sintonía con el parecer de los líderes del partido, en particular a partir de 2008. Así, la presidenta de la Comunidad de Madrid, Esperanza Aguirre, formuló la crítica al modelo territorial en varias intervenciones públicas a partir de mayo de 2012: ante el evidente fracaso del Estado autonómico, incapaz de seducir de modo duradero a porcentajes muy importantes de ciudadanos vascos y catalanes, sería necesario reforzar las competencias del Estado central. Aguirre llegó a proponer al Gobierno de Rajoy la recentralización de competencias como sanidad y educación, las más nocivas para el equilibrio presupuestario de las CC.AA., así como la transferencia de otras, como transporte, a los municipios. Y que se mantuviese un régimen autonómico especial limitado al País Vasco y Cataluña. Otros publicistas, y partidos políticos de formaciones como UPyD, abogaban por una igualación competencial a la baja de todas las CC.AA.


  Desde el año 2011, y con la irrupción de la crisis económica como telón de fondo que justificaba, asimismo, un adelgazamiento del Estado donde convenía a sus intereses, la derecha conservadora ha procedido a poner en práctica una parte de esos postulados. Ante la eventualidad de la secesión de Cataluña, sería de prever un escenario de recentralización y de mayor énfasis en la homogeneización cultural, cuando no una liquidación de buena parte del Estado de las autonomías. Otras formaciones, como en su momento la UPyD de Rosa Díez, ponían el acento en la necesidad de garantizar el papel interventor del Estado, y en segundo lugar en el carácter indivisible de la nación española, presentada como una precondición para mantener la igualdad de derechos y oportunidades de sus ciudadanos. Buena parte de esos postulados se aprecian en el discurso, hoy en día, del partido Ciudadanos, que ha hecho bandera del sentimiento patrio español.


  Frente a esta involución en el nacionalismo español de tendencia conservadora, es pertinente plantearse la tercera pregunta: ¿se está reformulando, en el ámbito de la izquierda hispánica, el concepto de España como nación o como comunidad política? Como hemos visto, desde la Transición democrática, en la izquierda socialdemócrata venían coexistiendo dos almas con respecto a la cuestión territorial. Una de cariz federal o federalizante, empujada sobre todo por los socialistas catalanes, pero también por parte de los gallegos y de los valencianos, igualmente abierta a fórmulas de encaje de la pluralidad nacional y etnocultural bajo diversas formas que implicarían políticas de reconocimiento simbólico y político de esa pluralidad. Sin embargo, también esa tendencia se ha visto atravesada por un dilema: ¿asimetría o simetría entre las regiones y nacionalidades? ¿Debe Cataluña tener un nivel de reconocimiento y de poder semejante a Extremadura? ¿Es necesario reformar la Constitución e instaurar un federalismo desde abajo, en un momento constituyente? ¿O basta con modificar aspectos concretos del funcionamiento del Estado de las autonomías, ese coche viejo que todo el mundo da por amortizado, pero que mientras siga funcionando nadie se atreve a cambiar?


  Los representantes de otras sensibilidades políticas dentro de la izquierda han insistido en la necesidad de mantener un Estado central fuerte, con capacidad interventora para garantizar la igualdad de oportunidades entre todos los ciudadanos del Estado, independientemente de donde tengan su residencia. Varios intelectuales y políticos de esta tendencia no han dudado, ni dudan tampoco, en recurrir también a argumentos historicistas o culturales para defender una idea de España que, en último término, estaría arraigada en valores compartidos y siglos de convivencia común, y por tanto ofrecería el fundamento más sólido para asentar la solidaridad social. Para lograr la igualdad de oportunidades entre los ciudadanos, no había que dividirlos en categorías territoriales, sino reforzar los mecanismos de solidaridad y cohesión. Eso tendría una precondición favorable en la identidad nacional: a más patriotismo, más propensión a la solidaridad.


  Las presentes y aún poco concretas propuestas de federalización del Estado que se han emitido por parte del PSOE de Pedro Sánchez, en el Gobierno de Madrid desde junio de 2018, continúan lastradas por la indefinición respecto a qué tipo de federación se pretendería instaurar, y las dificultades crecientes para conciliar todas las almas del PSOE. ¿Reconocer el carácter peculiar, como nación, sociedad distinta o nacionalidad, de Cataluña? ¿Y Euskadi, entonces? ¿Y qué hacer con Galicia? ¿Y con Valencia, con las Canarias…? Si los nacionalismos periféricos se han sentido tradicionalmente cómodos en el escenario de la bilateralidad —nosotros a un lado, España (lo que esto signifique se deja en la penumbra) al otro lado—, la necesidad de encajar esa bilateralidad en una multipolaridad más amplia, un escenario de competencia múltiple etnoterritorial, multiplica los dilemas. Pero también puede facilitar soluciones intermedias.


  Finalmente, la tradición de la izquierda de considerar al pueblo como el sano depositario de las mejores virtudes de una nación identificada con él parece ahora hallar una renovada expresión en el incipiente discurso de Podemos. Este último partido ha recogido, por un lado, fórmulas elaboradas en el ámbito de la izquierda española con anterioridad (la idea de nación de naciones, reformulada como país de países, con mayor acento en la diversidad lingüística; el énfasis en que el criterio de pertenencia fundamental a la nación española ha de ser la libre adscripción individual, y no la imposición; el patriotismo popular, que sitúa a la gente como la auténtica depositaria de las virtudes de la nación; el orgullo por la tradición liberal, republicana y antifascista, combinado con ecos clásicos, como la apelación a la guerra de Independencia…). Por otro lado, ha intentado jugar con la ambigüedad territorial en Cataluña, Euskadi y Galicia, integrándose en coaliciones instrumentales con fuerzas nacionalistas —y hasta independentistas— en Galicia, Valencia o Baleares, y asumiendo cierta pluralidad de posiciones respecto a la independencia en el caso de Cataluña. Está por ver adónde conducirá este nuevo cóctel, y si esta tendencia del neopatriotismo republicano español no acabará, como en su día el programa territorial de IU, en un permanente bucle entre el pueblo soñado y la nación o naciones socialmente existentes, o bien en un movimiento pendular entre el énfasis en la diversidad por parte de algunos líderes, y la advertencia por parte de otros —como, en tiempos recientes, una de las fundadoras de Podemos, la socióloga Carolina Bescansa— de que el partido también debería articular un mensaje para toda España que diese prioridad a cuestiones como la justicia social y la regeneración democrática del sistema político.


  El nacionalismo español, por lo tanto, dista de haber encontrado una fórmula idónea para afrontar los retos que se le presentan en la segunda década del sigloXXI. Anclado en sus viejos dilemas heredados de la Transición, ha sido también incapaz desde hace varios lustros de dar respuestas teóricas imaginativas. Si algo parece imperar en las principales variantes del discurso patriótico español en la actualidad, es una búsqueda de un futuro en el pasado. Un futuro que, para unos, es el statu quo garantizado por la Constitución de 1978, un límite a la descentralización o evolución del Estado de las autonomías que refuerce las competencias del Estado central y corrija los «excesos» de aquél, y un relato en el que varias ideas-fuerza heredadas —la Hispanidad, el carácter universal del castellano, el olvido del pasado reciente para no despertar divisiones fratricidas…— deberían predominar sobre los contenidos modernizadores. Para otros, ese futuro se halla en un federalismo nunca concretado de forma explícita, preso de los dilemas entre simetría y asimetría, entre república y monarquía, y entre federalización desde arriba o desde abajo mediante un proceso constituyente. Para otros más, se trataría de volver al pueblo, a la gente, al gran protagonista intrahistórico de la Historia de España, en un equilibrio inestable entre unidad y pluralidad.


  Ante este panorama, sorprende poco que algunas propuestas soberanistas desde la periferia hayan sido o sean más modernas, incidan de modo más convincente en la superación de los clichés clásicos del nacionalismo romántico, y por tanto sean más capaces de seducir a significativos sectores de población con discursos cívicos e inclusivos. Y aún sería menos sorprendente que, en una eventual España sin Cataluña, la reacción del nacionalismo español fuese la de postular la homogeneización cultural y simbólica de su territorio, y procediese a hacer tábula rasa de la descentralización. Una España más pequeña y homogénea, y por tanto menos plural.


  ¿Hasta qué punto comparte una mayoría de ciudadanos, o al menos un porcentaje significativo de ellos, los postulados discutidos en la esfera pública alrededor de la nación española? Si algo demuestran las encuestas de opinión desde finales de la década de 1970 hasta la actualidad (2018), es que existe un complejo equilibrio entre nacionalismo español o conciencia nacional española, por un lado, y conciencias nacionales periféricas, por otro: ninguna de ellas consigue imponerse de manera hegemónica en sus territorios de referencia, por lo que en cierto modo se bloquean mutuamente, contribuyendo a su éxito limitado o bien a su fracaso relativo. Durante la década de 1980, la tendencia electoral en Cataluña y el País Vasco apuntaba hacia una hegemonía de los partidos nacionalistas periféricos, que sin embargo comenzó a revertir en la década siguiente, mientras aumentaba, sin llegar a ser mayoritaria, la conciencia nacional específica en Galicia o las Canarias. Así, persiste una suerte de empate virtual, en términos de porcentajes de voto, entre «españolistas» de distinta orientación y «nacionalistas [periféricos]» en Cataluña y el País Vasco, que varía según la naturaleza de las elecciones (autonómicas o legislativas), mientras que el nacionalismo español más o menos regionalizado gana de modo claro la mayoría social en Galicia, el País Valenciano o las Islas Baleares.


  La tendencia en Cataluña desde 2010 apuntó en una dirección diferente, como se ha expuesto. Diversas encuestas mostraron un salto importante de la opción independentista antes y después de la decisión del Tribunal Constitucional sobre el Estatuto catalán, que de un 28por ciento pasó a ser abrigada por un 40por ciento de los ciudadanos. Más de dos tercios de la población catalana consideraban que el nivel de autogobierno de que disfrutaba Cataluña era insatisfactorio para el sigloXXI, y señalaban además que la precaria financiación autonómica era un motivo importante de su descontento. Con todo, los resultados electorales entre 2012 y 2017 pusieron en evidencia una división del electorado en tres bloques: uno, inferior a la mitad, partidario de la independencia; alrededor de un 35-40 por ciento partidario del statu quo, y un sector más minoritario partidario de soluciones intermedias, que irían desde una generosa reforma constitucional a un estatus confederal.


  En este sentido, España ofrece un ejemplo de los límites que encuentran, en contextos democráticos avanzados, los propios instrumentos de nacionalización promovidos por las políticas públicas, tanto del Estado central como de las Administraciones autonómicas. Pues la ciudadanía posee acceso, en un mundo cada vez más globalizado, a fuentes de información y expresión mucho más amplias que las «masas» que había que nacionalizar en el largo sigloXIX. Vehículos «clásicos» de nacionalización estatal (o paraestatal), como la educación o la pedagogía simbólica —por no hablar del ya inexistente servicio militar obligatorio—, se ven cuestionados de modo creciente por la multiplicidad de influencias que pueden recibir los ciudadanos, procedentes tanto de la propia capacidad de la sociedad civil para generar sus propias memorias patrióticas como del acceso a redes y sistemas de información de ámbito claramente suprarregional y supraestatal. Como ha señalado el filósofo Daniel Innerarity, procesos de nacionalización como el francés del sigloXIX no son factibles en el sigloXXI, «en el contexto de una sociedad mucho más madura, del conocimiento, individualizada, posmoderna si se quiere», en la que todo proceso de nacionalización, estatal o alternativo, deberá utilizar «procedimientos plenamente democráticos y en términos de un pluralismo radical».
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      FIGURA 16. Manifestación de Sociedad Civil Catalana, Barcelona, octubre 2017.

    

  


  Ésta es quizás la mayor paradoja de la experiencia española en los últimos treinta años. Por un lado, las represivas políticas públicas del franquismo no fueron capaces de erradicar el apoyo social a los nacionalismos opuestos al español, y fueron también incapaces de extinguir el uso vernáculo de los idiomas diferentes al castellano, pese a la alfabetización masiva de la población española y la extensión de los medios de comunicación de masas. Por otro lado, el Estado democrático tampoco ha conseguido convencer a todos los ciudadanos de las «periferias nacionalistas» de las bondades del nacionalismo o patriotismo constitucional orientados hacia un futuro ilusionante, y por lo tanto de extender de modo eficaz una relegitimada identidad nacional española allí donde ésta estaba en cuestión. Pero, a pesar de disfrutar de competencias en apartados como la educación o la comunicación, tampoco los Gobiernos autonómicos, y especialmente aquellos, como el vasco y el catalán, que han sido gestionados por los nacionalistas periféricos más pragmáticos, y a veces también de tendencia soberanista —en solitario o en coalición con otros partidos estatales— de modo casi ininterrumpido desde 1980, han sido mucho más eficientes a la hora de convertir a una identidad nacional exclusiva y, por lo tanto, reducir de modo sensible los sentimientos de identidad nacional española entre amplios sectores de la ciudadanía de sus territorios.


  Cabe preguntarse a fines de la segunda década del sigloXXI si España seguirá siendo, como en su día resumió el politólogo Juan Linz, un ejemplo paradójico de fracaso de los nacionalismos, tanto de Estado (el español) como subestatales. Ninguno de ellos ha sido capaz, tras más de treinta años de andadura del Estado autonómico, de imponer su hegemonía social, política y cultural de modo indiscutido sobre sus territorios de referencia. Desde la Transición, España no es un Estado plurinacional en sentido estricto, ni es un Estado nacional uniforme. Tampoco está compuesta por bloques nacionales más o menos homogéneos (Cataluña —o Países Catalanes—, País Vasco, Galicia y España), sino por agregados plurales de identidades compartidas, también en los territorios de la periferia. Las identidades nacionales, colectivas y territoriales en general presentan dinámicas que no siempre se corresponden con aquello que creen, o quieren hacer creer, las élites políticas. Ni siquiera la presencia en un territorio determinado de etnicidades diversas, de lenguas y de culturas distintas es fundamento suficiente por sí solo para reforzar una conciencia nacional exclusiva o excluyente de otras esferas de identificación. Esto es aún más patente en sociedades del capitalismo avanzado, donde a diferencia de lo ocurrido en el antiguo bloque soviético en 1989-1991 no se asistió a una quiebra generalizada de un sistema social y de valores, certidumbres y legitimidades políticas.


  En España, se puede constatar una suerte de equilibrio más o menos inestable entre los niveles sociales de conciencia regional o nacional periférica y la conciencia nacional española en el conjunto de la población, y siguen siendo mayoría quienes se sienten españoles y vascos, catalanes, gallegos, etcétera. Por expresarlo de otro modo: los nacionalismos vasco y catalán no disfrutan de una hegemonía social incontestable en sus territorios de referencia, sino más bien relativa. Las encuestas de opinión mostraban de modo asaz elocuente que, hasta 2011, la secesión a corto plazo no gozaba de apoyo mayoritario, aunque sí significativo, en el País Vasco o Cataluña, y aún menos en Galicia. Además, la consolidación del Estado de las autonomías parecía un hecho incontestable a principios del sigloXXI, como mostraban las altas notas obtenidas por las Administraciones autonómicas en las encuestas, que asimismo arrojaban como resultado que la actual forma de Estado, bien en su diseño en el presente, o bien en una versión más o menos «federalizada», seguía disfrutando del apoyo de la mayoría de la población, incluida la Comunidad Autónoma Vasca. Incluso en plena fiebre del proceso independentista en Cataluña, los sondeos mostraban que en aquel territorio predominaba la doble identidad, pese al reforzamiento y mayor polarización de las identidades exclusivas (sólo catalán o sólo español), mientras que en el resto del Estado, incluyendo el País Vasco, era la doble identidad o identidad compartida la socialmente mayoritaria.


  No obstante, lo cierto es que en Cataluña ese porcentaje cercano a la mitad del electorado se ha radicalizado desde 2011-2012 de forma tal vez irreversible. Y en el conjunto de España tiene lugar también un cierto «empate» entre los ciudadanos que profesan un concepto liberal de la nación española, y los que muestran su cercanía a un concepto tradicional y de ribetes católicos. En 2006, según datos analizados por Jordi Muñoz, cerca de un 42 por ciento de los ciudadanos se sentía parte de una nación, España, que no admitiría otras naciones en su seno, pero que sí integraba la pluralidad etnoterritorial y la aceptación de los inmigrantes: un nacionalismo liberal inclusivo. El componente católico y tradicional de la identidad española seguiría vivo en otro 40 por ciento de la ciudadanía; un 13 por ciento de los ciudadanos, concentrados en Cataluña, el País Vasco, y en menor medida Galicia y Canarias, se consideraba integrante de otra nación. Aunque existe un cierto grado de tensión interétnica o interregional en relación con disputas simbólicas, y que a menudo tienen altisonante expresión en foros de internet, manifestaciones deportivas o grafitis, los niveles de conflicto intergrupal en el ámbito de la vida cotidiana están aún muy lejos de estar polarizados, como hemos señalado.


  Las identidades compartidas en el sigloXXI son aún mayoritarias en el territorio español, si bien con notorias desigualdades territoriales. Pero es un hecho evidente que la identidad nacional española a principios del sigloXXI todavía experimenta agudos problemas de legitimación simbólica. Ni la bandera bicolor ni el himno, la Marcha Real, han conseguido suscitar hasta fechas recientes una adhesión sentimental semejante a la que despiertan en otros países, si bien la recuperación del prestigio exterior y la autoestima de la identidad española ha sido un proceso igualmente constatable desde fines del sigloXX. Los símbolos informales, creados en parte por la sociedad de la información y la generalización de modelos de consumo cultural masivo, sí han sido capaces de extenderse y de trivializar la identidad nacional española, extendiéndola y convirtiéndola en un objeto de consumo: desde los héroes deportivos a los cantantes de moda. Son las formas de socialización de una identidad nacional que podemos denominar nacionalismo banal, pero cuya relevancia en sociedades posmodernas y crecientemente globalizadas no es desdeñable. Sin embargo, no siempre esos mecanismos pueden suplir la falta de objetivos políticos compartidos, y de consenso acerca de la legitimidad del poder y la soberanía. Y sus límites, tanto políticos —la dicotomía entre valores nacionales liberales y católicos— como territoriales —su escasa eficacia en territorios como Euskadi y Cataluña— marcan también los lindes del nacionalismo trivial español.
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    [1] Véanse los objetivos y presentación de la Fundación para la Defensa de la Nación Española, en http://www.nacionespanola.org. <<

  


  
    [2] Véase el Boletín Oficial de la Conferencia Episcopal Española, 31-12-2002. <<

  


  
    [3] El documento se puede consultar en http://www.conferenciaepiscopal.es/DOCUMENTOS/Conferencia/OrientacionesSituacionActual.pdf. <<

  


  
    [4] Carta de un lector de La Razón, 3-10-2005. <<

  


  
    [5] «Manifiesto por una lengua común», El País, 23-6-2008. <<

  


  
    [6] Bando de Esteban Parro, alcalde de Móstoles por el PP, publicado en La Razón, 10-10-2005. <<

  


  
    [7] J. Piqué y M.ª San Gil, «El patriotismo constitucional del sigloXXI», ponencia política del XIVcongreso del PP, Madrid, 25-27 de enero de 2002. <<

  


  
    [8] Veáse J. M.ª Marco, «Las raíces de la izquierda española», El Mundo, 10-2-2004. <<

  


  
    [9] Caso de, por poner un ejemplo, J.C. Cid («La unidad de España en peligro», El ojo crítico, 3:10 [2005]), quien reproducía todos los tópicos historicistas para justificar la existencia de España como nación en la historia pasada, acusaba a los «separatistas» de ser unos «resentidos con muy poco conocimiento de la historia, y fanatizados por las prédicas de unos cuantos exaltados», forjados en las «ikastolas vascas y las políticas pedagógicas y lingüísticas implantadas por la Generalitat», y vaticinaba que, de seguir así las cosas, en España surgiría algún «demagogo descerebrado como Chávez» que sembraría de nuevo las semillas de una guerra civil… <<

  


  
    [10] J. M.ª Aznar, «Unidad y Grandeza», La Nueva Rioja, 30-5-1979, y «Hablar claro», La Nueva Rioja, 30-9-1979. <<

  


  
    [11] Comunicado del PP ante la reforma del Estatuto catalán, en El País, 18-6-2005. <<

  


  
    [12] Intervención de Soraya Sáenz de Santamaría en los cursos de verano de la Universidad Complutense en El Escorial, 27-7-2007. <<

  


  
    [13] M. Herrero de Miñón, «Al hilo del debate», El País, 2-1-1999. <<

  


  
    [14] Entre los ensayos de Anselmo Carretero sobre la cuestión nacional destacan Las nacionalidades españolas (1952), La integración nacional de las Españas (1957), La personalidad de Castilla en el conjunto de los pueblos hispánicos (1962), España y Europa (1971), Las nacionalidades españolas (1977), Los pueblos de España (1980) y El antiguo Reino de León (País Leonés): sus raíces históricas, su presente, su porvenir nacional (1994); y, en colaboración con P.Bosch Gimpera, La España de todos (1976). Fue, además, colaborador y miembro del equipo editorial de las revistas Las Españas (México D.F., 1946-1956) y su continuadora Diálogo de las Españas (1958-1963). Sobre este peculiar personaje, cuyas teorías acerca de la identidad española navegaban entre la filosofía de la Historia, la historia del Derecho y la literatura, y cuyo legado ha sido reivindicado tanto por regionalistas y nacionalistas leoneses y castellanos como por federalistas pimargallianos y hasta por Pasqual Maragall y José Luis Rodríguez Zapatero, no disponemos aún de una monografía convincente. <<

  


  
    [15] Como ya afirmamos, el término nación de naciones, aunque fue usado de modo esporádico por diversos actores políticos en la Historia contemporánea de España, incluyendo a un Cambó o a un Pere Bosch Gimpera, fue reintroducido en el vocabulario político español durante la Transición, también por influjo de Anselmo Carretero, a través de parlamentarios socialistas, como Peces-Barba o José María Benegas, de hecho; y como tal estuvo presente en los debates constitucionales. <<

  


  
    [16] F. Requejo, «¿Qué patriotismo constitucional?», La Vanguardia, 5-12-2001. <<

  


  
    [17] Véanse los estatutos y principios políticos de UPyD, disponibles en: http://www.upyd.es/fckupload/Organizacion%20y%20estatutos.pdf. <<

  


  
    [18] «Fernando Savater insiste: “La idea de España me la sopla”», 26-11-2008, en: http://www.libertaddigital.com/nacional/fernando-savater-insiste-la-idea-de-espana-me-la-sopla-1276313685/. <<

  


  
    [19] Véase el manifiesto fundacional de UPyD en https://www.upyd.es/manifiesto-fundacional/. <<

  


  
    [20] Véase PSOE, Manifiesto socialista para la España autonómica del sigloXXI, 14-4-2003. <<

  


  
    [21] Entrevista a Pasqual Maragall, ABC, 6-11-2005. <<

  


  
    [22] G. Peces-Barba, «¿Qué Constitución, qué nacionalismo, qué lealtad?», El País, 15-9-1998. <<

  


  
    [23] J. J. Solozábal, «El discreto encanto de lo común», El Imparcial, 1-8-2008 (disponible en: http://www.elimparcial.es/contenido/19998.html). <<

  


  
    [24] Véase Un Estado federal, plurinacional, democrático y solidario. Modelo de Estado de Izquierda Unida federal. Documento de trabajo, Madrid: Izquierda Unida, 1998. <<

  


  
    [25] Cita de Pablo Iglesias Turrión en el aniversario de la proclamación de la Segunda República (14 de abril de 2017), en https://www.eldiario.es/politica/Pablo-Iglesias-republicanos-democratas-patriotas_0_633086788.html. <<
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